


El lanzamiento de este informe 
sobre los impactos de la zafra 
2008 de la caña de azúcar marca 
la conclusión del primer ciclo 
de actividades del Centro de 
Monitoreo de Agrocombustibles 
(CMA) de la ONG Repórter 
Brasil. Esta investigación sobre 
la caña, un cultivo en expansión 
frente al boom del etanol en 
el mundo, trae un alerta sobre 
el contraste entre  riqueza y 
pobreza que caracteriza al sector 
sucroalcoholero: por un lado, 
altas inversiones de grupos 
nacionales  e internacionales 
garantizan el desarrollo de 
tecnología de punta; por otro, el 
avance del monocultivo provoca 
daños ambientales y miles de 
trabajadores siguen sometidos a 
la superexplotación del trabajo. 
A lo largo del 2008, también 
producimos un informe sobre 
los impactos de la soja y del 
ricino y otro sobre la palma 
de aceite, el coco de babasú, 
algodón y piñón manso, siempre 
con el objetivo de subsidiar, 
con informaciones y análisis 
calificados, a movimientos 
sociales, organizaciones no 
gubernamentales, autoridades, 
empresarios y especialistas en 
general. En el 2009, nuevos 
informes serán producidos, 
con la finalidad de acompañar 
la evolución de los problemas 
causados por los cultivos que 
sirven como materia prima  para 
los agrocombustibles. Todo ese 
trabajo puede ser seguido en 
nuestra página en la Internet: 
www.agrocombustiveis.org.br.
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Presentación

	 La zafra 2008/09 de caña de azúcar fue marcada 
por la corrosión de las condiciones laborales en el cultivo 
y por el avance del monocultivo sobre el Cerrado, la Ama-
zonía, el entorno del Pantanal y la zona de Mata Atlántica 
localizada en el Nordeste. Es con este alerta que el Centro 
de Monitoreo de Agrocombustibles (CMA) de la ONG Re-
pórter Brasil manifiesta su preocupación por el boom del 
etanol en el país, en este tercer informe de la serie sobre 
los impactos causados por las especies agrícolas utilizadas 
para la producción de agrocombustibles. Es el primer es-
tudio amplio divulgado en Brasil sobre los impactos socia-
les y ambientales de la actual zafra.

	 Las multimillonarias inversiones recibidas por el 
sector sucroalcoholero, provenientes de empresas e insti-
tuciones financieras nacionales e internacionales, han in-
centivado el avance de los cañaverales sobre áreas ya con-
solidadas, como São Paulo, y sobre nuevas fronteras en el 
Centro-Oeste brasileño. La crisis financiera internacional, 
que se desató en el segundo semestre, debe atrasar una se-
rie de nuevos proyectos, pero no al punto de revertir el ci-
clo de expansión. Tanto es así, que la producción nacional 
de caña en el 2008 avanzó un 13,9% en relación a la zafra 
pasada y, el próximo año, debe crecer otros 7,6%1.

	 Pese a ello, la crisis ha sido utilizada por empre-
sas para justificar el deterioro de las remuneraciones en el 
campo. Desde fines de la década de los 90, la remuneración 
por el trabajo venía acumulando pequeños aumentos reales 
si comparada a la evolución de los precios de los alimen-
tos, pero esa tendencia se invirtió en el 2008. Los reajustes 
salariales obtenidos durante las negociaciones raramente 
llegaron a dos dígitos, mientras que el precio de la canas-
ta popular avanzó 16%2. En el Estado de São Paulo, don-
de está concentrado un 59,5% de la producción de caña del 
país, la pérdida de poder de compra entre los trabajadores 
incentivó huelgas - muchas veces reprimidas con violencia 
por la policía - y despidos en fábricas y plantas producto-
ras. El ambiente en los cañaverales se volvió tan explosivo 
que sindicalistas recordaron los históricos protestos ocu-
rridos en la región de Guariba (SP), en la década de 80. 

	 Como se puede observar, la insatisfacción no es 
reciente. Tiene su origen en un modelo productivo basa-
do en la superexploración del trabajo, en el que una par-
te de los seguidos aumentos de productividad del trabaja-
dor es apropiada por el dueño de la hacienda o de la fábrica. 
Desde el año 2000, la productividad del trabajador creció 
un 11,9% en el Estado de São Paulo, pero el valor que se le 
paga al cortador de caña aumentó apenas un 9,8%3. La za-
fra 2008/09 registra, también, deterioro de las condicio-

nes de trabajo en diversas instancias. Por ejemplo, aumen-
tó, en términos relativos, la cantidad de autos de infracción 
emitidos por los fiscales a empleadores paulistas referen-
tes al no respeto del descanso semanal y por falta de equi-
pos de protección individual. Y 2.553 personas fueron libe-
radas de emprendimientos del sector sucroalcoholero que 
se valían de la esclavitud contemporánea, prácticamente la 
mitad de todos los trabajadores esclavos encontrados en el 
país a lo largo del año.

	 Desde el punto de vista ambiental, la expansión 
de la caña ha alcanzado áreas como el Cerrado, la Amazo-
nía, la Mata Atlántica nordestina e, incluso, la Caatinga. 	 5
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	 En el 2008, 24 plantas productoras de Pernam-
buco recibieron multas por diversos crímenes ambientales. 
El Pantanal, uno de los principales patrimonios ambienta-
les del mundo, está presionado por los proyectos de insta-
lación de fábricas en el Estado de Mato Grosso do Sul, en 
las proximidades de afluentes importantes para el bioma. 
El zoneamiento agroecológico, que podría organizar la ex-
pansión del cultivo, permanece como una promesa no cum-
plida del gobierno. 

	 Sin preservar el medio ambiente, es prácticamen-
te un consenso que los agrocombustibles pierden su ven-
taja comparativa con relación a los combustibles fósiles, 
cuando se considera la quema y la emisión de gases del 
efecto estufa. En este aspecto, el Estado de São Paulo asiste 
al avance de la mecanización de la cosecha, lo que, por un 
lado, trae considerables beneficios ambientales, pero, por 
otro, es visto por los trabajadores como un riesgo para sus 
empleos, ya que son tímidas las políticas compensatorias, 
como la reforma agraria y la recualificación profesional. Se 

estima que, como consecuencia de la mecanización, hasta el 
2014 cerca de 180 mil personas perderán sus empleos, con-
siderando sólo los cultivos de caña del Estado de São Paulo.

	 Más detalles, análisis e historias sobre los im-
pactos causados por el avance de la caña en el país po-
drán ser vistos en las páginas de este informe, que está 
dividido en tres grandes partes, según sus peculiaridades 
productivas e históricas: Centro-Sur, Nordeste y Ama-
zonía. Para realizar este trabajo, los investigadores del 
Centro de Monitoreo de Agrocombustibles recorrieron 
ocho Estados brasileños - Acre, Alagoas, Bahia, Pernam-
buco, Maranhão, Mato Grosso, Mato Grosso do Sul y 
São Paulo - y entrevistaron a centenas de trabajadores, 
sindicalistas, investigadores, autoridades y empresarios 
del sector. Este trabajo tampoco sería posible sin el apo-
yo de Cordaid, Fundación Doen y Solidaridad, así como 
del Instituto Centro de Vida (ICV), que produjo mapas 
exclusivos para este trabajo. A todos ustedes, nuestro 
sincero agradecimiento.
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Centro-Sur

	 El Centro-Sur del territorio brasileño concentró 
87,8% de la producción de caña de azúcar destinada al sec-
tor sucroalcoholero en el 2008. Forman parte de esa re-
gión el Estado de São Paulo, principal Estado productor 
de caña de azúcar del país, con 59,5% de la producción na-
cional, y los Estados donde el avance de ese cultivo es más 
acelerado, como Goiás y Minas Gerais. En la zafra 2008, 
la producción brasileña de caña de azúcar creció un 13,9%, 
pasando de 501,5 a 571,3 millones de toneladas. São Pau-
lo fue responsable por un 58,9% de ese aumento, Goiás por 
12,3% y Minas Gerais por 10,9%. Los datos fueron divul-
gados por la Compañía Nacional de Abastecimiento (Co-
nab) en diciembre del 2008.

	 El Centro-Sur también es la región prioritaria de 
expansión del parque industrial de etanol. De acuerdo con 
la Unión de la Industria de la Caña de Azúcar (Unica), aso-
ciación que reúne a las mayores compañías del sector, 29 fá-
bricas entraron en operación a lo largo del 2008, entre ellas 
13 en São Paulo, 9 en Goiás, 4 en Minas Gerais y 3 en Mato 
Grosso do Sul. Desde el 2005, el número de compañías de 
etanol inauguradas en la región llega a 81. El Centro-Sur, 
además, mantiene entre sus fronteras a 372 de las 447 fábri-
cas inscritas actualmente en la Agencia Nacional del Petró-
leo, Gas Natural y Biocombustibles (ANP), y más de la mi-
tad de éstas - 230, para ser exactos - están localizadas en el 
Estado de São Paulo.

	 El gran motor de la actual expansión es el aumen-
to de la demanda de etanol. Como se sabe, la mayoría de las 
empresas puede producir al menos tres productos a partir 
de la caña - azúcar, etanol y electricidad, que, para muchas 
empresas, ya dejó de ser un subproducto. Durante esta za-
fra, un 56,9% de la caña cosechada por el sector sucroalco-
holero fue destinada a la fabricación de combustible y el res-
to, al azúcar, según la Conab. El consumo interno de etanol 
es alimentado, sobre todo, por los usuarios que compran los 
llamados automóviles “flex”. Lanzados en el 2003, son ven-
didos por la industria automovilística como vehículos me-
nos contaminantes y que permiten escoger cuál combusti-
ble utilizar, gasolina o etanol. 

	 Entre enero y octubre del 2008, los automóviles 
“flex” representaron 93,7% de los dos millones de automó-
viles comercializados en Brasil4. Esa cifra es un factor que 
ejerce una influencia directa sobre aquellos que toman las 
decisiones en el sector sucroalcoholero, favoreciendo las in-
versiones en nuevas unidades industriales al reducir la posi-
bilidad de que ocurran crisis como la de los años 80. En esa 
época, cuando no existía la tecnología “flex”, muchos com-
pradores de vehículos daban preferencia a los automóviles 
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movidos a gasolina, puesto que temían oscilaciones bruscas 
del precio del etanol o, incluso, que hubiera falta de ese com-
bustible en las gasolineras.

	 Actualmente, el aumento de la producción de eta-
nol en el país ha asegurado precios más bajos y estables para 
el consumidor. Según datos del Centro de Estudios Avan-
zados en Economía Aplicada (Cepea), de la Universidad de 
São Paulo (USP), la “curva de tendencia” de la cotización 
del alcohol hidratado líquido apunta hacia una baja de pre-
cios, que era de cerca de R$ 1,00 por litro en la fábrica, en 
el 2002, y llegó a R$ 0,80 por litro, en noviembre del 2008. 
Los valores fueron deflacionados a partir del Índice Gene-
ral de Precios - Mercado (IGPM), calculado por la Funda-
ción Getúlio Vargas.

	 Además del alcohol hidratado, las fábricas también 
producen alcohol anhídrido, que en Brasil se mezcla con la 
gasolina. En total, la producción del hidratado y del anhí-
drido ha aumentado. Apenas el Centro-Sur produjo 24,3 
mil millones de litros en la última zafra, un 17% más que 
en el 2007 y prácticamente el doble de lo que fue fabricado 
tres años atrás5. La mayor parte de esa producción se queda 
en el país para atender a los vehículos “flex”. Sin embargo, 
cada vez más las exportaciones constituyen una alternativa 
atractiva para los productores. En el 2000, el país envió 227 
millones de litros al exterior; en el 2003, 757 millones; en el 
2005, 2,6 mil millones; y, finalmente, en el 2007 fueron 3,5 
mil millones. 

	 Pero los números correspondientes a las ventas, 
que han ido en aumento, para muchas empresas del sector 
sorprendentemente no se reflejan en salud financiera. Para 
aumentar la producción, construir o comprar fábricas, mu-
chas compañías aumentaron su nivel de endeudamiento. 
Ese escenario, sumado a un cuadro de intenso aumento de 
la oferta de etanol en el mercado interno, hizo estacionar el 
precio del combustible en niveles que los empresarios con-
sideran poco rentables y redujo las ganancias de las plantas 
productoras. Es lo que indican datos de las pocas compa-
ñías sucroalcoholeras brasileñas que están la Bolsa de Va-
lores de São Paulo y que, por eso, son obligadas a divulgar 
sus resultados financieros.

	 La Cosan, en la bolsa desde el 2005 y que produ-
jo 1,5 mil millones de litros de etanol en la zafra 2007, tuvo 
pérdidas en dos de sus últimos cuatro años fiscales, com-
prendidos entre mayo y abril del año siguiente. En el año 
fiscal 2005 las pérdidas fueron de R$ 17,1 millones, y en el 
2008, de R$ 47,8 millones. Los resultados positivos se die-
ron durante el año fiscal 2006, siendo de R$ 64,6 millones, y 
en el de 2007, con R$ 357,3 millones - vale decir que la ma-
yor parte de ese valor, un 89%, no corresponde a ganancias 
operacionales, sino que fue resultado de una causa por in-
demnización vencida sobre el Gobierno Federal. 

	 Además de la Cosan, otras compañías sucroalco-
holeras que están en la Bovespa también han divulgado 
pérdidas en sus balances en los últimos meses del 2008. Es 
el caso de la Azúcar Guaraní, que registró pérdidas de R$ 

128,3 millones entre abril 
y septiembre del 2008, am-
pliando las pérdidas de R$ 
27,8 millones que había su-
frido en el mismo periodo 
del 2007; de la Nova Améri-
ca, cuyas pérdidas aumenta-
ron a R$ 18,9 millones, en-
tre mayo y septiembre del 
2008, ante R$ 13,2 millo-
nes del mismo periodo del 
2007; de la Costa Pinto, que 

pasó de ganancias de R$ 5,9 millones a pérdidas de R$ 16,0 
millones en ese mismo periodo; y de la São Martinho, la 
mayor procesadora de caña del país en la actual zafra, cujas 
pérdidas llegaron a R$ 66,6 millones entre abril y septiem-
bre del 2008, ante pérdidas de R$ 43,7 millones en esos mis-
mos meses del 2007.

	 Dificultando aún más la situación, la crisis finan-
ciera internacional que estalló en los últimos meses del 
2008 ayudó a agravar ese cuadro, en la medida en que redu-
jo la cantidad de crédito disponible en el mercado. La Com-
pañía Albertina, de Sertãozinho, municipio que queda a 330 
kilómetros al Norte de São Paulo, entró con un pedido de 
recuperación judicial para reestructurar su deuda de cer-
ca de US$ 100 millones. Lo mismo hicieron, poco después, 
el Grupo Naoum, con fábricas en Goiás y Mato Grosso, el 
Grupo João Lyra, de Alagoas, y el Grupo Othon, de Rio de 
Janeiro, según noticias divulgadas por la prensa6.

	 Mientras tanto, a pesar de todos esos números ro-
jos, las empresas involucradas con el agronegocio de la caña 
de azúcar permanecen optimistas a mediano plazo. Como 
afirma el ingeniero agrónomo Marcos Sayaya Jank, presi-
dente de la Unica, “los fundamentos económicos del sec-
tor sucroenergético brasileño siguen absolutamente sólidos 
y apuntan hacia precios ventajosos en los próximos años, 
gracias a la demanda aumentada por los vehículos flex, a los 
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nuevos usos del etanol en la alcoholquímica (bioplásticos), 
al crecimiento de las exportaciones de azúcar y etanol y a la 
creciente oferta de energía eléctrica oriunda de la biomasa 
de la caña de azúcar”7.

	 Es la misma visión que mantiene el gobierno bra-
sileño, que organizó una conferencia internacional sobre 
agrocombustibles en noviembre del 2008, clausurada por el 
presidente Luiz Inácio Lula da Silva con un discurso en de-
fensa de esa alternativa energética8, y también el Banco Na-
cional de Desarrollo Económico y Social (BNDES), la ma-
yor institución financiera brasileña de fomento industrial. 
En lo que dependa de los esfuerzos - y de los cofres - de ese 
banco, que en última instancia responde a Lula, el parque 
industrial brasileño de etanol seguirá ampliándose en los 
próximos años, aunque a un ritmo más lento debido a la cri-
sis económica mundial del 2008. 	 Una indicación de ello 
es su cartera de préstamos. En el 2008, el BNDES destinó 
R$ 6 mil millones a inversiones en el sector sucroalcohole-
ro, un 61% más que lo destinado el año anterior. Desde el 
2004, sus ejecutivos ya han firmado contratos para apoyar 
la construcción de 43 nuevas fábricas en el país. 

	 El BNDES explica su apuesta en el etanol de la 
siguiente manera: “La importancia dada al sector sucroal-
coholero es reflejo de la confianza del BNDES en los fun-
damentos que nortean la expansión a mediano y largo pla-
zo del sector, tales como: las ventas de vehículos flex-fuel 
seguirán representando más de un 90% del total de auto-
móviles comercializados; el etanol producido a partir de la 
caña es reconocidamente más competitivo que el producido 
a partir de otras materias primas; y, principalmente, la ne-
cesidad de reducir emisiones de CO2 hará con que sea fun-
damental la adopción cada vez mayor, por otros países, de la 
obligatoriedad de la mezcla de etanol a la gasolina, tal como 
ya ocurre en Brasil”9.

Capítulo_1
Impactos Laborales

	 Cuando el balance financiero de las fábricas no 
opera en positivo, no hay duda sobre quiénes son los más 
perjudicados. Las dificultades enfrentadas por el sector a lo 
largo del 2008 afectan directamente a los ingresos de los 
trabajadores, en especial los de aquellos que están vincula-
dos al penoso empleo del corte de caña. No es sinrazón que 
el 2008 quedó marcado como un año en que hubo más pro-
testas frente a las fábricas que lo normal, a punto de que 
los sindicalistas evaluaron que casi fue posible movilizar 
para una huelga general de los cortadores en todo el Esta-
do de São Paulo - la última ocurrió en 1986.

	 Según datos del Ministerio del Trabajo y Em-
pleo, en el 2007 eran, en el país, 572.28310 trabajadores 

participando directamente en las actividades del sector su-
croalcoholero - desde el cultivo de la caña hasta distintos 
trabajos en las fábricas -, los que reciben un sueldo prome-
dio de R$ 1.053,34. La mayor parte de esos puestos de tra-
bajo - 215.735 - está en São Paulo, donde el sueldo prome-
dio alcanza R$ 1.398,68, un 32,7% superior, por lo tanto, 
al promedio nacional11. Incluso en el caso de São Paulo, sin 
embargo, hay una diferencia entre los niveles salariales se-
gún la posición del trabajador en la cadena de producción. 
Mientras los empleados que trabajan con procesos indus-
triales de producción de alcohol recibieron R$ 1.434, como 
promedio, durante el año 2007, aquellos vinculados al cul-
tivo de la caña tuvieron ingresos de R$ 1.142 - o un 20,3% 
menos.

	 Es necesario plantear una consideración impor-
tante sobre esos datos del Ministerio del Trabajo y Em-
pleo: éstos se refieren sólo a trabajadores que poseen al-
gún tipo de contrato de trabajo formal con las empresas. 
Fuera de las estadísticas, por lo tanto, hay un contingen-
te inmenso de empleados, sobre todo aquellos menos ins-
truidos y sometidos a funciones poco remuneradas, como 
los cortadores de caña. El Instituto Brasileño de Geografía 
y Estadística (IBGE) afirma que un 27,1% de los emplea-
dos del sector, en el 2005, no poseían contratos de traba-
jo formales12. Tanto sindicatos de trabajadores como aso-
ciaciones empresariales estiman que actualmente exista en 
el país cerca de un millón de empleos creados directamen-
te por esas fábricas13.

	 Una gran parte de esos empleos fue afectada por 
el deterioro de la salud financiera de las empresas en el 
2008, cuando se revirtió, por primera vez en años, el len-
to proceso de aumento real del sueldo de los trabajadores. 
Para demostrar eso, se hará la comparación entre las esta-
dísticas del Ministerio del Trabajo para empleados en el 
cultivo de la caña en el Estado de São Paulo y las del pre-
cio de la canasta popular14 en el municipio de São Paulo, 
calculada por el Departamento Intersindical de Estadísti-
ca y Estudios Socioeconómicos (Dieese). Esa comparación 
revela que desde 1999 los trabajadores tuvieron, año tras 
año, hasta el 2007, aumento del poder de compra de sus in-
gresos. En ese periodo, con un ingreso de R$ 509 era posi-
ble comprar 4,54 canastas populares, que valían R$ 111,91 
cada una. En el 2007, el sueldo llegó a R$ 1.142, lo corres-
pondiente a 5,55 canastas populares con un valor de R$ 
205,4815.

	 En el 2008, todo cambió. El valor de la canasta 
popular llegó a R$ 238,66, un aumento de 16,1% con rela-
ción al 2007, pero el reajuste de los trabajadores no llegó 
a tanto. De acuerdo con la Federación de los Empleados 
Rurales Asalariados del Estado de São Paulo (Feraesp), el 
reajuste aplicado por la mayoría de las fábricas en el 2008 
fue de un 7%. Con ese aumento, se preveía que los ingre-
sos de los trabajadores en el cultivo de la caña sería de 
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R$ 1.221, lo equivalente a 5,11 canastas populares - menos 
que las 5,55 del año 2007, configurando, por lo tanto, una 
pérdida real de ingresos de los trabajadores. La situación 
es aún peor para los cortadores, clase de empleados que re-
cibe uno de los peores salarios del sector sucroalcoholero.

	 En el Estado de São Paulo, las fábricas pagan a 
los cortadores un sueldo base que está entre R$ 500 y R$ 
600, según la Feraesp, además de una suma extra que varía 
de acuerdo a la cantidad de caña cortada al día. Es el deno-
minado pago por producción. La Feraesp calcula que a fin 
de mes, la mayoría de los cortadores recibe, en total, entre 
R$ 800 y R$ 900, mientras que aquellos que logran cortar 
más caña pueden llegar a ganar R$ 1.300. Para el repre-
sentante de la Feraesp en la región de la caña de Ribeirão 
Preto, Zaqueu Ribeiro de Aguiar, la pérdida de poder de 
compra de los salarios ocurrida en el 2008, explica, en par-
te, el aumento del número de huelgas ocurridas en la re-
gión a lo largo de la actual zafra. Él estima que en octubre 
del 2008, ápice de las protestas, cerca de 10 mil trabajado-
res de diversas fábricas se habían cruzado de brazos en la 
lucha por mejores sueldos.

	 La perspectiva de baja en el sueldo real de los tra-
bajadores de la caña en el 2008, en especial de los cortado-
res, refuerza la contradicción entre el sector sucroalcoho-
lero, señalado por la industria como fuente del combustible 
que puede substituir definitivamente al petróleo en un fu-
turo próximo, y una masa de trabajadores cuya remunera-
ción no garantiza mínimamente su sustento. No son pocos 
los estudiosos, sindicalistas y activistas en general que ven 
en la actividad de cortar caña un ejemplo clásico de “supe-
rexplotación del trabajo”, concepto difundido por el inte-
lectual brasileño Ruy Mauro Marini en una serie de escri-
tos entre las décadas de los sesenta y de los setenta, entre 
ellos, “Dialéctica de la Dependencia” (1973).

	 Uno de los pilares teóricos del concepto de “su-
perexplotación del trabajo” es la apropiación, por el capi-
talista, de los aumentos de productividad obtenidos por el 
trabajador, que amplía su desgaste durante la actividad sin 
recibir por ello una parte equivalente en su sueldo. Un aná-
lisis hecho por la Repórter Brasil a partir de los datos re-
copilados por el Instituto de Economía Agrícola (IEA), de 
São Paulo, señala que es exactamente eso lo que viene ocu-
rriendo en la relación entre industriales de la caña y corta-
dores de caña. Desde el 2000, el valor que se paga al corta-
dor por la tonelada de caña aumentó, en términos reales16, 
9,8%, alcanzando R$ 3,45 por tonelada en el 2008. Al mis-
mo tiempo, la productividad del trabajador creció más que 
eso en el mismo periodo, un 11,9%, pasando de 7,6 tonela-
das cortadas al día, en el 2000, a 8,6 toneladas, en el 2008, 
en el Estado de São Paulo.

Caso | Huelga y represión al trabajador

	 “Fue casi una ‘Guariba’”. La frase es del sindicalista Zaqueu 

Ribeiro de Aguiar, de la Federación de los Empleados Rurales Asalariados 

del Estado de São Paulo (Feraesp), al describir el grado de perturbación 

que marcó esta zafra en la región de Ribeirão Preto (SP), una de las 

principales áreas de caña del país.

	 La mención se refiere a la histórica huelga de los cortadores 

de caña ocurrida en el municipio de Guariba, en la misma región, en 

1984, y que reunió a cerca de cinco mil trabajadores en la lucha por 

mejores salarios. De acuerdo con Aguiar, 24 años después, en octubre 

del 2008, al menos 10 mil cortadores se cruzaron de brazos en 

diferentes ciudades paulistas, como Colombia, Viradouro, Terra Roxa, 

Morro Agudo, Pontal y Sertãozinho. Pero el movimiento no se unificó y 

quedó aislado en cada fábrica. 

	 Así como en la época de Guariba, las huelgas no surgieron 

de una articulación sindical centralizada, pero sí fueron fruto de la 

insatisfacción común con los salarios ofrecidos por las empresas. 

Después de las huelgas, muchas compañías aumentaron la base salarial 

y el valor pago por la tonelada de caña, pero permaneció un hábito 

que recuerda el pasado: la persecución a los llamados “cabecillas” de 

la huelga - trabajadores considerados “más conscientes” y que poseen 

influencia sobre los otros.

	 El trabajador rural Victor Ronaldo de Alencar, por ejemplo, 

fue uno de los 24 despedidos después de una huelga de nueve días en 

septiembre, en la Usina Albertina, de Sertãozinho. Ellos conquistaron 

algunas reivindicaciones, como vale alimentación y reajuste en el precio 

de la tonelada de caña cortada, pero los líderes perdieron su empleo 

con la disculpa de que no trabajaban con eficiencia. La Albertina fue la 

111a. en el ranking de molienda de caña de la Unica en la zafra 2007/08, 

con 1,5 millón de toneladas procesadas, y produjo 33,7 millones de litros 

de etanol en ese periodo.
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	 Lo mismo ocurrió con Raimundo Nonato de Souza, de 30 

años, que vino de Piauí para trabajar en el corte de caña para la Usina 

Bela Vista, en Pontal. Después de una huelga de 14 días en septiembre, 

y de haber participado en la comisión de huelguistas que negoció con 

la empresa, fue despedido “justificadamente” con el argumento de 

que no era un cortador eficiente. “Y yo nunca había recibido ninguna 

advertencia”, dijo Souza. Otros ocho cortadores que trabajaban en las 

fábricas Bela Vista y Bazan, ambas del mismo grupo, y que habían 

participado en la paralización, también habrían perdido su empleo 

injustamente.

	 Las fábricas pasaron a formar parte de un mismo grupo 

después que la Bazan compró la Bela Vista, en el 2002, en un negocio 

estimado, en ese momento, en R$ 57 millones. En la zafra 2007/08, 

la Bazan fue la 37a. fábrica del Estado en molienda de caña, con 3,2 

millones de toneladas de caña procesadas, y la Bela Vista fue la 58a., 

con 2,4 millones, según datos de la Unión de la Industria de Caña de 

Azúcar (Unica). La primera produjo 101,2 millones de litros de alcohol y 

274,4 mil toneladas de azúcar, y la segunda, 75,8 millones de litros de 

alcohol y 142,5 mil toneladas de azúcar.

	 La persecución a los trabajadores ya recibe la atención de la 

Feraesp. Según el sindicalista Aguiar, la federación adoptó la estrategia 

de llevar ante la Justicia todos esos casos, cobrando, incluso, pago por 

daños morales a los trabajadores. “Y estamos obteniendo victorias”, 

afirmó él. Ambas fábricas dicen que cuentan entre sus clientes con 

grandes distribuidoras del país, como la estatal BR. Al ser contactada, 

la compañía confirmó que adquiere productos de la Bazan y de la Bela 

Vista en contratos spot, dado que no existe nada que impida eso - lo que 

es verdad. Distribuidoras como la BR demuestran un importante avance 

al actuar en sus cadenas productivas en el sentido de excluir a aquellos 

que utilizan trabajo esclavo o infantil. Pero políticas  de responsabilidad 

social deben considerar, cada vez más, otras condiciones de trabajo 

establecidas por sus proveedores - y, en ese caso, la Bazan y la Bela 

vista han dejado a desear.

	 Los problemas no están sólo en São Paulo. Cuando terminó 

la zafra, la fábrica Alcoopan, localizada en el municipio matogrosense de 

Poconé, en la entrada norte del Pantanal, y que está en la “lista sucia” 

del Ministerio del Trabajo y Empleo de empleadores que utilizaron mano 

de obra esclava, despidió a trabajadores que habían participado en el 

corte de caña, sin pagarles el dinero de la rescisión. Cerca de 200 eran 

inmigrantes del Nordeste y, frente al no pago, siquiera tenían como 

retornar a sus Estados de origen. 

	 Los cortadores, entonces, ocuparon la fábrica y llegaron a 

incendiar una parte de la plantación. La solución, intermediada por el 

Ministerio Público del Trabajo en Mato Grosso, exigirá la venta de una de 

las propiedades del grupo, para que los cortadores y demás empleados 

puedan recibir los proventos a que tienen derecho. Aduciendo 

dificultades financieras, la fábrica amenaza cerrar las puertas.

El cortador Victor Ronaldo de 
Alencar, despedido después de 

huelga en Sertãozinho (SP)

En primer plano, el sindicalista 
Zaqueu Ribeiro de Aguiar,

en Pontal (SP)

Extracto bancario de trabajador 
indica deudas de la fábrica
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 Violaciones a los Derechos Humanos

	 De acuerdo con el investigador Francisco Alves, 
del Departamento de Ingeniería de la Universidad Federal 
de São Carlos (UFSCar), el pago por producción17 está por 
detrás de una serie de violaciones a las condiciones de vida 
de los cortadores que han sido registradas en los últimos 
años, incluso la muerte de muchos de ellos. Para ganar un 
poco más a fin de mes, muchos trabajan más allá de su 
límite físico. Según datos de la Pastoral de los Migran-
tes, una entidad vinculada a la Iglesia Católica con sede en 
Guariba, interior de São Paulo, al menos 3 cortadores de 
caña murieron en el Estado, en el 2004, debido a exceso de 
trabajo; otros 8 murieron en el 2005, 4 en el 2006, 5 en el 
2007 y 2 en el 2008.

	 Alves estima números de productividad superio-
res a los del Instituto de Economía Agrícola y dice que ésta 
pasó de 3 toneladas diarias por trabajador, en la década de 
los 50, a 6 toneladas en la de los 80, y 12 toneladas a fines 
de la década de los 90 e inicios de la actual. Un trabajador 
que corta 12 toneladas, calcula el profesor de la UFSCar, 
camina 8.800 metros; da 133.332 golpes de machete; carga 
12 toneladas de caña en pilas de 15 kg, como promedio 
-por lo tanto, hace 800 recorridos y 800 flexiones, llevando 
15 kg en los brazos por una distancia de 1,5 a 3 metros; 
hace aproximadamente 36.630 flexiones y torsiones torá-
cicas para golpear la caña y pierde más o menos 8 litros 
de agua. “Con todo este detalle de la actividad del corte de 
caña, es fácil entender por qué mueren los trabajadores ru-
rales cortadores de caña en São Paulo: como consecuencia 
del exceso de trabajo”, escribió él18. 

	 Esa situación puede ser aún peor en un contexto 
en que los salarios no aumentan, cuando la tendencia es 
que el trabajador corte más caña para aumentar sus ingre-
sos. Según la Feraesp, en varias regiones de São Paulo el 
promedio diario ya es de 16 toneladas entre los cortadores 
-y algunos ya cortaron 30 toneladas al día. El exceso de 
trabajo también está asociado a muchos tipos de accidentes 
de trabajo. Según los últimos datos disponibilizados por el 
Ministerio de la Previsión Social, el número de accidentes 
en el cultivo de la caña volvió a subir en el 2006 (5,1% más 
accidentes), llegando a 8.789 casos en todo Brasil. En el 
2005 fueron 8.359 casos y, en 2004, 8.979. El Estado de 
São Paulo concentra 61,2% de los registros del país y re-
giones de expansión de ese cultivo asisten al aumento del 
número de accidentes -Mato Grosso do Sul, por ejemplo, 
pasó de 99 casos, en el 2004, a 232, en el 2006. Debido a la 
subnotificación, autoridades del sector calculan que el ín-
dice de accidentes sea al menos 50% mayor que el revelado 
por las estadísticas oficiales.

	 Las estadísticas del Instituto Nacional del Seguro 
Social (INSS) también indican la gravedad de los acciden-
tes de trabajo registrados en el sector sucroalcoholero. Al 

sumar los Comunicados de Accidentes de Trabajo (CAT) 
presentados al INSS registrados en los cultivos y en las 
fábricas de azúcar y alcohol, entre el 2005 y mayo del 2008, 
se llega a la cifra de 82.948 accidentes, prácticamente 70 
cada día, en todo el país. São Paulo concentró la mayor 
parte de los CATs en el periodo, 43,2% del total, pero, en 
términos relativos, los Estados nordestinos están a la ca-
beza -hay más detalles sobre esa cuestión en la parte de 
este informe sobre la caña en el Nordeste. En São Paulo, 
el número de accidentes en el sector sucroalcoholero es de 
5,15 por cada 100 mil toneladas de caña producida, pero 
llega a 11,98 en Pernambuco y a 15,65 en Alagoas.

	 Frente a tantos problemas, las autoridades res-
ponsables por la fiscalización laboral dedicaron especial 
atención al sector sucroalcoholero en el 2008. La Secreta-
ría de Inspección del Trabajo del Ministerio del Trabajo y 
Empleo, a través del Grupo Especial de Fiscalización Mó-
vil y de los equipos de las Superintendencias Regionales 
del Trabajo19, ha actuado para reprimir violaciones a los 
derechos de los trabajadores, las que pasan por irregulari-
dades en los contratos de trabajo, falta de condiciones de 
higiene y seguridad y llegan, incluso, al trabajo esclavo. 

	 Entre enero del 2007 y julio del 2008, los audi-
tores del trabajo brasileños realizaron 3.088 acciones, que 
alcanzaron a un contingente de 1,9 millón de trabajadores. 
En ese mismo periodo, fueron 2.236 autos de infracción 
en el sector sucroalcoholero, la mayoría de ellos por pro-
blemas clasificados como higiene y confort (44%), como 
falta de instalaciones sanitarias adecuadas y de agua pota-
ble para los trabajadores, seguida por irregularidades en 
la gestión de salud y seguridad de los trabajadores (17%) 
y falta de Equipo de Protección Individual (EPI). Además, 
hubo 65 interdicciones -paralización de máquinas y servi-
cios -y 21 embargos -paralización de obras.

	 En São Paulo, mayor productor de caña del país, 
se realizaron 544 fiscalizaciones del sector sucroalcoholero 
en el 2007 y 546 en el 2008. El Estado está entre los que 
cuentan con la actuación del llamado “Grupo Estadual Ru-
ral”, especializado en acciones en terreno. Según Roberto 
Martins de Figueiredo, coordinador del grupo, el objetivo 
es cohibir ilegalidades cometidas contra los trabajadores 
y presionar a los empleadores para que cumplan toda la 
legislación. En el 2006, el Grupo Estadual Rural realizó 
160 acciones de fiscalización del sector sucroalcoholero en 
todo el Estado de São Paulo, 109 en el 2007, y 50 en el 
2008. En cada uno de esos años, llegaron a 95.596, 74.777 
y 52.065 trabajadores, respectivamente. Figueiredo expli-
ca que la reducción del número de acciones ocurrió por-
que hubo una intensificación de irregularidades en otros 
cultivos agrícolas, como la naranja, pero que el sector de 
la caña sigue teniendo problemas graves en términos labo-
rales. “Algunas cosas mejoraron, otras no”, resume él.
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	 Esto es lo que 
indican las estadísticas 
sobre emisión autos de 
infracción por los fis-
cales, reveladas en la 
tabla a continuación. 
Los datos indican que, 
en términos relativos, 
el número de autos de 
infracción sobre irregu-
laridades en la remune-
ración, no respeto del 
descanso semanal, servi-
cios sanitarios inadecuados y ausencia de Equipos de Pro-
tección Individual (EPI) eficientes aumentó en los últimos 
tres años. En el sentido inverso, hubo relativa reducción 
del número de autos de infracción emitidos sobre irregula-
ridades en el registro de trabajadores, jornada excesiva, no 
respeto a las pausas durante la actividad laboral, transpor-
te y alojamiento inadecuados.

 Trabajo Esclavo

	 Desde el punto de vista de las violaciones a los 
derechos humanos, los casos más graves se refieren a 
esclavitud contemporánea. A pesar de los esfuerzos del 
gobierno brasileño y de compañías privadas, el sector su-
croalcoholero sigue registrando denuncias de trabajo es-
clavo en diversos Estados. De acuerdo con datos de la Co-
misión Pastoral de la Tierra, en el 2008 el sector fue líder 
en cantidad de trabajadores liberados: fueron 2.553 (49%) 
del total de 5.244 trabajadores, más que los 1.026 (20%) 
liberados en la actividad pecuaria. El 2007, el número de 
esclavos liberados en la caña fue mayor, 3.060 (51%) de un 
total de 5.968, pero ese dato no indica necesariamente que 
haya una mejora en las condiciones de trabajo en el campo, 
puesto que depende de lo que ocurre anualmente con el bi-
nomio denuncia y 
fiscalización.

	 La CPT 
señala que el sec-
tor de la caña es 
el cuarto, con 19 
(9%) entre los 214 
casos de emplea-
dores sorprendi-
dos en flagrante. 
Está atrás de la 
pecuaria (85 casos, 
o 40% del total), 
del carbón (38 ca-
sos, o 18%) e de las 
otras culturas (30 
casos, o 14%). La 
diferencia se debe 

al hecho de que la cosecha de caña utiliza fuerza de trabajo 
intensiva. En otras palabras, una hacienda de caña puede 
ser palco de un rescate con más de mil trabajadores al mis-
mo tiempo, lo que no ocurre con la actividad ganadera. En 
los casos de pecuaria bovina, cuando hay trabajos esclavo 
los informes de fiscalización del Ministerio del Trabajo y 
Empleo han señalado que los grupos de trabajadores son 
menores, pero el nivel de degradación es mayor. Esta rela-
ción queda comprobada cuando se analizan los datos acu-
mulados entre el 2005 y septiembre del 2008 por el MTE. 
En ese periodo, se registraron 785 operaciones de com-
bate al trabajo esclavo en el país, 42 de ellas en el sector 
sucroalcoholero. A pesar de que representa sólo un 5,3% 
de las operaciones, la caña de azúcar fue responsable por 
6.030 liberados, un 35% del total de 17.419 trabajadores.

	 En lo que se refiere a los trabajadores rescatados 
en el sector sucroalcoholero entre el 2005 y septiembre 
del 2008, la mayor parte de ellos estaba en el Centro-Sur, 
origen del 87,8% de la producción del país. Merece desta-
que, sin embargo, el hecho de que los casos de trabajo es-
clavo no se concentran en São Paulo,  donde está un 59,5% 
de la producción, sino en los Estados donde el cultivo se 
expandió recientemente en nuevas fronteras agrícolas de 

Por Atividade 2008
Casos 

Registrados
%

Casos 
Fiscalizados

%
Trabalhadores 

Envolvidos
%

Trabalhadores 
Libertados

%

DESMATAMENTO 7 0,03 7 0,04 99 0,01 83 0,02

PECUÁRIA 140 0,51 86 0,43 1791 0,26 1030 0,2

REFLORESTAMENTO 18 0,07 17 0,09 256 0,04 238 0,05

EXTRATIVISMO 1 0 1 0,01 21 0 2 0

CANA 20 0,07 19 0,1 2553 0,37 2553 0,5

OUTRAS LAVOURAS 33 0,12 28 0,14 806 0,12 650 0,13

CARVÃO 40 0,15 28 0,14 1195 0,17 286 0,06

OUTRO & n.i 15 0,05 13 0,07 273 0,04 263 0,05

TOTAL 274 1 199 1 6994 1 5105 1

CASOS DE TRABAJO ESCLAVO EN EL 2008 EN BRASIL

Elaboração: Comissão Pastoral da Terra (CPT), até 26/12/2008

Indemnización

(R$)

Alvorada do Bebedouro S/A - Açúcar e Álcool

(Destilaria Alvorada do Bebedouro - DAB)

MG São Sebastião do Paraíso Central Energética Paraíso S/A (CEPAR) 8 0

CE Paracuru AGROVALE Cia Industrial Vale do Curu 141 0

MS Iguatemi Nelson Donatel e outros 126 239441,02

MT Nova Olímpia Usinas Itamarati S/A 67 213872,87

GO Porteirão Usina Fortaleza Açúcar e Álcool Ltda. 244 352913,55

SP Icem Agrisul Agrícola Ltda. 55 82655,6

GO Jataí Elcana Goiás Agroenergética 95 118065,66

Agro Pecuária Campo Alto S/A

(Usina São Francisco)

GO Campo Alegre BRENCO – Companhia Brasileira de Energia Renovável S.A 17 17044,54

AL União dos Palmares Laginha Agro Industrial S.A 52 134642,47

Penedo Agroindustrial S.A

(Usina Paisa / Grupo Toledo)

AL Rio Largo Usina Santa Clotilde 401 0

Total 1.863 2.177.069,08

CASOS DE TRABAJO ESCLAVO EN EL 2008 – CAÑA – MINISTERIO DEL TRABAJO20

Trabajadores 
Liberados

0

822.766,79

195.666,58AL Penedo 203

GO Quirinópolis 421

MG Guaranésia 33

UF Municipio Denominación del Establecimiento
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la caña. Éstas están, muchas veces, en regiones distantes 
de los centros urbanos, donde la fiscalización enfrenta más 
dificultades. En el periodo que va del 2005 a septiembre 
del 2008, el liderazgo en el Centro-Sur, en cuanto a núme-
ro trabajadores rescatados, pertenece a Mato Grosso do 
Sul (1.635), seguido por Mato Grosso (1.070), Goiás (873), 
Minas Gerais (415) y São Paulo (161). En el mismo perio-
do, Pará, en la región amazónica, registró 1.064 trabajado-
res rescatados, al paso que Alagoas y Ceará, en la región 
Nordeste, registraron 656 y 156, respectivamente.

	 Como se puede ver en la tabla, el caso en que más 
trabajadores fueron liberados ocurrió en Quirinópolis, Es-
tado de Goiás. En marzo del 2008, auditores fiscales resca-
taron a 421 personas de la Usina São Francisco. De acuer-
do con los auditores, los alojamientos eran inadecuados y 
su capacidad estaba sobrepasada. La Usina São Francisco 
está vinculada a la Usina São João (USJ), cuya sede está 
en el municipio de Araras, en São Paulo, y es una de las 
asociadas de la Unión de la Industria de Caña de Azúcar 
(Unica). El director de la USJ, Hermínio Ometto Neto, in-
tegraba el consejo deliberativo de la Unica.

	 Según los auditores, uno de los alojamientos, con 
dos habitaciones y un baño, abrigaba a 18 personas. La cis-
terna para almacenar el agua estaba abierta y se localizaba 
a menos de diez metros de la alcantarilla. Otro alojamiento 
era un bar adaptado que no tenía ninguna ventana. “La 
única entrada de ventilación era por la puerta. Cuando la 
puerta estaba cerrada, no circulaba el aire”, dijo un auditor. 
En ese momento, un representante de la fábrica contradijo 
a los fiscales, aduciendo que el problema de alojamiento era 
puntual. “Fue un caso aislado. En 65 años de historia de la 
Usina São João, nunca pasamos por una situación de ese 
tipo. El proceso es excesivamente severo para una empresa 
tan grande y que genera tantos empleos”, dijo el abogado 
Rogério Castro. 

	 Otro momento embarazoso para el sector su-
croalcoholero, ocurrido en el 2008, fue la exclusión de las 
empresas del Grupo José Pessoa -Agriholding, Agrisul 
Agrícola Ltda., Companhia Brasileira de Açúcar e Álcool 
(CBAA), Debrasa y Jotapar -de la lista de signatarios del 
Pacto Nacional por la Erradicación del Trabajo Esclavo. 
El conglomerado mantiene cinco unidades de producción 
de azúcar y alcohol de caña de azúcar en el país: en Japoatã 
(SE), en Campos dos Goytacazes (RJ), en Icém (SP) y dos 
en Mato Grosso do Sul, en los municipios de Brasilândia 
y Sidrolândia. La exclusión, determinada en julio por el 
Comité de Monitoreo del Pacto, del cual la Repórter Brasil 
forma parte, fue provocada por la reincidencia en casos de 
trabajo degradante. 

	 Las empresas del Grupo José Pessoa ya estaban 
suspendidas del Pacto Nacional desde que el grupo móvil 
de fiscalización del Ministerio del Trabajo y Empleo res-

cató a 1.011 trabajadores que estaban en condiciones ex-
tremadamente precarias en la Hacienda y Usina Debrasa, 
en Brasilândia (MS), en noviembre del 2007. En junio del 
2008, otra operación del grupo móvil encontró a 55 traba-
jadores que eran empleados de la Usina Agrisul, en Icém 
(SP), cercana a la frontera entre São Paulo y Minas Gerais, 
sometidos a esclavitud por deudas. En las explicaciones 
encaminadas al Comité de Monitoreo del Pacto Nacional, 
la CBAA afirmó que “repudia con vehemencia la práctica 
del trabajo en condiciones análogas a la esclavitud, sea por 
engaño, sea por condiciones degradantes en el medio am-
biente del trabajo y, principalmente, cuando es resultado 
de esclavitud por deudas”. La compañía sucroalcoholera 
reiteró que desconocía que parte de sus trabajadores es-
taba presa a deudas en establecimientos comerciales de la 
región, con los cuales dicen no tener ninguna conexión. La 
CBAA informó, además, que había despedido a los funcio-
narios “como medida de imposición de la fiscalización”. 

	 Pero las explicaciones no fueron consideradas 
suficientes para refrendar la permanencia del Grupo José 
Pessoal en el Pacto. “La justificativa proporcionada por la 
Compañía Brasileña de Açúcar e Álcool fue, una vez más, 
considerada insatisfactoria frente a las pruebas reunidas 
por el grupo móvil de fiscalización”, afirmó en ese momen-
to la nota pública firmada por el Comité de Monitoreo del 
Pacto Nacional, formado por el Instituto Ethos de Empre-
sas y Responsabilidad Social, por la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT) y por la Repórter Brasil. En 
nombre del “objetivo de velar por el cumplimiento de ese 
acuerdo”, el Comité decidió “excluir con carácter definitivo 
a las empresas que forman parte del Grupo José Pessoa” 
(lea más sobre esto en la pg. 27).

	 El Pacto Nacional por la Erradicación del Tra-
bajo Esclavo es uno de los principales instrumentos brasi-
leños de combate a la esclavitud contemporánea. Lanzado 
en el 2005, fue firmado por más de 160 compañías, que 
asumen el compromiso de eliminar de su lista de proveedo-
res a las empresas sorprendidas utilizando trabajo esclavo. 
Grandes distribuidoras de combustibles, como Petrobras, 
Ipiranga, Esso y Texaco participan del pacto y utilizan la 
llamada “lista sucia” de los empleadores (http://www.re-
porterbrasil.org.br/listasuja/) como su principal referen-
cia. Esta lista es actualizada periódicamente por el Minis-
terio del Trabajo y Empleo. En última actualización, del 
29 de diciembre del 2008, hay 205 empleadores registra-
dos como beneficiándose de trabajo esclavo, los que pasan 
a sufrir restricciones no sólo por parte de los signatarios 
del pacto, sino también de una serie de instituciones y fon-
dos financieros públicos. De esos 205, al menos siete son 
haciendas de caña o compañías sucroalcoholeras: en Mato 
Grosso, los empleadores citados son Usina Alcoopan Ál-
cool do Pantanal y Silvio Zulli, ambos en el municipio de 
Poconé; en Mato Grosso do Sul, Nelson Donadel, de la 
Destilería Centro Oeste Iguatemi (Dcoil), en Iguatemi; en 
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Goiás, Agrocana JFS, en Ceres, Ipê Agro-Milho Indus-
trial, en Inhumas, y Energética do Cerrado, dueña de la 
fábrica Itarumã, en Itarumã; y, en Ceará, Raimundo Vas-
concelos, de la hacienda Soever. 

	 No todas las compañías distribuidoras de com-
bustibles se comprometen en la lucha contra el trabajo es-
clavo. Muy al contrario. Al comprar productos de fábricas 
que cometieron ese crimen, algunas empresas permiten 
que empleadores esclavistas se mantengan en el mercado. 
Es el caso de las distribuidoras Petromarte (octava mayor 
de Brasil, el año pasado, en volumen distribuido de alco-
hol, según la ANP), Exxel y Energy, todas con sede en el 
Estado de São Paulo y que adquirieron etanol de la fábrica 
Alcoopan, de Poconé (MS), después que esta empresa fue 
incluida en la “lista sucia”, en diciembre del 2006, por ha-
ber sido sorprendida manteniendo a 318 trabajadores en 
condiciones de esclavitud. Las distribuidoras Petromarte, 
Exxel y Energy, es importante decirlo, no firmaron el Pac-
to Nacional por la Erradicación del Trabajo Esclavo.

	 También para reforzar la lucha contra la escla-
vitud contemporánea, fue lanzado en el 2008 el 2º Plan 
Nacional para la Erradicación del Trabajo Esclavo. El 
nuevo documento,  elaborado por la Comisión Nacional de 
Erradicación del Trabajo Esclavo (Conatrae), cuenta con 
66 acciones para prevenir y castigar ese crimen. Las metas 
establecidas, entre ellas una que es específica para la caña, 
están bajo la responsabilidad de diversos organismos de 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, además de 
entidades de la sociedad civil y la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT). Las principales acciones contem-
plan la prevención, reinserción de los trabajadores y repre-
sión económica. El plan prevé que se busque la aprobación 
de la Propuesta de Enmienda Constitucional 438, que se 
conoce como la “PEC del Trabajo Esclavo” y prevé que se 
confisquen y se destinen a reforma agraria todas las tie-
rras donde se encuentre esa falta de respeto al ser humano. 
La propuesta ya ha sido aprobada en el Senado y depende 
de confirmación en segunda votación en la Cámara de los 
Diputados, pero enfrenta fuerte resistencia por parte de la 
que se conoce como “bancada ruralista”.
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Case | Migración y vulnerabilidad

	 Uno de los factores que facilitan la explotación de la masa de 

trabajadores implicada en el corte de caña es su situación de vulnera-

bilidad. Son, en general, inmigrantes de regiones más pobres de Brasil, 

como los Estados del Nordeste, que viajan hacia São Paulo o rumbo a 

las nuevas fronteras agrícolas de la caña buscando empleo. Según la 

industria, hay al menos 330 mil cortadores de caña en el país, 135 mil de 

ellos en el Estado de São Paulo. Investigadores como Francisco Alves21 

evalúan que ese contingente alcance, en realidad, entre 180 mil y 250 

mil trabajadores (2006) en el Estado. La Pastoral del Migrante, una en-

tidad vinculada a la Iglesia Católica que apoya a esa comunidad, estima 

que 70 mil de ellos trabajan en la región de Ribeirão Preto.

	 Marcos Antonio Rodrigues, de 31 años, es uno de ellos. Natu-

ral de Fortaleza, en Ceará, Nordeste brasileño, vive hace tres años en 

Pontal y trabaja en la Usina Bela Vista. Vive en una casa simple, con la 

esposa y dos hijos, uno de cuatro y otro de diez años. Por lo menos cin-

co días a la semana enfrenta una dura rutina: despierta a las 4h30 de la 

mañana, sube al ómnibus a las 5h50 y va hasta el campo, donde trabaja 

en el corte de caña; las actividades comienzan a las 7h00 y duran hasta 

a las 8h45, cuando hay un intervalo de 15 minutos; el trabajo empieza 

nuevamente a las 9h00 y sigue hasta a las 11h00; almuerza la comida 

traída de casa y vuelve a empezar el corte a las 12h00, siguiendo hasta 

13h45; otro intervalo de 15 minutos y el retorno al trabajo a las 14h00; 

termina recién a las 15h20 o, algunas veces, avanza hasta a las 16h00. 

Por todo ese trabajo, gana poco más de mil reales al mes. “La vida aquí 

es con mucha dificultad. Pretendo seguir en la caña un tiempo más, 

pero cuando pueda quiero dejarlo. No es una profesión”, dice él. 

	 A cerca de 20 kilómetros de Pontal, en el mu-

nicipio de Sertãozinho, vive una comunidad de inmigrantes 

oriunda de Pimenteiras, en Piauí. Uno de ellos es Francisco 

Vital da Costa, de 31 años. Es la décima zafra en la que viene 

a São Paulo para trabajar en el corte de caña. Llega al inicio 

de cada año, para volver a su ciudad natal después de 10 u 

11 meses. Ya estuvo en Morro Agudo y, hace tres zafras, va 

a Sertãozinho. El 2008, trajo a su esposa y a sus dos hijos, 

para vivir en una pequeña casa alquilada, con dos piezas 

y un baño. El 2009, Costa dice que volverá a Sertãozinho, 

pero no sabe si traerá a su familia.

	 En un reciente trabajo22 para trazar el perfil de 

los inmigrantes, las investigadoras Márcia Azanha Ferraz 

Dias de Moraes y Margarida Garcia de Figueiredo, del Grupo 

de Extensión en Mercado de Trabajo de la Escuela Superior 

de Agricultura Luiz de Queiroz, de la Universidad de São 

Paulo (Esalq/USP), investigaron a un grupo de inmigrantes 

provenientes de la ciudad de Pedra Branca, en Ceará, que 

escogieron como punto de llegada la ciudad de Leme, in-

terior de São Paulo. Según ellas, la denominada migración 

espontánea fue justificada por los trabajadores por la falta 

de empleo u otras oportunidades en su región de origen. 

“Para que la ‘cultura’ de venir a São Paulo cambie, sería ne-

cesario que existiesen actividades que lograran absorber a 

este contingente de mano de obra” en los locales de origen 

de los migrantes, señalan las investigadoras.

 Los motivos de la migración

	 En noviembre, época del fin de la zafra de la caña en el Su-

deste, la ciudad marañense de Dom Pedro se agita con la llegada de sus 

inmigrantes de la caña. Y con las noticias de que muchos de ellos van 

a seguir lejos, probando suerte en la nueva zafra. Fagno Melo es uno de 

los que acaba de regresar a la comunidad de Centro dos Pretinhos, en 

la zona rural del municipio. Con 20 años, esa fue su primera zafra, pero 

el destino ya es viejo conocido de muchos de sus vecinos: la zona de la 

caña de São Paulo.

	 Para emprender el viaje, Fagno tuvo que contar con la ayuda 

de su padre, que pidió R$ 1.000 reales prestados -con 10% de interés. 

El valor fue suficiente para el viaje de Fagno y de otros dos parientes, 

organizado por “agencias de viajes” locales. Esas empresas -en su in-

mensa mayoría clandestinas -son intermediarias entre las empresas, o 

entre los “gatos”, y los trabajadores y garantizan el transporte precario 

de los labradores hasta su destino.

	 Pero la odisea de Fagno en el corte de caña siguió. Pasaron 

semanas antes de que empezara a trabajar. Estuvo 37 días aguardando 

antes de ser contratado. Mientras tanto, tenía que pagar de su bolsillo 

los R$ 70 mensuales del alquiler, en la casa que dividía con otros ocho 

cortadores de caña. Fagno es uno más entre los miles de brasileños que 

cada año cruzan el país con la esperanza de hacerse rico en los cultivos 

de caña. En el caso de Maranhão, y en especial de la región central de 

ese Estado -donde está Dom Pedro -esa dinámica es aún más intensa.

Migrantes nordestinos descansan después del trabajo, en Sertãozinho (SP)
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	 En São José dos Basílios, municipio cercano, la Comisión Pas-

toral de la Tierra fue a buscar una respuesta al por qué de ese flujo 

migratorio constante. El estudio trazó un perfil del migrante de la re-

gión: hombre, joven, analfabeto o con enseñanza básica incompleta, que 

migra mucho más por la miseria y la falta de empleo que por voluntad 

propia. Pero lo más intrigante es que, a pesar de que la migración sigue 

formando parte de la rutina en esas zonas, 27,65% de los entrevistados 

afirma que ésta no trajo ningún cambio a sus vidas. Y muchos otros 

relatan impactos negativos, como deterioro de la situación familiar y 

nostalgia de los parientes que quedaron atrás.

	 Fagno es uno de los que vieron pocas 

alteraciones después de su viaje. Su sueldo 

era de R$ 1.100. Un valor alto, si se lo compara 

al sueldo mínimo que una ocupación en Dom 

Pedro pagaría. “Pero para juntar dinero no al-

canza”, cuenta. Eso porque el costo de vida es 

muy alto. Al final del viaje, lo que sobra es el 

llamado “acierto” -valor correspondiente a la 

rescisión del contrato -que siempre queda en 

algo cercano a los R$ 600 o R$ 700. Vecina 

de Fagno, Francisca Leila dos Santos está en la 

otra punta de la cadena de la migración de la 

caña. Es la denominada “viuda de marido vivo”. 

De sus tres años de casada, pasó sólo 9 meses 

-que no fueron seguidos -al lado de Jeanclei, su 

marido, de 26 años. Es el mismo tiempo que la 

única hija de la pareja, Júlia, ha convivido con 

su papá. 

	 En noviembre del 2008, Leila recibió la noticia de que su 

marido no volvería hasta fines del 2009. Todo eso es para pagar el 

terreno en el que construirán su casa, condición para que Jeanclei se 

quede definitivamente en la ciudad. Mientras tanto, Leila vive de lo que 

el marido le envía. “Este año es el peor de todos. Él dice que los cupos 

para mano de obra manual están escasos”. Por eso, el envío mensual de 

dinero se redujo. “Ya mandó R$ 250, R$ 300, pero esta vez no alcanza a 

mandar R$ 200”, calcula ella. Sin embargo, dejando la nostalgia de lado, 

Leila entiende las razones que tuvo su marido para emigrar. “Aquí no 

hay fábrica, no hay empleo. Yo estoy de acuerdo con él”, racionaliza.

	 Mientras los trabajadores de Maranhão siguen emigrando ha-

cia los cultivos de caña del Centro-Sur de Brasil, la caña ha empezado 

a aproximarse de ellos. Y, en su expansión, avanzó en ese Estado. Una 

gran fábrica -la Agroserra -se instaló en Balsas, al sur de Maranhão. Pero 

si la proximidad alivia un poco el dolor de emigrar, la realidad del trabajo 

puede ser incluso peor en la propia tierra natal.

	 Aldemir Paulino da Silva escuchó en la radio el anuncio de 

que la empresa estaba contratando en Dom Pedro. Enfrentó una jorna-

da de trabajo que iba de las 5h a las 18h, de domingo a domingo. En ese 

tiempo, cortaba cerca de 100 metros de caña. La cantidad no es consi-

derada demasiado grande -hay quien corte hasta 250 metros -pero ya 

era suficiente para provocarle calambres y dolores de espalda. Por el 

metro cortado, recibía R$ 0,07.

	 Pero un día, a mitad del corte, el supervisor reajustó el valor 

para R$ 0,05 por metro. Paulino y otros colegas reclamaron y fueron 

mandados “a la reducción” -es decir, despedidos. “Pensamos que íba-

mos recibir los derechos que teníamos, pero hasta ahora no hubo nada”, 

cuenta. El despido ocurrió en el 2003. Casos como ese se multiplicaron 

y se volvieron frecuentes las huelgas. Al punto de que en la última zafra 

la empresa no contrató a gente de Dom Pedro, por considerarlos rebel-

des, agitadores. Pero la única rebeldía de Paulino es contra la caña: “No 

quiero volver a eso”, dice.

Julia, en brazos de Leila, 
sólo reconoce al papá 

por las fotos que la 
mamá le muestra

Fagno (a la izquierda) con su familia: “No se puede juntar 

dinero [en los cañaverales de São Paulo]”

17

El
 B

ra
si

l d
e 

lo
s 

A
gr

oc
om

bu
st

ib
le

s



Capítulo_2
Impactos Ambientales

	 La producción de etanol en el Centro-Sur del 
país ha causado importantes impactos ambientales, direc-
tos o indirectos. Presentado como ejemplar para substi-
tuir el petróleo, y como alternativa importante en el com-
bate al calentamiento global, el etanol brasileño en esta 
región ha representado, también, amenazas a riquísimas 
áreas de biodiversidad, a los recursos hídricos y a la cali-
dad del aire -además de amenazar la salud de los trabaja-
dores y pobladores de regiones cercanas a los cultivos. 

	 Para que se tenga una idea, en el 2008 el sector 
sucroalcoholero fue el campeón en multas más elevadas 
en el Estado de São Paulo, motivadas por emisión de con-
taminantes que violaban la legislación. E incluso el Pan-
tanal se ve amenazado por la expansión del sector en los 
últimos años.  

 Avance del monocultivo

	 La expansión del monocultivo, considerada da-
ñina de por sí por diversos especialistas, avanza de ma-
nera evidente en practicamente todos los Estados del 
Centro-Sur, sobre todo  en Mato Grosso do Sul, Goiás y 
Minas Gerais (ver tabla a continuación). Después que la 
región de Ribeirão Preto y otras del interior de São Pau-
lo fueron transformadas en verdaderos mares de caña, la 
prerrogativa de que grandes áreas del interior de los Es-
tados del Centro-Sur se volvieran un gran cañaveral dejó 
de ser exclusividad paulista.

	 En este movimiento de expansión del monocul-
tivo de caña, la deforestación del Cerrado gana una nueva 
causa importante, al lado de las principales ya existentes 
(expansión de las fronteras agrícolas de los cultivos de 
cereales, nuevos pastos para la pecuaria y producción de 
carbón vegetal). Según el profesor Laerte Ferreira, de la 
Universidad Federal de Goiás (UFG), la expansión de la 
caña se ha dado especialmente sobre áreas ya dedicadas a 
otros cultivos, “sin embargo, también es posible observar 

esta expansión, en menor escala, sobre áreas autóctonas 
de Cerrado”. 

	 Ferreira es coordinador del Lapig (Laboratorio 
de Procesamiento de Imágenes y Geoprocesamiento), 
responsable por el desarrollo del Sistema Integrado de 
Alerta de Deforestación (Siad). El proyecto, innovador y 
fundamental en el monitoreo y reducción de los impactos 
negativos producidos por la actividad humana sobre el 
Cerrado, estima que, entre el 2003 y el 2007, tales acti-
vidades provocaron la destrucción de algo cercano al 1,9 
millón de hectáreas (o cerca de 1,9 millón de campos de 
fútbol como el del estadio del Maracanã) de Cerrado. 

	 Según el Estudio “Áreas Prioritarias para la 
Conservación, Uso Sostenible y Reparto de los Benefi-
cios de la Biodiversidad Brasileña”, del Ministerio del 
Medio Ambiente (MMA), existen, en el Cerrado, más de 
400 áreas consideradas prioritarias. Según el coordinador 
del Lapig, “podemos decir que todas las áreas identifica-
das por el MMA (Ministerio del Medio Ambiente) como 
prioritarias para la conservación de la biodiversidad se 
encuentran, de una forma u otra, amenazadas”.

	 Entre estas áreas, al menos 16 tiene a la caña 
como uno de los factores directos de amenaza. El número 
podría ser aún más alto, si se tomaran en cuenta los im-
pactos indirectos: para Ferreira, la expansión de la caña 
acaba teniendo “un costo ambiental elevado, dado que, de 
una forma u otra, obliga a nuevas deforestaciones” -sea 
mediante la deforestación directa para sembrar caña, sea 
por la ocupación de áreas de otras actividades, que son lle-
vadas, a su vez, a deforestar para desarrollarse. En Goiás, 

el cuadro presenta-
do por los levanta-
mientos del Lapig 
demuestra la nece-
sidad de mayores 
cuidados con el sec-
tor sucroalcoholero. 
“Nos dimos cuenta 
de que gran parte 
de la expansión de 
la caña en el Estado 
se dio sobre áreas 
consideradas priori-
tarias”, afirma.

	 Organizador del libro La Encrucijada Socioam-
biental: Biodiversidad, Economía y Sustentabilidad del 
Cerrado, Ferreira entiende que es posible conciliar desa-
rrollo y conservación en la región. Además del aumento 
del número de informaciones sobre el Cerrado, el coordi-
nador del Lapig defiende una nueva governanza para la 
región, que contemple todos los intereses implicados -así 
como los costos ambientales y sociales del desarrollo. El 

Estado Área plantada en el 2007 (en mil ha) Área plantada en el 2008 (en mil ha) Aumento (%)

 Mato Grosso 203142,2 223200 9,9

 Mato Grosso do Sul 186791,2 275810 47,7

 Goiás 285372 401800 40,8

 Minas Gerais 496406,4 600697 21

 Espírito Santo 59147,6 65200 10,2

 Rio de Janeiro 54735,5 50000 -8,7

 São Paulo 3361660,8 3824241 13,8

 Paraná 477240,7 509289 6,7

 Rio Grande do Sul 2249,9 2095 -6,9

 BRASIL 6137578,6 7010202 14,2

 Fuente: CONAB

EL AVANCE DE LA CAÑA EN BRASIL
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profesor cree que es necesario, además, el establecimien-
to de nuevos modelos de desarrollo para el Cerrado, que 
contemplen su potencial turístico y el desarrollo de pro-
ductos basados en avances de la biotecnología. Para él, 
sin embargo, todo eso depende de voluntad política en el 
sentido de conservar el bioma.

	 El coordinador del Foro Goiano en Defensa del 
Cerrado, Altamiro Fernandes, destaca, en ese sentido, 
el papel que puede jugar la Propuesta de Enmienda a 
la Constitución (PEC) 115/95 que reconoce los biomas 
Cerrado y Caatinga como Patrimonios Nacionales, que 
está parada en la Cámara de los Diputados desde 1995. 
“La degradación del bioma durante este tiempo fue muy 
grande, la configuración de la zona ha cambiado muy rá-
pido, el clima, las estaciones... la cantidad y calidad del 
agua se han deteriorado bastante”, lamenta Fernandes. 
Para el coordinador del foro, entre los problemas centra-
les que han sido constatados en el Cerrado están los que 
se refieren a la deforestación de la vegetación autóctona, 
al suelo desnudo y las consecuentes erosiones y sedimen-
taciones de los lechos de los cursos de agua, además de 
la contaminación de éstos. Según él, “la sociedad se dio 
cuenta de que tenía que reaccionar y garantizar la apro-
bación de la PEC”.

Nome Importancia* Prioridad Área (km2)

Rancharia, SP Insuficientemente conocida Alta 271

Santa Maria – Brilhante, GO Extremadamente alta Muy alta 4.849

Corredor Serra do Maracaju, MS Extremadamente alta Muy alta 6.191

Planalto da Bodoquena, MS Extremadamente alta Muy alta 14.342

Sidrolândia – Terenos, MS Muy alta Extremadamente alta 209

Nascentes do Varadouro, MS Muy alta Extremadamente alta 764

Campo Florido – Veríssimo, MG Muy alta Extremadamente alta 449

Serra de São Vicente, MT Extremadamente alta Extremadamente alta 1.303

Goianésia a Barro Alto, GO Muy alta Muy alta 2.542

Bacia do Rio Corrente, GO e BA Extremadamente alta Muy alta 9.069

Bacia do rio Grande, BA Extremadamente alta Extremadamente alta 11.124

Rio Caracol, TO Alta Muy alta 2.558

Lizarda, TO Alta Extremadamente alta 2.725

Itaguatins, TO Muy alta Alta 1.352

Baixo Parnaíba, TO e MA Extremadamente alta Muy alta 1.689

APA do Jalapão, TO Extremadamente alta Extremadamente alta 3.426

*En cuanto al estado de conservación y uso de la biodiversidad / Fuente: Ministerio del Medio Ambiente.

Fuente: http://www.arcplan.con.br/mma/cerrado_fichas_de las_areas_prioritarias.pdf

ÁREAS PRIORITARIAS PARA LA BIODIVERSIDAD AMENAZADAS POR LA CAÑA EN EL CENTRO-SUR

Jalapão es amenazado
por la caña
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Caso | Población frena deforestación
	     en Colômbia (SP)

	 La movilización de pobladores de Laranjeiras, distrito del mu-

nicipio de Colômbia, al norte de São Paulo, impidió que 216 hectáreas 

de vegetación fuesen derribadas para implantar un cañaveral. El Grupo 

Santelisa Vale, una de las mayores compañías sucroalcoholeras del país, 

obtuvo autorización de la Justicia local para deforestar, a pesar del veto 

del Departamento Estadual de Protección de los Recursos Naturales (DE-

PRN).

	 Según la jueza de la 3ª Vara Civil de Barretos, Mônica Seni-

se Ferreira de Camargo, responsable por Colômbia, la autorización fue 

concedida porque el DEPRN, cuando fue instado, no presentó justificativa 

adecuada para impedir el corte. Pero los pobladores de Colômbia no acep-

taron esa decisión. 

 Caña y recursos hídricos

	 El uso de los recursos hídricos es otro tema en 
que el avance del monocultivo de la caña causa preocupa-
ciones -y apunta hacia la necesidad de cuidados especiales, 
para que el uso múltiple de los recursos hídricos en el país, 
previsto por la política nacional para el sector, no se trans-
forme en letra muerta. Las preocupaciones saltan a la vista: 
la gran cantidad de agua utilizada por las fábricas y por 
los cultivos de caña, el riesgo de que sea tirados (o de que 
haya escape de ellos) de efluentes no tratados en los ríos, el 
cerco a nacientes y la muerte, construida cada día a partir 
de la falta de respeto a la legislación ambiental, de arroyos 
y afluentes de algunos de los principales ríos del país.
 
	 En la región del Triángulo Minero, compuesta 
por las ciudades de Uberaba, Uberlândia y Araguari, otra 
de las áreas con fuerte expansión de la caña en el Centro-

	 “Esa vegetación ya la habían derribado casi toda, hacen 25 

años, para hacer carbón. Ahora logró recuperarse, pero la fábrica quiere 

cortarla. Aquí hay cotia (roedor de hasta 60 cm), venado, onça (felino 

brasileño), varios tipos de pájaros, nacientes de agua. No se puede echar 

abajo un tesoro como ese”, dice el albañil Luércio Pereira da Silva, 35 años.

	 Él y otros colegas impidieron, poco después de la decisión de 

la jueza, que los tractores pasaran las cadenas para derribar los árboles. 

“Nosotros vinimos rápido y logramos impedir el trabajo. Pero volvieron por 

la madrugada y lograron derribar tres hectáreas en una hora. Nosotros 

corrimos para acá y logramos parar de nuevo a los tractores. Llamamos 

incluso a la Policía Ambiental”, afirma Silva, que se fue a acampar al área.

	 Los manifestantes dicen que no participan de ningún grupo 

ambientalista y no poseen vínculo político o económico con nadie, que 

sólo están preocupados por el avance del monocultivo en la región. El caso 

tuvo un final feliz, al menos por el momento. A inicios de noviembre, el 

Tribunal de Justicia de São Paulo suspendió la decisión de la 3ª Vara Civil 

de Barretos y desautorizo la deforestación. La decisión, sin embargo, no 

es definitiva.

Sur del país, el crecimiento del monocultivo es uno de los 
factores que pone en riesgo el futuro de las aguas del Río 
Grande, uno de los principales de la cuenca del Paraná. 
Adriana Melo, profesora de geografía y medio ambiente 
e integrante de la ONG Generación Verde, es titular del 
segmento de la sociedad civil organizada en el Comité de 
la Cuenca Hidrográfica del Bajo Río Grande. Adriana eva-
lúa que “la expansión de la caña en el Triángulo Minero, 
sobre todo en Uberaba, está totalmente fuera de control”. 
Según ella, el avance del monocultivo en la región se ha 
dado a riesgo de altos costos ambientales. De acuerdo con 
Adriana, los productores de caña “deforestaron donde no 
debían, enterraron los árboles para que no los descubrie-
ran, drenaron y/o cubrieron nacientes y veredas, además 
de haber invadido áreas de protección ambiental”. 

	 En la cuenca del Río Grande como un todo, dice 
ella, “las deforestaciones provocaron que disminuyese el 

Pobladores de Colômbia protestan contra deforestación
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caudal de agua en ríos menores y sus afluentes. Algunos 
arroyos dejaron de existir o se volvieron intermitentes, 
lo que en el futuro se reflejará en el Río Grande”, avisa. 
Adriana señala el río Tronqueiras, en Iturama, como uno 
de los cursos de agua agonizantes, “cercado por la caña”. 
Ella explica que el comité de la cuenca hidrográfica está es-
tructurándose y avanzando en los instrumentos de gestión 
de los recursos hídricos locales. Hoy, “vivimos el drama”, 
dice, al mismo tiempo que el comité carece de informacio-
nes y acciones para lidiar con el tema.

	 Gustavo Malacco, biólogo, presidente de la Aso-
ciación para Gestión Socioambiental del Triángulo Minei-
ro (Angá), de Uberlândia, y representante de la sociedad 
civil en el Comité de la Cuenca Hidrográfica de los Bajos 
Afluentes Mineiros del Paranaíba, refuerza la perspectiva 
presentada por Adriana Melo. Para él, la expansión del 
sector sucroalcoholero “se está licenciando a toque de caja 
por el Estado de Minas, con total apoyo de éste”, incluso 
por el hecho de que la expansión del sector es una “política 
de Estado” en Minas. 

	 Según Gustavo, son muchos los problemas cons-
tatados en la región del Triángulo y del Paranaíba (río que 
marca la frontera de buena parte de los Estados de Minas 
Gerais y Goiás) y que son resultado de esa política. Cita 
como ejemplos la declaración del déficit de reserva legal 
fuera de la cuenca hidrográfica, “violando el Código Fo-
restal”. Para el presidente de la Angá, las reglas para el 
licenciamiento del sector son poco rígidas e ignoran buena 
parte de los impactos causados por los emprendimientos. 
Gustavo afirma, además, que el cultivo no se está haciendo 
solamente en áreas degradadas, según dice el gobierno del 
Estado. Y que los pastos sombreados, que cuentan con pe-
queños grupos de árboles aislados en medio a los campos, 
están dando lugar a los sembrados de caña, representando 
la extinción de miles de árboles, cortados para la nueva 
actividad.

	 La evaluación del Instituto Mineiro de Gestión 
de los Recursos Hídricos (Igam) organismo del gobierno 
del Estado, choca de frente con las preocupaciones pre-
sentadas arriba. Según el organismo, “la conservación y 
manutención de los recursos hídricos en el Estado es siem-
pre una preocupación, no sólo del Igam, sino de todas las 
entidades implicadas en la cuestión de la regularización 
ambiental” en Minas. Sin embargo, “el Igam aún no ha re-
cibido ninguna denuncia referente a los problemas presen-
tados”. De acuerdo con el instituto, “los aspectos ambien-
tales cuestionados son considerados cuando se presenta el 
pedido de licenciamiento”, y la regularización ambiental a 
que el sector está sometido, al lado de la fiscalización am-
biental ejercida por el Estado, hacen con que sean más di-
fíciles acciones que estén en disonancia con lo establecido 
en la legislación ambiental.

 Quemas y salud pública
 
	 En Mato Grosso do Sul, frente al crecimiento del 
sector sucroalcoholero en el Estado, el Ministerio Público 
Estadual decidió controlar preventivamente los procesos 
de licenciamiento, fiscalizando eventuales fallas y sugirien-
do medidas adicionales en defensa del medio ambiente. 

	 El promotor Paulo Zeni dedica especial atención 
a la cuestión de la quema de la paja de caña como méto-
do facilitador de la cosecha, que, según entiende, “ya se ha 
mostrado como un serio problema en el interior del Estado 
de São Paulo”, tanto en términos de contaminación de la 
atmósfera, como de producción de hollín y causa de pro-
blemas respiratorios, además de dañar la fauna y la flora. 
“Esperamos que no llegue a transformarse en un problema 
en Mato Grosso do Sul”, dice.

	 La preocupación de Zeni tiene mucho sentido. 
Reportaje publicado en diciembre del 2008 por el diario 
Folha de São Paulo23 señala que “las plantas procesadoras 
de caña de azúcar están a la cabeza del ranking de multas 
por grandes crímenes ambientales, impuestas por la Ce-
tesb (Compañía de Tecnología de Saneamiento Ambiental) 
este año en la región de Ribeirão Preto, en el periodo entre 
enero y noviembre”. Y que la mayoría de las multas supe-
riores a R$ 15 mil impuestas por la Cetesb en el 2008 fue a 
empresas del sector: “De 70 autos de infracción, 31 fueron 
contra 16 fábricas”. La mayoría de las multas a las fábricas, 
explica el texto “se debe a casos de quemas hechas fuera del 
horario o de área permitida o sin autorización”. Los autos 
de infracción fueron impuestos a importantes empresas del 
sector, como la Santelisa (Morro Agudo), la Mandu (Guaí-
ra), la Guaraní (Olímpia), la Maringá y la Zanin (Arara-
quara), la Usina da Barra (Guariba) y la Usina da Pedra. 
El periódico destaca que “la Usina da Pedra, en Serrana, es 
responsable por el mayor crimen ambiental de la historia 
de la región -derramar melaza en el río Pardo, en el 2004, 
lo que provocó una mortandad de peces”.

	 La investigadora Sônia Hess, de la Universidad 
Federal de Mato Grosso do Sul es una de las referencias 
nacionales en impactos sobre la salud causados por la quema 
de paja de caña. Ingeniera química y coordinadora del curso 
de ingeniería ambiental de la universidad, ha traído datos 
que demuestran no sólo el agotamiento físico a que los cor-
tadores de caña muchas veces son sometidos en sus trabajos, 
sino también los otros riesgos a que están sometidos.

	 El promotor Paulo Zeni destaca algunos de esos 
riesgos, como “el ozono y otras substancias potencialmen-
te dañinas a la salud humana que son lanzadas a la atmós-
fera (algunas de ellas consideradas como cancerígenas), 
alcanzando especialmente a los cortadores de caña, que 
trabajan en contacto directo con los residuos de la quema”. 
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Caso | El cerco al Pantanal

	 A fines del 2005, frente a la posibilidad de que el cultivo 

de caña y la instalación de fábricas de alcohol y azúcar fuesen auto-

rizados en el Pantanal, el ambientalista Francisco Anselmo de Barros 

prendió fuego a su propio cuerpo. Las graves quemaduras lo llevaron a 

la muerte algunos días después. Pese a que en ese momento su acto 

de martirio fue uno de los hechos que contribuyeron a la preservación 

del Pantanal frente a la expansión del sector -junto a una fuerte movili-

zación de la sociedad civil —, el debate sobre el tema sigue candente. Y 

el Pantanal sigue amenazado.

	 Actualmente, Mato Grosso do Sul (MS), Estado en el que se 

localiza la mayor parte del Pantanal brasileño, cuenta con 14 plantas 

productoras. El gobierno del Estado estima que ese número por lo me-

nos se triplicará en los próximos diez años, con 28 nuevas fábricas, y 

afirma que ese número no tiende a generar problemas ambientales. 

Defiende que todo se dará dentro de la más perfecta normalidad legal 

y de los trámites de licenciamiento locales. Sin embargo, fuentes con-

sultadas por el Centro de Monitoreo de los Agrocombustibles, como el 

Ibama/MS y la ONG Ecoa (una de las principales entidades ambientales 

del Estado), demuestran preocupación en lo que se refiere al avance del 

número de fábricas, cañaverales y potenciales riesgos para el ecosiste-

ma del Pantanal. 

	 Entre los principales temores manifestados, están la difi-

cultad de que los organismos estatales fiscalicen el sector si éste se 

expande de manera abrupta, además de las presiones directas e in-

directas para que la caña y las fábricas un día lleguen al Pantanal. La 

otra cuestión se refiere a la estrecha vinculación de ese bioma con los 

otros de su entorno. El Pantanal, lejos de constituirse como un sistema 

aislado, guarda una fuerte relación de interdependencia con los demás 

biomas que lo rodean, y su pujanza vital, su sobrevivencia, dependen de 

la conservación de los demás biomas locales.

	 Justamente por eso, en 1985 el Conama (Consejo Nacional 

del Medio Ambiente) editó resolución prohibiendo la instalación de las 

fábricas no sólo en el área del Pantanal en sí, sino en toda la cuenca del 

alto río Paraguay (la denominada BAP), de donde provienen buena parte 

de la vida y de las aguas que conforman la riqueza de la mayor área 

inundable del planeta. 

	 Antes de 1985, sin embargo, diversas fábricas ya se habían 

instalado en la región, casi siempre a orillas de importantes afluentes 

del Paraguay, el principal río del Pantanal. En Mato Grosso do Sul, por 

ejemplo, la fábrica de la CBAA (Compañía Brasileña de Azúcar) de Sidro-

lândia se encuentra bastante cerca del Pantanal y más aún del río Mi-

randa. La fábrica Sonora, a su vez, localizada en el municipio de mismo 

nombre, está instalada a orillas del río Correntes, en área considerada 

como “prioridad extremadamente alta” por el Ministerio del Medio Am-

biente, y que está en la frontera entre los biomas del Pantanal y del 

Cerrado. En Mato Grosso, por otro lado, cuna de diversos cursos de agua 

que conformarán el Pantanal, son seis las fábricas que están localizadas 

en la cuenca del Alto Río Paraguay, las que fueron instaladas antes de la 

resolución del Conama. La Barralcool, de Barra dos Bugres, por ejemplo, 

se sitúa al lado del Rio dos Bugres, justamente en la región en que éste 

desagua en el Paraguay. La Coperb, a su vez, con fábricas en Lambari 

D’Oeste, realiza parte de sus actividades a orillas del río Jubinha y cerca 

de la reserva del Cabaçal. Y, en la principal puerta del Pantanal en Mato 

Grosso, en el municipio de Poconé, está localizada la fábrica del grupo 

Alcopan.

	 Esas fábricas ya instaladas configuran no sólo riesgos direc-

tos a privilegiadas áreas de biodiversidad del Cerrado y de la Cuenca 

del Alto Paraguay, como representan riesgos al futuro mismo del Pan-

tanal. El promotor Paulo Zeni, del Ministerio Público Estadual de Mato 

Grosso do Sul, cita los siguientes como ejemplos centrales de impactos 

provocados por el sector en el Estado: el desplazamiento de grandes 

contingentes de ganado hacia el Pantanal debido a la expansión de los 

cañaverales pertenecientes a las fábricas; casos de deforestación; casos 

residuos de producción vertidos en áreas de preservación permanente; 

y, además, el uso intensivo de los recursos hídricos de la región por 

parte de las fábricas.

	 Para Zeni, “pese a que por el momento no existe riesgo de 

que se autorice la implantación de fábricas en el Pantanal, es necesario 

decir que todavía hay quienes argumenten a favor de esa posibilidad y, 

por eso, seguimos atentos”. Los gobernadores de Mato Grosso do Sul, 

André Puccinelli (PMDB), y de Mato Grosso, Blairo Maggi (PR), por ejem-

plo, son considerados actores centrales en el impulso al agronegocio 

en el proceso de debate del zoneamiento ecológico y económico de la 

caña, que está en proceso de elaboración por el Gobierno Federal. 

	 En Mato Grosso, existen dos nuevos proyectos de fábricas 

para la cuenca del Paraguay. Es de-

cir, el zoneamiento, puede reforzar la 

prohibición a la instalación de nuevas 

fábricas en la BAP y en el Pantanal. 

O, simplemente, autorizarlas, suspen-

diendo los efectos de la resolución de 

1985 del Conama.

Cabecera del Río Paraguay,
que es amenazado por la caña
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	 Zeni destaca que las quemas también son responsables 
por la “emisión de gran cantidad de gas carbónico en la atmósfera” 
y por aumentar el “riesgo de incendios en áreas de floresta y de 
vegetación ciliar”. También menciona el “gran sufrimiento de la 
fauna en general”, causado por las quemas, matando e hiriendo 
animales de pequeño y mediano porte, destruyendo nidos y hue-
vos y, además, eliminando el hábitat de diversas especies. El pro-
motor explica que “actualmente existe una acción ante la Justicia 
Federal pleiteando que la quema esté condicionada a la previa rea-
lización de EIA/RIMA (Estudio de Impacto Ambiental/Informe 
de Impactos sobre el Medio Ambiente)”. 

	 Según el promotor, “en algunos municipios ya existen 
leyes prohibiendo o limitando esa práctica”. En Dourados, por 
ejemplo, un proyecto de ley en ese sentido, del vereador Elias 
Ishy, fue aprobado en el 2007. El gobierno del Estado, a su vez, 
redujo los plazos para poner fin a esa práctica del año 2022 al año 
2016. La expectativa de Ishy, Hess, Zeni y otros, sin embargo, es 
abreviar la práctica tanto como sea posible. “Esperamos estimu-
lar las fábricas para que aceleren el proceso de mecanización de 
la cosecha, lo que significaría prácticamente la extinción de las 
quemas de los cañaverales”, explica el promotor.

	 El físico José Goldemberg, presidente de la Comisión 
Especial de Bioenergía del Estado de São Paulo, creada en el 
2007, explica que, en el año 2003, cuando aún era secretario esta-
dual del Medio Ambiente, fue uno de los principales articuladores 
de la ley aprobada en São Paulo para la introducción del cor-
te mecanizado en los cultivos paulistas de caña, que debería ser 
adoptado gradualmente. Como las empresas han hecho acuerdos 
con el gobierno para acelerar la mecanización, la expectativa de 
Goldemberg es que, entre el 2011 y el 2012, con la expansión de 
las áreas de cosecha mecanizada prácticamente no se queme más 
caña en São Paulo. El Estado de São Paulo cuenta, en ese sentido, 
con un protocolo que determina el fin de las quemas en la cosecha 
de caña en áreas que pueden ser mecanizadas hasta el 2014 y en 
las que no aceptan mecanización en el 2017.

	 Según Goldemberg, la ampliación de la mecanización 
es excelente para el Medio Ambiente y la Salud Pública, pero, 
obviamente, trae con ella la reducción de las ofertas de empleo en 
el corte de caña. El libro Bioenergía en el Estado de São Paulo: 
Situación Actual, Perspectivas, Barreras y Propuestas, lanzado 
por la comisión a fines del 2008, trae datos indicando que los cor-
tadores desempleados por la substitución de los cultivos manua-
les por los mecanizados pueden terminar obteniendo beneficios 
-debido a la expansión del sector -en otras funciones. Para ello, 
será fundamental que la iniciativa privada y el gobierno del Esta-
do hagan inversiones en cursos para cualificar a los trabajadores 
-lo que no necesariamente será suficiente.

 Balance Energético 

	 Las ventajas del etanol brasileño producido a partir de 
la caña de azúcar, en lo que se refiere al calentamiento global, to-
davía provocan debates calurosos. El sector productivo, contando 

con el apoyo del gobierno y de parte de la comunidad académica, 
destaca varios datos positivos en ese sentido. 

	 En una publicación del 200824, destinada a presentar el 
potencial del etanol brasileño en esos aspectos, la Unica señala 
que, en términos de la reducción de gases del efecto estufa, “esti-
mativas basadas en el análisis de ciclo de vida, que considera la ca-
dena de producción desde la siembra hasta el vehículo abastecido, 
muestran que el etanol brasileño, producido a partir de la caña de 
azúcar, reduce las emisiones de gases causadores del efecto estufa 
en hasta 90% cuando se lo compara a la gasolina”. La publicación 
destaca, además, que “el balance energético del etanol brasileño es 
4,5 veces mejor que el del etanol producido a partir de la remola-
cha o el trigo, y casi siete veces mejor que el del etanol de maíz”. 

	 El texto de la entidad también destaca la autosuficien-
cia energética de las plantas productoras de etanol brasileñas, 
que “generan su propia energía eléctrica a través de la quema del 
bagazo de caña”, además de generar excedentes “que pueden ser 
vendidos en el mercado de electricidad”. Por fin, la publicación 
destaca la productividad del sector, que hoy es de 7,5 mil litros 
de etanol por hectárea de caña y que, con “las nuevas variedades 
de caña de azúcar desarrolladas en Brasil, aliadas a la futura in-
troducción de la hidrólisis del bagazo y de la paja de caña, tienen 
potencial para aumentar la productividad hasta llegar a los 13 mil 
litros de etanol por hectárea”.

	 Los pasos encaminados a aumentar la competitividad 
del sector en términos de generación de energía, impactos am-
bientales y retorno económico son, sin embargo, permanentes y 
desafiadores -y demuestran que parte de las ventajas competitivas 
de esa “sustentabilidad” del etanol brasileño aún se refieren más al 
futuro que al presente. 

	 En este sentido, José Goldemberg evalúa que existen 
cuatro tipos centrales de avances que deben ser buscados por el 
sector del etanol. Los ejes, que exigen inversiones del gobierno, 
de la iniciativa privada y participación de la comunidad científica, 
serían: la co-generación de energía, la investigación y desarrollo 
de los procesos de producción de etanol de 1ª generación, inves-
tigaciones en ciencia y tecnología de los biocombustibles de 2ª 
generación y, además, transporte de la producción vía ductos e 
hidrovías.

	 Muchos de los aspectos destacados por el sector pro-
ductivo, sin embargo, son foco de críticas y refutaciones por otra 
parte de la comunidad académica y por entidades que trabajan con 
las cuestiones energética y ambiental. Una de las críticas centrales 
se refiere, una vez más, a la utilización de las quemas por el sector 
en el proceso de producción del etanol, con la consecuente emisión 
de grandes cantidades de gas carbónico y otros contaminantes en 
la atmósfera. En ese sentido, las quemas realizadas para la defores-
tación de áreas de vegetación autóctona -sean ellas del Cerrado, 
Mata Atlántica o de la Amazonía -o aquellas hechas antes del corte 
manual de la caña son capaces de destruir las ventajas del etanol en 
cuanto a la reducción de los gases causadores del efecto estufa.
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Capítulo_3
Impactos Fundiarios

	 En la región Centro-Sur de Brasil, la instalación de 
decenas de nuevas fábricas sucroalcoholeras ha llevado a im-
portantes transformaciones en el territorio, sea en términos 
de su ocupación, sea en lo referente al crecimiento económico 
y generación de empleos, sea en lo que se refiere al desarrollo 
y aprovechamiento de la infraestructura local. Muchas veces 
los impactos son positivos, pero también surgen diversos pro-
blemas, como la competición con los cultivos de granos; la 
competición con la pecuaria, llevando a que ésta expanda sus 
fronteras hacia otros locales y regiones; o, también, el aumen-
to en el precio de la tierra, dificultando el acceso a ella para 
otros usos, como la reforma agraria o el cultivo de alimentos.

	 La ONG Ecoa, de Campo Grande (MS), fue respon-
sable por una de las primeras investigaciones que señaló tales 
transformaciones. En el estudio “Biocombustibles -La caña de 
azúcar en la región hidrográfica del río Paraná -La producción 
de granos, la pecuaria y la caña en la subcuenca del río Ivin-
hema”25, los investigadores de la Ecoa, Alcides Faria y Ângela 
Frata, analizan la expansión de la caña en la región hidrográfi-
ca del río Paraná, donde se concentra un 80% de la producción 
brasileña. Con énfasis en la subcuenca del río Ivinhema, en 
Mato Grosso do Sul, el estudio constata, entre otros aspectos 
centrales, que la expansión de los cañaverales se ha dado con 
ímpetu aún mayor en áreas de cultivo de granos.

	 En entrevista al Centro de Monitoreo de Agrocom-
bustibles, Faria afirma que la cadena productiva de la caña 
está buscando los mejores suelos, de relieves planos, con bue-
na infraestructura de transportes y de energía, con el clima 
adecuado y, además, con abundancia de recursos hídricos. 
En esas condiciones, es prácticamente natural que se de una 
competición con los granos. El investigador señala el caso de 
Rio Verde de Goiás (GO) como emblemático. “Allí, la disputa 
entre la industria procesadora de granos, plantadores e in-
dustriales de la caña llevó a una ley municipal limitando la 
expansión de la caña”, explica. 

	 La ley es objeto de controversia en los tribunales, 
pero es inverosímil afirmar que el cultivo de caña no com-
pite con el de alimentos. Una vez más, el investigador Faria 
utiliza una región de Mato Grosso do Sul como ejemplo para 
demostrar tal proceso. En los municipios de Maracaju, Do-
urados, Rio Brilhante y Sidrolândia, que se encuentran entre 
los principales productores de maíz y soja del país26, la caña se 
expande sobre áreas de antes ocupadas por esos granos.

	 En la región de Rio Brilhante, municipio del sur de 
Mato Grosso y cercano a Dourados, la instalación de fábricas 
del sector ha agregado nuevas dificultades a una política ya 
marcada por grandes complicaciones: la de la reforma agraria. 
Acampados hace más de cinco años a orillas de la carretera 

BR-163, pequeños agricultores luchan para que la hacienda 
Santa Edwirges sea destinada a un asentamiento modelo de 
la agricultura familiar. Entre las decenas de carpas de lona y 
casuchas de madera construidas a orillas de la carretera, los 
agricultores Cacildo Ferreira Vilela, Nelson Juris, José Tra-
jano Nunes, Derlírio José Custódio y João Valdir son algunos 
de los pequeños productores que sueñan con que la hacienda 
sea comprada o expropiada por el Instituto Nacional de Co-
lonización y Reforma Agraria (Incra). A despecho del análisis 
de los agricultores sobre el uso de la propiedad, el instituto 
consideró, en el 2003, que la hacienda era productiva. La eva-
luación tiene validad de cinco años, y el Incra-MS afirma que 
la propiedad se encuentra en el calendario de inspecciones del 
organismo para el próximo periodo.

	 Los agricultores entienden que la expansión de los 
cañaverales en la región, que cuenta con proyectos de impor-
tantes grupos económicos, entre ellos el francés Louis Dre-
yfus y el brasileño Odebrecht, es uno de los factores que im-
pide la compra de la hacienda, que, para ellos, será utilizada 
para el cultivo de caña. El Incra-MS, a pesar de explicar que 
la hacienda no puede ser expropiada (pero sí puede ser com-
prada) por haber sido considerada productiva en el 2003, no 
vacila al afirmar que “la influencia de la expansión sucroalco-
holera sobre la reforma agraria en Mato Grosso do Sul es en 
el sentido de elevar el valor de las tierras y disputar áreas que 
podrían ser obtenidas por ese organismo”. Tal perspectiva, 
sin embargo, es refutada por la Seprotur, la Secretaría de Es-
tado de Desarrollo Agrario, de la Producción, de la Industria, 
del Comercio y del Turismo.

	 En São Paulo, el físico José Goldemberg cuenta que, 
en el 2007, el gobernador José Serra lo invitó a conversar y 
dijo estar preocupado con la expansión del área ocupada por 
la caña en el Estado, entre otras cosas, por la presión sobre 
las áreas dedicadas a cultivos de alimentos y el posible despla-
zamiento de éstas. Fue a partir de ese diálogo que se creó la 
Comisión Especial de Bioenergía del Estado de São Paulo, co-
ordinada por Goldemberg y cuyo objetivo será señalar, entre 
otros aspectos, lo que el gobierno puede hacer para evitar ta-
les conflictos. Para Goldemberg, “hay cosas que el Estado no 
puede hacer con respecto al sector, pues prácticamente todo 
está en manos de la iniciativa privada”.

	 El secretario estadual de Agricultura y Abasteci-
miento de São Paulo, João Sampaio, dijo al Centro de Moni-
toreo de los Agrocombustibles que “el gobierno del Estado ya 
adoptó medidas para frenar el crecimiento de la caña”. Sam-
paio explica que, en realidad, el gran boom ocurrió en la zafra 
2005/2006, y que después, “con la reducción de los precios del 
azúcar y con el mercado de etanol para otros países aún frena-
do, el productor se encaminó hacia la producción de granos, 
que estaba más ventajosa”. 

	 Sampaio agrega que, actualmente, São Paulo posee 
cerca cinco millones de hectáreas con caña, lo que representa 
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20% de las áreas ocupadas con actividad agrícola en el Estado 
y que, “el resto de las tierras están ocupadas por diversos cul-
tivos”, destacando la importancia del Estado en la producción 
nacional y mundial de naranja, café, goma natural, frutas de 
mesa y flores, entre otras. Según demuestra este informe, la 
tranquilidad del secretario no significa, sin embargo, que São 
Paulo está libre de problemas semejantes a los constatados en 
otros Estados.

	 Todavía referente a São Paulo, las fábricas han 
actuado, también, con foco especial en la localización de las 
redes de transmisión de energía eléctrica. El físico José Gold-
emberg explica que, con respecto a la co-generación de ener-
gía, dado que negociar energía se ha transformado en un gran 
negocio en Brasil a lo largo de los últimos años, las fábricas 
del sector están invirtiendo cada vez más en producir su pro-
pia energía y, además, excedentes que puedan comercializar. 
La expectativa del sector es de que la co-generación en el país 
llegue, entre el 2012 y el 2013, a cerca de 9,5 mil megawatts, 
alzando al conjunto de fábricas a un status de producción 
de energía en el país que perderá solamente para la gigante 
Itaipu. Además, estimativas de la Unica señalan que la pro-
ducción de energía proveniente de la biomasa de la caña, que 
hoy corresponde a un 3% de la matriz energética brasileña, 
puede llegar a representar un 15% en el 2020. Prácticamente 
todas las nuevas fábricas trabajan dentro de esta perspectiva, 
al paso que las antiguas ya empiezan a buscar tecnologías y 
financiaciones para aprovechar ese filón.

	 En Estados en los que hay una expansión del sector, 
como Mato Grosso do Sul, las fábricas tratan de instalarse 
cerca de las líneas de alta tensión, según lo señalado por el es-
tudio de la Ecoa. En São Paulo, sin embargo, esto no siempre 
es posible, tanto para la instalación de las nuevas industrias 
como para las fábricas que, cuando se instalaron, todavía no 
consideraban esos factores en su plan de negocios. Así, exis-
ten plantas productoras que se encuentra a cerca de 50 km de 
las líneas. De acuerdo con Goldemberg, se está dando, actual-
mente, una discusión entre la Agencia Nacional de Energía 
Eléctrica (Aneel), empresarios y el gobierno del Estado sobre 
ese tema. Para él, debe haber un cambio en las normas fe-
derales para establecer quién cargará con los costos de esas 
conexiones. Goldemberg evalúa que el nuevo modelo debe 
dividir esos costos, con porcentajes equivalentes, entre los 
sectores público y privado.

	 Frente a los impactos causados por el sector su-
croalcoholero sobre el territorio, y al vigor presentado en los 
últimos años, los gobiernos del Centro-Sur han trabajado con 
la idea de elaborar zoneamientos ecológicos y económicos 
para el plantío de caña y para la instalación de nuevas fábri-
cas. El mismo Gobierno Federal trabaja en esa dirección, e 
intenta consolidar, de forma negociada con los Estados, una 
norma que organice la expansión del sector sobre el territorio 
brasileño.

	 En São Paulo, el secretario de Agricultura y Abaste-
cimiento, João Sampaio, explica que, en septiembre del 2008, el 
gobierno lanzó el mapa de zoneamiento agroambiental “deli-
mitando las áreas del Estado donde puede haber expansión de 
la caña y donde eso no es permitido, incluso con la prohibición 
de instalar fábricas”. Según el secretario, “ese es el mapa que 
guía las políticas públicas de fomento a la producción agrícola”. 

	 En Mato Grosso do Sul, el gobierno planea elaborar 
un Zoneamiento Ecológico Económico, que, en la evaluación 
del promotor estadual Paulo Zeni, “directa o indirectamente, 
tratará del asunto (de la caña) y merece un seguimiento cui-
dadoso no apenas por parte del Ministerio Público, sino de la 
sociedad y de la prensa en general”.

	 Aunque los zoneamientos sean vistos como instru-
mentos poderosos por los gobiernos de la región, como en los 
casos de São Paulo, Mato Grosso do Sul y Minas Gerais, la 
pregunta que se debe hacer es cuál es la fuerza efectiva que 
tendrán frente a la economía real y a la pujanza del sector 
sucroalcoholero. Además de ser foco de intensas disputas y de 
intereses controvertidos, los zoneamientos también deben de-
jar de ser mero espacio para la negociación entre empresarios, 
gobiernos estaduales y Gobierno Federal, y pasar a ser objeto 
de debate de toda la sociedad. 

	 Los zoneamientos también pueden ser instrumentos 
para evitar que en el futuro ocurra un aumento en la compe-
tición entre la producción de cultivos alimentarios y aquellos 
utilizados en el sector agroenergético, lo que podría llevar a 
un aumento de los precios de la canasta popular y dificultar 
el logro de la soberanía alimentaria de la población brasileña. 
Un reciente estudio de la Fundación Getúlio Vargas indica 
que, entre el 2007 y el 2008, el aumento de los precios de 
los alimentos en Brasil fue causado por la especulación en los 
mercados futuros, y no por la producción de agrocombusti-
bles. Sin embargo, los modelos económicos dicen poco sobre 
lo que ocurriría frente a una expansión aún mayor de los cul-
tivos agroenergéticos, como desean el gobierno brasileño y 
sectores empresariales.

Fábricas podrán sufrir 
restricciones con zoneamiento
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Caso | Proyecto con caña fracasa en asentamiento

	 La cuestión fundiaria en la región de Pontal do Paranapane-

ma, extremo oeste de São Paulo, no puede ser olvidada cuando se con-

sidera el avance de la caña de azúcar. La de Pontal no era una región 

tradicional de cultivo, posee apenas 5% del área plantada en São Paulo, 

pero en los últimos cinco años la instalación de fábricas ha incentivado 

el plantío. 

	 Según Antonio Thomaz Junior, profesor de Geografía de 

la Universidad Estadual Paulista (Unesp), muchas empresas se están 

beneficiando de tierras invadidas de manera fraudulenta, es decir, lo 

conocido como “grilagem”. “En la práctica, existe una alianza entre el 

capital y el latifundio”, dice él, traduciendo la relación entre compañías 

sucroalcoholeras y plantadores de caña. El profesor estima que existan 

al menos 500 mil hectáreas en esas condiciones en la región, cuyos 

invasores pretenden obtener la regularización por parte del Estado. 

	 La denuncia se ve reforzada por movimientos sociales que 

aducen que grandes empresas brasileñas están obteniendo beneficios 

de esas prácticas. En junio del 2008, la Vía Campesina ocupó un campo 

de obras de la ETH Bioenergía, empresa del grupo Odebretch que pro-

duce azúcar y alcohol en Mirante do Paranapanema. Uno de los motivos 

para las protestas es que la ETH compró, en el 2007, la destilería Alcídia, 

localizada en el municipio de Teodoro Sampaio, y que se habría instala-

do 30 años antes en tierras del Estado.

	 Según la asesoría de prensa de la ETH, la empresa está in-

virtiendo R$ 5 mil millones en la creación de polos productivos en São 

Paulo, Goiás y Mato Grosso, con 520 mil hectáreas de caña. La nueva 

fábrica en Mirante tendrá capacidad para procesar 4 millones de tonela-

das de caña por zafra.

	 Otra crítica hecha por los movimientos sociales es que la 

caña está avanzando sobre áreas donde antes se producían alimentos 

y que podrían ser utilizadas para fines de reforma agraria. Actualmente, 

hay más de 100 asentamientos en el Pontal.

	 Con incentivos insuficientes para producir, muchos asenta-

dos acaban haciéndose cortadores de caña. En el asentamiento Santa 

Zélia, en Teodoro Sampaio, el marido de Fátima Silva27 tuvo que seguir 

ese rumbo. “Me pareció que tendría una vida digna cuando llegué a este 

campo, pero ahora, si no trabajamos para la fábrica Alcídia, pasamos 

hambre”, dice ella.

	 Cuando fue asentada, Fátima recibió una financiación 

del Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar 

(Pronaf), lo suficiente para cercar su campo, abrir un pozo y comprar 

seis vacas. El negocio, sin embargo, no se mantuvo, y ella y su marido 

no lograron generar recursos financieros suficientes con la actividad 

para pagar la financiación y tener acceso a más recursos.

	 Por cortar caña para la fábrica su esposo recibe R$ 600 al 

mes, sale de casa a las cinco de la mañana y vuelve a las seis de la tar-

de. “Hoy día todos dependemos de la fábrica, porque dentro de nuestro 

campo sólo conseguimos un poco de ingreso con la venta de leche. Sólo 

Dios sabe cuándo voy a pagar la deuda de la financiación”, lamenta.

	 Los asentados del Santa Zélia también estuvieron implicados 

en un fracasado acuerdo intermediado por el gobierno del Estado con 

la fábrica Alcídia. En el 2003, fue firmado un convenio entre el sector 

sucroalcoholero y el Banco de Brasil para incentivar la producción de 

caña en asentamientos. Según ese contrato, la fábrica sería responsable 

por la implantación del cultivo en el campo y tendría que pagarles a los 

asentados por eso.

	 Pero la asentada Sônia Maria dice que una de las fábricas 

que participaron del convenio, la Alcídia, le repasó sólo una parte de 

las ganancias, diciendo que que tuvo pérdidas con la operación. “Los 

funcionarios de la fábrica venían, cortaban y se llevaban la caña, pero, al 

final, decían que el cultivo no rendía nada y yo le quedaba debiendo al 

banco”, dice ella.

	 Walter dos Santos, técnico en gestión organizacional del 

Instituto de Tierras del Estado de São Paulo (Itesp), entidad que fue 

avalista del convenio, dice que éste tuvo efectos negativos en el Pontal. 

“Para la industria era fácil ser avalista y financiar la plantación, porque 

era dinero del gobierno. Cuando las industrias recibían dinero y pagaban 

la financiación, había un poco de lucro para el asentado, pero en algunos 

casos los asentados no recibieron ninguna ganancia de las tierras del 

asentamiento”.

Capítulo_4
Impactos sobre Indígenas y 
Poblaciones Tradicionales

	 La expansión de los cultivos de caña y la llegada 
de nuevas fábricas al Centro-Sur de Brasil exige atención 
especial no sólo debido a los impactos sobre el medio am-
biente y el territorio, como se ha visto anteriormente. En 
algunas regiones, la caña es una de las grandes amenazas a 
la subsistencia de las poblaciones tradicionales e indígenas. 
Es el caso, por ejemplo, de buena parte de Mato Grosso 
do Sul, donde la fuerza del sector sucroalcoholero y del 
discurso del desarrollo colocan bajo pesada artillería la de-
marcación de las tierras indígenas28.

	 Junto al cerco a las aldeas y a la lucha contra la 
creación de nuevos territorios, la expansión del agrone-
gocio, con papel especial del sector sucroalcoholero, se es-
tructura en el sentido de impedir, directa o indirectamente, 
la cultura y la organización social de esos pueblos y su re-
lación con el lugar en que viven. No bastaran los impactos 
sobre los pueblos indígenas como un todo, el crecimiento 
de los cañaverales y de las fábricas en la región ha sido pal-
co de conflictos que inciden, incluso, en la vida -y muerte 
-de muchos jóvenes indios.

	 Es lo que cuenta, de forma dura y objetiva, un 
reportaje del periodista Cristiano Navarro29 sobre un 
trágico episodio ocurrido en la Hacienda Santa Cândida, 
que abastece a la Destilería Centro Oeste Iguatemi Ltda. 
(Dcoil), del municipio de Iguatemi (MS). En ese reportaje, 
con nombre e identidad falsos, un niño Guaraní Kaiowá de 
sólo 15 años fue “contratado” para el corte de caña en esa 
hacienda. Registrado con el nombre de otro indio, el niño 
pasó a ser, según los documentos elaborados por el em-
pleador, un hombre de 24 años y, con la nueva identidad, 
entró a trabajar en los cañaverales, contra la voluntad de 
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su padre, que había retenido los documentos del mucha-
cho para evitar que entrase al corte de caña. El desenlace 
del episodio narrado por el periodista es emblemático de lo 
que ocurre en la región: “En la noche del día 15 de diciem-
bre del 2006, dentro de un cajón simple, del que todavía es-
curría sangre, el cuerpo de Pedro (nombre ficticio dado al 
chico en en reportaje) fue dejado por sorpresa en la casa de 
su abuela. Pedro había sido degollado en la mañana de ese 
mismo día dentro de la fábrica donde trabajaba. Su cuerpo 
fue encontrado por policías militares cerca de las 14h, so-
bre un descampado de piso quemado cerca de un montón 
de caña de azúcar que él mismo recién había cortado, como 
consta la indagación policial”. 

	 Si la historia de Pedro suena “exagerada” o “par-
ticular”, “absurda” o “inédita”, una “excepción”, en fin, re-
presentando un “punto fuera de la curva”, vale registrar 
que la falsificación de documentos, la falta de seguridad 
en las haciendas, la superexplotación de los trabajado-
res y la violencia contra los indios en las fábricas de la 
región son hechos recurrentes. En el mes de marzo del 
2007, por ejemplo, más de 400 trabajadores, gran parte 
de ellos indígenas, fueron liberados de un área de corte de 
caña de la Dcoil, donde se encontraban en condiciones de 
trabajo análogas a la esclavitud. El sometimiento de los 
cortadores de caña al trabajo esclavo en Mato Grosso do 
Sul no es una exclusividad de la Dcoil30. En noviembre del 
2007, más de mil trabajadores -prácticamente todos ellos 
indígenas -fueron liberados del cautiverio a que estaban 
sometidos en el corte de caña por la Debrasa, destilería del 
grupo JPessoa, instalada en Brasilândia.

	 Es difícil comprender cómo es posible que un em-
presario de gran envergadura en Brasil, como el médico 
del trabajo Nelson Donadel, propietario de la Dcoil, o de 
importancia mundial, como José Pessoa, del grupo JPes-
soa, de la Compañía Brasileña de Azúcar y Alcohol y de 
la Debrasa, sometan a trabajadores en una situación como 
esa. Contactados por el Centro de Monitoreo de Agro-
combustibles, sólo el Grupo JPessoa se manifestó. En un 
comunicado, la supervisora de Responsabilidad Social de 
la empresa, Maria de Fátima Oliveira, dijo que “las acu-
saciones de ‘condiciones degradantes de trabajo’ contra la 
Debrasa, referentes a 831 indígenas, fueron negadas y que 
los autos de infracción, que realmente implicaban ajustes, 
fueron acatados. Además, dijo que las acusaciones de uso 
de trabajo esclavo por parte de las empresas del grupo son 
“inconsistentes”, lo que estarían probando en la Justicia.

	 El Ministerio Público del Trabajo en Mato Gros-
so do Sul (MPT-MS) ha tratado de responder a la situa-
ción enfrentada por los indígenas, que, junto a los inmi-
grantes nordestinos, representan las principales fuentes de 
la mano de obra que se arriesga a enfrentar las durísimas 
condiciones de trabajo a que son sometidos los empleados 

del sector sucroalcoholero. En el caso de la Debrasa, por 
ejemplo, el MPT-MS presentó una acción civil pública de 
10 millones de reales frente al problema verificado. 

	 Además, según explica el procurador Cícero Rufi-
no, coordinador del Núcleo de Usinas Sucroalcoholeras del 
MPT-MS, fue propuesto un Término de Ajuste de Con-
ducta (TAC) a las fábricas para los casos de contratación 
de mano de obra indígena. Con la finalidad de evitar que el 
trabajador pierda contacto con su aldea y familia por perío-
dos muy largos, el TAC determina que los indígenas sean 
contratados por las fábricas en abril, y que cada 45 días las 
empresas lleven a los trabajadores hasta sus respectivas 
aldeas. Al final de ese periodo, la fábrica se pone al día con 
toda la remuneración a que el empleado tiene derecho, y 
éste, a su vez, puede quedarse entre cuatro y cinco días 
en su aldea, para después volver al trabajo si así lo desea. 
A fin de año, la empresa debe despedir a los trabajadores, 
sin justa causa, de modo que cada dos años los trabajado-
res tienen derecho a recibir la multa de 40% del Fondo 
de Garantía por Tiempo de Servicio (FGTS) y el seguro 
desempleo.

	 De acuerdo con el procurador, “infelizmente, no 
se han respetado ese y otros TACs relacionados a la con-
tratación de los indígenas”. Explica que considerando sólo 
del grupo JPessoa, que cuenta con una segunda fábrica en 
el Estado, en Sidrolândia, además de diversas propiedades 
dedicadas al corte de caña, entre TACs y acuerdos no cum-
plidos, hay más de diez millones de reales en pasivos frente 
el MPT-MS que están siendo ejecutados.

	 La alta cantidad de problemas vinculados al sec-
tor llevó al MPT-MS a estructurar el Núcleo de Usinas, 
para que hubiera una actuación conjunta de los procura-
dores que responden por la cuestión, con un funcionario 
actuando en las atribuciones de secretaría, reuniones men-
suales, decisiones colegiadas, actuación calificada, etc. El 
coordinador del núcleo demuestra gran preocupación con 
la explosiva expansión del sector, planeada por los gobier-
nos estadual y federal. “Con diez a 15 fábricas, tenemos 
todas las dificultades relatadas. Si son instaladas 15 o 20 
fábricas más en los próximos años, eso haría con que fuera 
inviable todo el trabajo hecho en los moldes actuales, la 
realización de acciones preventivas etc.”. 

	 Los efectos sobre los indígenas también se dan 
de formas menos brutas y directas, pero complementarias 
-e igualmente importantes. Para Margarida de Fátima Ni-
coletti, asistente social, administradora de la Fundación 
Nacional del Indio en la región (Funai Cone-Sul), en lo 
que se refiere a la demarcación de las tierras indígenas, 
la institución, así como los indígenas Guaraní, Kaiowá y 
Ñandéva “está sufriendo todo tipo de insultos y críticas en 
el sentido de que impide el desarrollo económico”. Marga-
rida agrega que la Funai busca cumplir con el papel que 
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la Constitución le atribuye y garantiza en su artículo 231, 
pero que la prensa ha tratado el asunto de forma bastante 
mal informada, disparando para todos lados”. Ella agre-
ga que los propietarios y políticos -fábricas y haciendas de 
caña incluidas entre esos grupos -actúan en el sentido de 
dificultar, o incluso impedir, los estudios y otros trabajos 
necesarios para las demarcaciones. 

	 En las proximidades del municipio de Rio Bril-
hante, a inicios de noviembre, cerca de 150 indios de la 
etnia Kaiowá se encuentran a orillas del río que da nombre 
al municipio, cercano a la BR-163. Instalados actualmente 
en algo intermediario entre una aldea y un campamento, 
los indígenas reivindican la demarcación de su tierra en ese 
local, que consideran su territorio tradicional. Para esos 
Kaiowá, la rica vegetación ciliar del local, el caudaloso y 
tranquilo río Brilhante, la fauna y la flora existentes pue-
den ser el tekoha -espacio donde se vive de modo ideal -que 
buscan desde que sus antepasados fueron desalojados por 
los nuevos ocupantes de la región. Los propietarios de la 
hacienda, a su vez, capitaneados por el principal de ellos, 
Julio Cezar Cerveira, tratan de retirar a los indígenas del 
local por la vía judicial.

	 Los indios apuestan a la posibilidad de que, a me-
dida que el proceso de demarcación de toda el área se realice 
-lo que aún no ha empezado a hacerse -podrán permanecer 
en una franja de tierra más restringida, estrategia adoptada 
en otras demarcaciones en el país. La Funai trabaja con esa 
perspectiva, dependiendo, sin embargo, del poder Judicial. 
De acuerdo con la administradora de la Funai en la región 
“la situación no es nada buena, pues el juez federal ya deter-
minó la reintegración de propiedad, que debe ser cumplida 
por la Policía Federal hasta el 15 de enero del 2009”. Los 
indígenas dicen que no van a dejar el local y que no poseen 
alternativas de vivienda, alimentación ni posibilidades de 
mantener reunida a la aldea, entre otros aspectos funda-
mentales de la realidad de la etnia Kaiowá.

	 El líder indígena Anastácio Pe-
ralta, que vive en la aldea Jaguapiru, en 
el municipio de Dourados, señala que, al 
lado de la demarcación de los territorios, 
la constitución de políticas públicas que 
garanticen los derechos de los indios y 
que construyan verdaderas alternativas 
para ellos son elementos fundamentales 
para la sobrevivencia de los pueblos indí-
genas, que vivían en la región mucho an-
tes del “descubrimiento” de Brasil por los 
portugueses. Funcionario de la secretaría 
de Agricultura Familiar de Dourados, él 
no acepta el discurso de que retirar a los 
indígenas del corte de caña representaría 
un riesgo para los mismos indios, que hoy 
dependerían de esa actividad. Según Anas-

tácio Peralta, “los indígenas están cortando caña desde, 
aproximadamente, 1530. Ese discurso es antiguo”. 

	 Ese paño de fondo constatado en Mato Grosso do 
Sul es el que respalda, e incluso incentiva, acciones como 
la de las fábricas que sometieron a los indígenas y demás 
trabajadores a la situación de trabajo esclavo. Al mismo 
tiempo en que existe una firme campaña de los sectores 
conservadores del Estado para frenar la demarcación de 
las tierras indígenas -en la que están implicados incluso 
parlamentarios y prefectos locales -los indígenas, sobre 
todo los de la etnia Guaraní, se encuentran confinados 
en territorios ínfimos, sin alternativas, sea para producir 
y cazar los alimentos que consumen, sea para generar al-
gún ingreso. Entidades como la Asociación Brasileña de 
Criadores de Cebú (ABCZ) encabezan la lista de las que 
están en contra de las demarcaciones. Mientras tanto, gru-
pos de capital internacional invierten en plantas produc-
toras de etanol en el Estado, importantes distribuidoras 
de combustibles compran alcohol de las fábricas y grupos 
transnacionales del sector de alimentos se benefician de las 
condiciones naturales, económicas y políticas ofrecidas por 
Mato Grosso do Sul.

	 La falta de alternativas de los indígenas en la 
región no es mera consecuencia de otros procesos. Es, 
muchas veces, buscada y trae beneficios para diversos 
segmentos, especialmente aquellos que utilizan la mano 
de obra sometida a condiciones degradantes31. En medio 
al confinamiento y a la falta de alternativas que marca el 
cotidiano de los indígenas, a los casos de trabajo esclavo y 
muerte de indios -por homicidio o suicidio —, y a los casos 
de alcoholismo, desnutrición y otros problemas de salud 
pública entre los indígenas, el Estado celebra las infinitas 
tierras que están “disponibles” para la llegada de nuevas 
fábricas y empresas del agronegocio. El gobernador André 
Puccinelli planea, incluso, transformar a Mato Grosso do 
Sul en el mayor productor de etanol del mundo hasta el 
201532.
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Caso | Los Xakriabás en Pontal

	 Entre el contingente de emigrantes que parten de las regio-

nes más pobres del país para trabajar en el corte de caña en São Paulo, 

hay grupos indígenas de varios Estados del Nordeste y del Centro-Sur 

brasileño. Uno de esos grupos son los Xakriabás, que, según el proyecto 

Pueblos Indígenas en Brasil33, del Instituto Socioambiental (ISA), vivían 

donde hoy se localizan Tocantins, Goiás y Minas Gerais. En la época de 

la colonización, el grupo fue blanco de misiones jesuitas y de presiones 

económicas sobre su territorio. Pero un periodo de valorización de su 

identidad marcó las últimas décadas, culminando, incluso, con la demar-

cación de sus tierras en São João das Missões, norte de Minas Gerais.

	 Las dificultades con que viven, sólo con cultivos de subsis-

tencia, han llevado a muchos xakriabás a emigrar buscando empleo. 

Decenas de ellos han ido a São Paulo para trabajar en el corte de caña, 

enfrentando experiencias de mando y obediencia a las cuales no están 

acostumbrados en la convivencia de la aldea. En esta zafra, el xakriabá 

José Aparecido Marco da Silva, de 28 años, dejó a su esposa e hija en 

Minas Gerais para trabajar para la Usina Bazan, en el municipio de Pon-

Indígenas xakriabás que trabajan en el corte
de caña, en Pontal (SP)

tal (SP). Es el tercer año seguido que viaja para trabajar en la caña -y 

tal vez sea la última vez que lo haga. “Es muy malo el precio que pagan 

por la caña que cortamos. No quiero volver el año que viene”, reclama. 

Según José, junto con él vinieron otros 111 indígenas de su comunidad. 

Uno de ellos es Ronaldo Fernandes da Silva, que, a los 19 años, enfrenta 

su primera zafra. “Mi papá pidió que yo no viniera, pero yo quería juntar 

algún dinero. Decidí enfrentar esto. Al comienzo, fue triste dejar el lugar 

donde nací. Pero me vuelvo pronto para allá”, afirmó.

	 El año de los Xakriabá en Pontal fue marcado por la violen-

cia. Según relato de de la Federación de los Empleados Rurales Asalaria-

dos del Estado de São Paulo (Feraesp) y del mismo Ronaldo, indígenas 

sufrieron agresiones de policías durante la huelga de los trabajadores de 

las fábricas Bela Vista y Bazan. “Algunos fueron alcanzados por balas de 

goma y tres fueron presos porque estaban con hondas. Después de eso, 

asustados, decidieron volver a Minas Gerais”, dice Ronaldo. Para él, ese 

acontecimiento puede influenciar la decisión sobre venir en la próxima 

zafra. “Hace entre 10 y 15 años que los Xakriabás vienen a São Paulo 

para trabajar con la caña. Pero creo que muchos se lo van a pensar 

mejor sobre si vienen el próximo año”, dice. 29
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Nordeste

	 La caña de azúcar tuvo un papel fundamental en 
la historia de la formación socioeconómica del Nordeste, 
factor que aún hoy distingue la cultura de la región de las 
otras del país. Implantada en forma de plantation (latifun-
dios de monocultivos) ya a mediados del siglo XVI, para 
producir azúcar, la caña fue uno de los principales vectores 
de la ocupación y el desarrollo de las áreas costeras y de la 
Zona de la Mata - que abarca los Estados de Rio Grande 
do Norte, Paraíba, Pernambuco, Alagoas, Sergipe y parte 
del Recôncavo Baiano -, creando las bases para una orga-
nización social y política que todavía concentra poder y 
capital en los principales Estados productores.

	 En Alagoas y Pernambuco, la caña se consolidó 
como uno de los más importantes remansos de la economía 
a partir del siglo XVI, y en la década de 1910 Alagoas llegó 
a estar a la cabeza de la producción nacional de azúcar34. 
Bastante dependiente del apoyo estatal desde la época del 
Imperio, el sector tuvo un desempeño positivo hasta la dé-
cada de 1930. De la decadencia que siguió, el sector acabó 
recuperándose recién en los años 1970, con la creación del 
Proálcool, la creciente oferta de crédito y fuertes inversio-
nes de capital externo.

	 En la década de 1990, sin embargo, la reducción 
de las inversiones públicas, la inestabilidad económica in-
ternacional y un volumen insostenible de deudas llevaron 
a las plantas productoras nordestinas a enfrentar una crisis 
aguda. Muchas suspendieron sus actividades, tanto por la 
falta de capital de los grupos controladores como debido al 
desvío de las inversiones hacia otros Estados, como Goiás, 
Mato Grosso, Mato Grosso do Sul y Minas Gerais. El de-
sarrollo de una moderna industria sucroalcoholera en São 
Paulo también sustituyó a las viejas agroindustrias azuca-
reras nordestinas35. 

	 La crisis del sector de la caña de azúcar del Nor-
deste también generó un creciente conflicto con los tra-
bajadores y los movimientos campesinos que luchan por 
la tierra. El surgimiento de grandes fábricas -muchas de 
ellas empresas familiares - a partir de la concentración de 
la cadena productiva de la caña a fines del siglo XIX, creó 
una forma singular de ocupación de las tierras a partir de 
las relaciones de trabajo. Formadas por varios ingenios 
azucareros (haciendas), las fábricas tenían áreas destinadas 
a pequeñas parcelas y núcleos habitacionales para sus tra-
bajadores, modelo que empezó a alterarse a partir del ad-
venimiento del trabajo temporal o por zafra. Con la crisis, 
muchos asalariados fueron despedidos, y creció la presión 
de los industriales de la caña para que dejasen las tierras 
de los ingenios azucareros, a pesar de enormes deudas la-
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borales y del derecho adquirido sobre los campos. Por otro 
lado, los ingenios azucareros quebrados e improductivos 
pasaron a ser el blanco principal de los movimientos de 
lucha por la reforma agraria. 

	 A partir del 2003, con la vuelta de las inversiones 
del gobierno Lula en el sector sucroalcoholero -una res-
puesta a articulaciones iniciadas en el 2002, cuando, can-
didato a la Presidencia, Lula se reunió con industriales de 
la caña de São Paulo y Pernambuco buscando apoyo; en 
el 2007 dijo que eran “héroes nacionales” -, el cultivo de 
la caña empezó a recuperarse en el Nordeste: deudas mi-
llonarias fueron renegociadas y parcialmente perdonadas 
-a inicios del 2007, el Banco de Brasil concedió un perdón 
de deudas superior a R$ 1.000 millones a por lo menos 20 
fábricas, la mayoría en el Nordeste36. En Alagoas, este año 
el gobernador perdonó más 1.500 millones en deudas de 
industriales del sector al Estado, dividiendo en cuotas deu-
das fiscales de las empresas que estaban en atraso, además 
de conceder amnistía de multas, intereses y reajustes37.

	 En el 2008, de acuerdo con datos de la Conab38, 
el área plantada con caña en el Nordeste fue de 1,037 mi-
llón de hectáreas, un aumento de 4,3% con respecto al 
2007 (994,1 mil ha). Entre los Estados productores de la 
región, Alagoas, donde la caña está presente en 57 muni-
cipios, ocupa el primer lugar en cuanto a área sembrada 
(426,8 mil ha, área 0,8% mayor que la ocupada en el 2007, 
y que equivale a prácticamente un sexto de todo el territo-
rio alagoano). En segundo lugar está Pernambuco (con 61 
municipios productores y 316,6 mil ha plantadas, con cre-
cimiento de 6,1% con respecto a la última zafra), seguido 
de Paraíba (112,5 mil ha, con una baja de 2,1% con respec-
to al 2007). Maranhão, Piauí y Sergipe, aunque con áreas 

mucho menores, presentaron crecimiento significativo en 
los cultivos de caña del sector sucroalcoholero, respectiva-
mente de 25,2%, 40,3% y 50,8%. 

	 Del total de 67,8 millones de toneladas de caña 
producidas en esta zafra en el Nordeste, 39,7 se destinaron 
a la producción de azúcar y 28,1 a la producción de alco-
hol. Con 70 plantas productoras de etanol inscritas junto 
a la Agencia Nacional del Petróleo (21 en Alagoas, 21 en 
Pernambuco, ocho en Paraíba, seis en Sergipe, cuatro en 
Rio Grande do Norte, cuatro en Maranhão, tres en Bahia, 
dos en Ceará y una en Piauí), la producción de alcohol en 
la región tuvo un aumento de 2,75%, pasando de un total 
de 2,22 mil millones de litros en la zafra 2006/2007 a 2,28 
mil millones en la zafra 2007/2008, según la Conab.

Capítulo_1
Impactos Laborales

	 En el Nordeste, donde la mecanización aún no 
ha avanzado como en los cañaverales del Centro-Sur, las 
condiciones de trabajo en la caña son marcadas por una ex-
trema precariedad, según evaluación del Fundacentro39, or-
ganismo de investigación en seguridad, salud y medio am-
biente en el trabajo del Ministerio del Trabajo y Empleo.

	 En lo referente a las principales formas de víncu-
los laborales, ese organismo señala una gran cantidad de 
grados entre la legalidad y la ilegalidad, que pasa por el 
trabajador asalariado, los contratos de trabajo por tiempo 
indefinido y con derechos laborales y previsionales, los tra-
bajadores por zafra, con contratos de corta duración, los 
“clandestinos” (sin contrato, reclutados por intermedia-

rios), y el trabajo esclavo. En esta última ca-
tegoría, de acuerdo con la Comisión Pastoral 
de la Tierra, en el 2008 las acciones de fis-
calización liberaron a 1.498 trabajadores en 
los Estados del Nordeste, de los cuales 656 
en Halagaos, 309 en Pernambuco y 192 en 
Ceará.

	 De acuerdo con el abogado laboral Bru-
no Ribeiro de Paiva40, especialista en rela-
ciones de trabajo en el sector de la caña de 
azúcar en el Nordeste, con el aumento de 
las contrataciones temporales el número de 
trabajadores con contrato permanente cayó 
para menos de un 30% del total de la fuerza 
de trabajo. Al mismo tiempo, afirma Paiva, 
las Convenciones Colectivas de Trabajo han 
sido sistemáticamente incumplidas por las 
empresas, sobre todo en lo relacionado a la 
remuneración y a las condiciones de trabajo.

Temporero en fábrica de Juazeiro, Bahia
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	 La precariedad de las condiciones de trabajo de los 
trabajadores nordestinos del sector ha dado a la región el 
primer puesto en accidentes de trabajo. En un comparativo 
con los principales Estados productores del país, basado en 
la relación entre volumen de caña producida y casos de ac-
cidentes, Bahia, Alagoas y Pernambuco presentan los ma-
yores índices de accidentes, como demuestra la tabla abajo:

	 Contradictoriamente, representando a uno de 
los sectores que más contribuye para la jubilación precoz 
de trabajadores, muchas fábricas también están entre los 
mayores deudores del sistema previsional en sus Estados. 
Tomando como ejemplo a Pernambuco y Alagoas, las deu-
das del sector junto al INSS (Instituto Nacional del Seguro 
Social) suman R$ 609.204.871,34 y R$ 58.423.378,78, res-
pectivamente41.

	 A pesar de la innegable importancia económica 
del sector sucroalcoholero para los mayores Estados pro-
ductores del Nordeste, la generación de riquezas no se re-
fleja necesariamente en las condiciones de vida de la pobla-
ción de los polos productores. Según Paiva, de acuerdo con 

datos del Programa de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD), en el año 200042 el promedio del Índice de 
Desarrollo Humano (IDH) de Brasil era de 0,757 (73º lugar 
entre los 173 países evaluados). En Alagoas, en 91 de los 
102 municipios el IDH estaba abajo de 0,500, incluyendo a 
todas las ciudades de la región de la caña (siete de los diez 
municipios brasileños más pobres están en Alagoas). A su 
vez, entre los 184 municipios de Pernambuco, 116 presen-
taban el IDH abajo de 0,500, incluyendo la casi totalidad de 
los municipios de la región de la caña. El valor máximo de 
0,358 (máximo, no promedio ) del IDH en la meso-región 
de la caña de Alagoas sólo superaba el IDH de los 10 paí-
ses más pobres del mundo. En el caso del área de caña de 
Pernambuco, el índice máximo de 0,438 sólo era superior al 
IDH de los 20 países más pobres.

	 Por otro lado, la recuperación económica y las in-
versiones públicas en la caña en los últimos años no se han 
reflejado en la mejoría de las condiciones de trabajo en gran 

Estados
Caña Producida en 2005, 2006, 

2007 y 2008** (t)
Accidentes de trabajo 2005 

a 05/2008
Relación de accidentes por 

100.000 toneladas

São Paulo 696011222 35912 5,15

Paraná 121734660 8471 6,95

Goiás 68098921 5280 7,75

Pernambuco 62468835 7487 11,98

Alagoas 89296088 13978 15,65

Bahia 15465321 3582 23,16

Fuentes: INSS (accidentes de trabajo), Conab e IBGE (producción de caña)

** Como los datos sobre accidentes abarcan el periodo entre el 2005 y mayo del 2008, se consideró 1/5 de la zafra total 
prevista para el 2008, según la Conab. Los datos de producción del 2007 también son de la Conab, y los del 2005 y el 

2006 son del IBGE.

ACCIDENTES EN EL SECTOR DE LA CAÑA DE AZÚCAR Y PRODUCCIÓN DE AZÚCAR Y ÁLCOOL*

* En esta relación, son contabilizados sólo los accidentes comunicados por las empresas a través de los CATs 
(Comunicados de Accidentes de Trabajo)

parte de las plantas productoras nordestinas. Recordando 
sólo eventos del 2008, casos de incumplimientos extremos 
de la legislación laboral, puestos al descubierto por acciones 
del Ministerio Público del Trabajo - como el flagrante de 
40 trabajadores en condiciones infrahumanas en la fábrica 
Vida Nova, en Água Preta, en la Mata Sul de Pernambu-
co, propiedad del diputado estadual Marco Barreto (PMN) 
en febrero de este año; el rescate, en el mismo mes, de 52 
cortadores que trabajaban en condiciones degradantes en 
la Usina Laginha, propiedad del ex diputado, ex senador 
y candidato derrotado al gobierno de Alagoas, João Lyra 

(PDT), en União dos Pal-
mares (AL); y el rescate 
de 284 cortadores de caña 
en la Usina Vitória Agro-
comercial Ltda., propie-
dad de José Bartolomeu 
de Almeida Melo (PDT), 
prefecto electo de Palma-
res (PE), en diciembre de 
este año -, son emblemá-
ticos de una mentalidad 
arcaica que todavía prima 
en el sector dominante de 
la región. De acuerdo con 
artículo del periódico O 

Globo en noviembre del 2008, sobre el último caso, “el abo-
gado de la Usina (Vitória), José Hamilton Lins, admitió las 
condiciones precarias de trabajo, que consideró como parte 
de una cultura colonial que necesita tiempo para adaptarse 
a las nuevas reglas laborales.”

Trabajador muestra guante roto a 

fiscales del trabajo en Halagaos
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Caso | En Alagoas, 14 fábricas enfrentan 
procedimientos legales por trabajo degradante y esclavo

	 El alto grado de precariedad en las condiciones de trabajo 

de los cortadores de caña se hizo evidente con los resultados de una 

Fuerza de Tarea del Ministerio Público del Trabajo (MPT) en Alagoas, a 

inicios del 2008. Contando con participación del Grupo Móvil del Minis-

terio del Trabajo y Empleo, Procuraduría Regional del Trabajo de la 19a. 

Región, Procuraduría General del Trabajo, Policía Rodoviaria Federal y 

Policía Federal, la Operación Zumbi dos Palmares, realizada entre los 

días 21 de febrero y 28 de marzo del 2008, fiscalizó a 15 de las mayores 

fábricas del Estado, constatando irregularidades que afectaban a más 

de 20 mil trabajadores en 14 de ellas. 

	 Como saldo final de la operación, el Grupo Móvil rescató a 

656 trabajadores -52 en la fábrica Laginha, 203 en la fábrica Penedo y 

401 en la fábrica Santa Clotilde -y dio curso a 12 acciones civiles públi-

cas, con pedidos de indemnización por daños a los derechos colectivos 

y difusos de los trabajadores totalizando R$ 20 millones. La Procuradu-

ría Regional del Trabajo de Alagoas también entró con 13 ejecuciones 

de Términos de Ajuste de Conducta, que habían sido firmados por las 

fábricas y no fueron cumplidos según lo acordado.

	 La situación encontrada por la fiscalización del trabajo en 

los cañaverales alagoanos en el 2008 no es nueva. De acuerdo con el 

Informe de Actuación de la Fuerza de Tarea, tramitan en la Procuradu-

ría Regional del Trabajo de la 19a. Región decenas de acciones y pro-

cedimientos contra 31 empresas, referentes a irregularidades laborales 

cometidas en los últimos diez años. Constan en esa lista cinco fábricas 

por utilización de trabajo infantil y de adolescentes y otras ocho por 

utilización de mano de obra esclava43.

	 En entrevista al Centro de Monitoreo de Agrocombustibles, 

el Procurador Jefe del MPT en Alagoas, Rodrigo Alencar, explicó que la 

operación en las fábricas fue realizada debido al creciente número de 

procedimientos indagatorios y movilizaciones de trabajadores contra 

abusos cometidos por las empresas. De hecho, durante la acción los 

fiscales encontraron problemas graves, como retención de los carnés 

de trabajo y libretas de deudas (dos de los elementos que caracterizan 

el trabajo esclavo, dado que impiden a los trabajadores de marcharse), 

equipos de protección individual (EPIs) totalmente rotos (sin substitu-

ción por más de seis meses), intimidación de los trabajadores mediante 

uso de arma y trabajo de niños y adolescentes, entre otros.

	 El día 11 de marzo, por ejemplo, la fiscalización sorprendió, en 

el municipio de Colonia Leopoldina, a 27 trabajadores clandestinos (sin 

registro) en un camión de transporte de caña; entre ellos estaban diez 

adolescentes con edades entre 14 y 17 años. Estaban con calcetines y 

chancletas, sandalias plásticas o descalzos, y ningún trabajador había re-

cibido equipos de protección. Compartiendo el transporte con animales, 

los trabajadores iban, según testimonios, al corte de caña en la hacienda 

Gabão, del empresario Antônio Cordeiro, proveedor de la Usina Taquara. 

	 Entre los problemas comunes a todas las fábricas fiscaliza-

das, el MPT tiene en su lista los siguientes: pésimas condiciones de los 

alojamientos, de la alimentación, del abastecimiento de agua, de los 

EPIs, del transporte y de las instalaciones sanitarias, entre otros. Como 

resultado de la Operación Zumbi dos Palmares, en noviembre del 2008 

el MPT firmó un Término de Conciliación y Ajuste de Conducta con el 

sector, en el cual los productores de azúcar y alcohol se comprome-

tieron a “cumplir la legislación en beneficio del trabajador rural”. Las 

fábricas Caeté, Grupo Santo Antonio (Central Azucarera y la filial Cama-

ragibe), Grupo Toledo (Capricho y Sumaúma), Leão, Laginha, Destilería 

Porto Alegre, Mendo Sampaio, Santa Clotilde, Santa Maria, Seresta, Ta-

quara y Triunfo, que enfrentaron 12 Acciones Civiles Públicas, deberán 

pagar indemnización por el daño causado al interés difuso y colectivo 

de los trabajadores.

Menores sin zapatos, equipos de protección y contratos, sorprendidos
por la fiscalización del trabajo en Halagaos

Pedazos de carne encontrados en alojamiento
por los fiscales del trabajo

Alojamiento en condiciones degradantes
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Caso | Usina Laginha, Grupo João Lyra

	 Como resultado de la Operación Zumbi dos Palmares en 

la fábrica Laginha, localizada en el municipio de União dos Palmares, 

fueron rescatados 52 trabajadores. Según el MPT, los hombres, que tra-

bajaban en el transporte de trabajadores del corte de caña y operando 

tractores de la fábrica, cumplían horario exhaustivo, no recibían horas 

extras y vivían en alojamientos con condiciones insalubres. 

	 Propiedad del ex diputado, ex senador y candidato derrotado 

al gobierno de Alagoas, João Lyra (PDT), la empresa Laginha Agroindus-

trial S.A. tiene una extensa historia de violaciones laborales y ambien-

tales, de acuerdo con la Relación de Procedimientos y Aciones de la 

Procuraduría Regional del Trabajo de la 19ª Región. Entre los años 2000 

y 2007, las fábricas Laginha (matriz) y las filiales Guaxuma y Uruba 

sufrieron 29 procesos por irregularidades como fraude en las relaciones 

de empleo, contratación irregular, problemas con el medio ambiente del 

trabajo, uso de mano de obra de niños 

y adolescentes, etc.

 

	 Según el informe de fis-

calización de la Fuerza de Tarea del 

2008, los problemas encontrados fue-

ron los siguientes:

 Alojamiento

	 “Encontramos un aloja-

miento que abrigaba a 53 empleados 

que trabajaban en turnos alternados 

de forma irregular. El alojamiento es-

taba muy sucio, con fuerte mal olor 

(...). En vez de colchones, los trabaja-

dores recibieron simplemente espu-

mas de mala calidad, sucias y muchas 

de ellas rotas, que no ofrecían condi-

ciones de limpieza y reposo. (...) Había 

basura acumulada en el alojamiento, 

ocasionando intenso mal olor (...)”

 Alimentación

	 “Los trabajadores que se encontraban en el local (alojamien-

to) informaron que la comida era proporcionada por una ‘churrascaria’, 

se descontaba de sus salarios y era muy mala (descompuesta) y, por 

eso, ellos la tiraban a la basura”. En el campo, “tratándose de aquellos 

que eran alojados por la empresa, a veces se alimentaban de guisos de 

mandioca o polenta con salchicha. Para aquellos que traían alimentos 

de sus domicilios, no se disponibilizaban recipientes para mantener las 

comidas calientes. Estas omisiones propiciaban el surgimiento de enfer-

medades estomacales, como diarreas, vómitos y cólicas”.

 EPIs y accidentes de trabajo

	 “Fueron encontrados trabajadores sin equipos de protec-

ción individual o con éstos en pésimo estado de conservación y no 

repuestos. Los trabajadores informaron, en testimonios prestados, que 

la empresa no reponía los equipos debido a que enfrentaba dificultades 

económicas. Informaron, además, que los machetes y las limas estaban 

desgastados, lo que dificultaba el corte de caña”. Para evaluar los im-

pactos de la falta de EPIs, los auditores fiscales recogieron los Comuni-

cados de Accidentes de Trabajo (CATs) de la fábrica correspondientes a 

los años 2007 y 2008. De acuerdo con los registros, ocurrieron más de 

250 accidentes en ese periodo, con casos de cortes en las manos y pies, 

torsiones, amputación, caídas y un caso de muerte por aplastamiento, 

en noviembre del 2007. Es decir, en el transcurso de poco más de un 

año, según el MPT, 16,6% de los que trabajaron en el corte de caña en 

empresa Laginha sufrieron accidentes.

 Trabajo y remuneración
	

	 “Observando el ritmo de trabajo de los cortadores de caña 

de azúcar, sometidos a tales condiciones (degradantes), es posible no-

tar que todos terminan a un paso del agotamiento, que puede llevar a 

la muerte. Indagados sobre la razón por la cual no reducían el ritmo, 

incluso habiendo riesgo de muerte, invariablemente contestaban que no 

creían que podrían morir y que ganaban tan poco por unidad producida 

que se veían obligados a trabajar como esclavos, hasta el agotamiento, 

para obtener un poco más de dinero. (...) No bastase el ritmo inhumano 

y exhaustivo del trabajo realizado, todos los trabajadores se sentían aún 

más abusados por la forma en que se calculaba su producción, lo que se 

hacía midiendo el área cortada, de manera lineal, con una vara de una 

braza de largo. El encargado, al mover la vara, siempre lo hace de ma-

nera a reducir, en el terreno, el área de caña cortada por el trabajador”.

 Recuperación Judicial
	

	 Debido a una deuda de US$ 70 millones con el banco inglés 

Calyon, el 26 de noviembre del 2008 el grupo sucroalcoholero João Lyra 

entró con un pedido de recuperación judicial (concordata) de la empresa 

Laginha Agro Industrial S/A (que aglutina a las fábricas Laginha, Guaxu-

ma y Uruba, en Alagoas, y Vale do Paranaíba, en Minas Gerais). El pedido 

de recuperación judicial fue decretado por el juez Sóstenes Alex, de la 

comarca de Coruipe (AL).

Producción de los cortadores se mide con una pesa rudimentaria

34

C
A

Ñ
A



Naturales Renovables (Ibama) realizó, en Pernambuco, la 
Operación Engenho Verde, una de las mayores acciones 
de fiscalización sobre el sector sucroalcoholero nordesti-

no, abriendo procedimientos 
y multando a las 24 mayo-
res plantas productoras del 
Estado44 por un valor de R$ 
5 millones cada una, en un 
total de R$ 120 millones, 
por un conjunto de crímenes 
ambientales. La operación 
obtuvo notoriedad nacional 
debido a las declaraciones del 
ministro del Medio Ambien-
te, Carlos Minc, que, en una 
colectiva de prensa, dijo que 
el Estado de Pernambuco era 
“un desastre del desastre”, 
donde ocurre “un desmande 
generalizado, con apoyo po-
lítico e impunidad”. Afirmó, 
además, que los industriales 
de la caña eran unos “delin-
cuentes”45. 

	 Entre las acusaciones que constan en las acciones 
civiles públicas que siguieron a la operación de fiscaliza-
ción, el Ibama menciona la falta de licenciamiento ambien-
tal de las fábricas - hecho que provocó daños ambientales 
con efectos permanentes y acumulativos al medio ambien-
te; severa degradación de las Áreas de Preservación Per-
manente (APPs); ocupación de APPs por el cultivo de caña 
de azúcar; inexistencia de Reserva Legal, o no respeto a las 
mismas, en las propiedades dedicadas a la caña; quema ile-

Capítulo 2
Impactos Ambientales

	

	 En sus más de cinco siglos de presencia en el 
Nordeste, la caña de azúcar fue la principal responsable 
por la casi absoluta destrucción de las áreas de Mata At-
lántica de la región, actualmente reducida a sólo un 5% 
de su extensión original, de acuerdo con estimativas del 
Centro de Pesquisas Ambientales del Nordeste (Cepan). 
La deforestación incluye tanto las Áreas de Preservación 
Permanentes (APPs, como las vegetaciones ciliares de los 
principales ríos de la Zona da Mata, bordes de ríos y cum-
bres y encuestas de cerros) 
como las reservas legales 
(conservación obligatoria de 
20% de la cobertura vegetal 
original en las propiedades 
que se encuentran en el bio-
ma Mata Atlántica). 

	 De acuerdo con 
la última actualización del 
Mapa de Áreas Prioritarias 
para la Biodiversidad, del Mi-
nisterio del Medio Ambiente, 
correspondiente al año 2007, 
al menos 21 nuevas áreas su-
fren algún tipo de amenaza 
por parte del cultivo de caña 
en el Nordeste (ver tabla). 

	 En junio del 2008, el 
Instituto Brasileño del Medio 
Ambiente y de los Recursos 

Nome Importância* Prioridade Área (em km2)

Itaporanga, SE Insuficientemente Conhecida Alta 23

Mata de Oiteiro e Caititu, SE Insuficientemente Conhecida Alta 299

Serra Grande, AL Extremamente Alta Extremamente Alta 557

Santa Rita, PB Insuficientemente Conhecida Extremamente Alta 44

Região da APA de Piquiri-Uma, RN Insuficientemente Conhecida Muito Alta 50

PE Pau-Brasil, PB Extremamente Alta Extremamente Alta 4

Região de Japaratuba, SE Extremamente Alta Muito Alta 1279

Pontal do Coruripe, AL Insuficientemente Conhecida Alta 33

APA Pratigi, AL Extremamente Alta Extremamente Alta 955

Porto Calvo, AL Alta Alta 89

Camaragibe – Tapacurá, PE Muito Alta Alta 1019

Itamaracá – Coetés, PE Muito Alta Muito Alta 815

Mamanguape - Rio Tinto, PB Alta Alta 162

Potíguara, PB Insuficientemente Conhecida Muito Alta 372

RESEX Marinha da Lagoa do Jequiá, AL Muito Alta Muito Alta 107

RESEC Manguezais da Lagoa do Roteiro, AL Extremamente Alta Extremamente Alta 8

APA da Barra do Rio Mamanguape, PB Extremamente Alta Extremamente Alta 96

Lagoas do Baixo Parnaíba, MA Muito Alta Muito Alta 4670

Brejo da Princesa, PE Muito Alta Alta 606

Serra do Cariri, PE Muito Alta Alta 2755

Chapada do Arararipe, PE, CE e PI Extremamente Alta Extremamente Alta 780

BIODIVERSIDADE AMEAÇADA PELA CANA – MATA ATLÂNTICA NO NORDESTE

*Quanto ao estado de conservação e uso da biodiversidade

Fonte: MMA / http://www.arcplan.com.br/mma/mata_atlantica_fichas_das_areas_prioritarias.pdf

Cerros deforestados para plantar caña en Pernambuco
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gal, o no autorizada, de vegetación nativa con la intención 
de facilitar la cosecha de la caña de azúcar; y contamina-
ción de recursos hídricos, suelos y atmósfera a través de 
actividades inherentes al cultivo de la caña de azúcar. 

	 En el informe sobre la operación46, el Ibama afir-
ma que fue constatada la destrucción de las vegetaciones 
ciliares de todos los grandes ríos de la Zona da Mata en 
el Estado, y existe la sospecha de que los efluentes indus-
triales se están lanzando en los cursos de agua, puesto que 
“casi todas las fábricas tienen su parque industrial instala-
do a orillas de los ríos”.

	 Sobre la práctica de quemar la vegetación nati-
va, el informe señala que “extrañamente, de las 368.188 
hectáreas de plantío de caña de azúcar que teóricamente 
son quemadas anualmente en Pernambuco, según datos 
del PREVFOGO del IBAMA, sólo fueron solicitadas en 

la zafra pasada (2006/2007) 77.682,1 hectáreas de quema 
controlada. Eso indica que sólo un 21% del área que fue 
quemada estaba autorizada, mientras que un 79% del área 
se quemó ilegalmente”. 

	 El documento también denuncia la práctica de 
ocultación del crimen de quemas ilegales. “Frecuentemen-
te, las fábricas presentan boletines de Ocurrencia, actos 
meramente declaratorios, según los cuales una gran parte 
de sus áreas sufre ‘incendios criminales’ poco antes de las 
cosechas, crimen que termina beneficiando a sus víctimas, 
ya que éstas ahorran con tasas al Ibama y con instrumen-
tos de control de las quemas, continuando con su cosecha 
sin mayores problemas (...). O estamos frente a brotes es-
porádicos de quema criminal, afectando sólo al sector de la 
caña, o estamos frente a casos graves de crímenes ambien-
tales y falsedades ideológicas. En ambos casos, la respon-
sabilidad directa por la infracción ambiental administrati-
va cabe al propietario del bien inmueble.”
 

Quema de cañaveral en Pernambuco
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Caso | Planta Trapiche: crímenes ambientales y 
conflictos sociales y fundiarios

	 Según las acciones civiles públicas que siguieron a la Ope-

ración Engenho Verde, la mayoría de las fábricas que este año enfren-

taron procedimientos legales por parte del Ibama son reincidentes en 

crímenes ambientales. Es el caso de la fábrica Trapiche, una de las 

más importantes y antiguas de Pernambuco, que, según el organismo 

ambiental, “no es primaria en la práctica de actos de agresión del medio 

ambiente. Este ya es el tercer procedimiento a la primera demandada, 

siempre por ejercer actividad potencialmente contaminante sin licencia 

ambiental”.

	 Localizada en el municipio de Sirinhaém (a cerca de 75 km 

de Recife), la fábrica Trapiche fue fundada en 1887, en el antiguo ingenio 

Trapiche. En 1998, la empresa, con 26.850 ha, fue adquirida por el grupo 

del empresario azucarero alagoano Luiz Antônio de Andrade Bezerra y, 

de acuerdo con el Ibama, practica el cultivo de caña “en área superior a 

11.000 ha sin cualquier tipo de licencia ambiental”. 

	 Ocupando principalmente cumbres y encuestas de cerros47 

(Áreas de Preservación Permanente), una parte del cañaveral de la Tra-

piche avanza, en total infracción a la legislación ambiental, sobre un 

complejo de 17 islas estuarinas cubiertas por manglares, localizadas en 

el área limítrofe entre los municipios de Ipojuca y Sirinhaém, en el litoral 

sur del Estado de Pernambuco. Pertenecientes al Estado (son Áreas de 

la Marina), de acuerdo con un levantamiento de la Comisión Pastoral de 

la Tierra (CPT) y de la ONG Tierra de Derechos, las islas fueron aforadas 

“a particulares el 14 de noviembre de 1898, en nombre de la Compañía 

Agrícola Mercantil de Pernambuco. Después de sucesivos traspasos de 

propiedad, que no observaron los dispositivos legales, la Usina Trapiche 

S.A. se presenta como la última sucesora del mencionado aforamiento”.

	 Relatos de la CPT y de la ONG Tierra de Derechos, que han 

acompañado la situación de las 53 familias de pescadores de las islas 

de Sirinhaém, denuncian que la Trapiche utilizó métodos de extrema 

violencia y coacción para retirar a los pueblerinos de sus tierras, in-

formaciones éstas que fueron confirmadas por el Ibama. De acuerdo 

con el organismo ambiental, “hay denuncias de incendios y demolición 

de casas, destrucción de cultivos, corte de árboles y especies frutales, 

cierre de la escuela de la isla, utilización de varias formas de amenaza 

y apertura de procesos judiciales”48. 

	 Después que las expulsaran de las islas, la mayoría de las 

familias se fue a vivir a las periferias de los centros urbanos de la región, 

principalmente Sirinhaém. Varias de ellas recibieron viviendas de la fábri-

ca a cambio de sus antiguos terrenos en las islas, pero sus condiciones 

de vida se degradaron notablemente. Un estudio socioeconómico de los 

ex habitantes y de la comunidad pesquera usuaria de las islas y del es-

tuario del río Sirinhaém, realizado por el Ibama y divulgado en mayo del 

2008, señala que la pesca disminuyó mucho, a pesar de ser esa la mayor 

fuente de alimentos, y que gran parte de los pescadores terminó en el 

corte de caña, como reserva de mano de obra de la fábrica. Actualmente, 

sólo dos de las 53 familias -las hermanas Maria Nazareth dos Santos y 

Maria das Dores dos Santos -están en el área, más específicamente en 

Ilha do Constantino. En testimonio dado al Centro de Monitoreo de Agro-

combustibles, relataron que, desde la llegada de su bisabuelo al local, las 

familias vivían bien de la pesca y de la pequeña agricultura, lo que las 

motivó a resistir tratando de permanecer en ese local.

	 Maria Nazaré, que vive en una casita de barro a orillas del 

manglar, de donde retira parte de su sustento (como cangrejos y pe-

queños peces para vender), cuenta que su casa fue derribada un sinnú-

mero veces por orden de la Trapiche. “Ellos ofrecieron dinero y casa en 

la ciudad para que nosotros saliéramos, pero no aceptamos. Entonces, 

mandaron pistoleros para asustarnos, que se quedaban rondando por 

la noche. Después, vino la policía y más pistoleros de la fábrica, dijeron 

que la tierra era de la Trapiche, echaron abajo mi casa, me detuvieron 

y me pegaron. Me llevaron presa dos veces. Pero nosotros no tenemos 

miedo de nada, salimos y volvimos para acá unas siete veces”, dice 

la pescadora. Y concluye: “de aquí no salimos, porque es un lugar de 

pancita llena ”.

	 De acuerdo con la CPT y la Tierra de Derechos, en junio del 

2007 “Maria das Dores y Maria Nazareth fueron detenidas por policías 

militares, dentro de sus casas, sin que hubieran sido sorprendidas en 

flagrante delito o contra ellas hubiese una orden de detención. Además 

de la sorprendente ilegalidad de esas prisiones, posteriormente se supo 

que las dos pobladoras de las islas, analfabetas, tuvieron que firmar do-

cumentos en blanco (términos de compromiso, laudos periciales ) antes 

de que la autoridad policial las dejara libres”. Las entidades señalan, 

además, que la funcionaria de la fábrica Evânia Freire, que coordinó va-

Cañaveral de la Trapiche avanza sobre manglar

	 Históricamente habitadas por pescadores, que subsistían 

exclusivamente de la pequeña actividad pesquera, de la agricultura de 

subsistencia y de la recolección de frutas, las islas pasaron a ser dis-

putadas por la fábrica a partir de su adquisición por el grupo alagoano, 

que empezó a presionar a las comunidades tradicionales para que aban-

donasen el local. Según la CPT, habiendo cortado ilegalmente toda la 

cobertura vegetal original de su área, la intención de la empresa sería 

transformar el manglar en Reserva Legal de la fábrica.

Maria Nazaré muestra cangrejo retirado del mangle
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rios ataques contra los pescadores, “es rea en dos procesos criminales 

que tramitan en la comarca de Sirinhaém, procesos n° 451.2007.000111-

7 y 451.2007.000020-8, puesto que a ella se imputa el haber derribado 

las casas de Maria Nazareth dos Santos y de Maria das Dores dos San-

tos, respectivamente”. 

	 El año 2006, los conflictos con los pescadores y denuncias 

de que la fábrica venía tirando, sistemáticamente, efluentes tóxicos (re-

siduos de la fabricación del azúcar y la destilación del alcohol) en el 

estuario llevaron a las entidades y al Ibama a proponer la creación de 

una reserva extractivista (Resex) en ese local, proceso que actualmente 

se encuentra para evaluación en el Instituto Chico Mendes, del Minis-

terio del Medio Ambiente. Paralelamente, acatando los argumentos del 

organismo ambiental, la Gerencia Regional del Patrimonio de la Unión 

(GRPU), de Pernambuco, canceló el aforamiento del estuario a favor 

de la Trapiche (procedimiento administrativo n° 10480006036/86-05), 

acto que aguarda decisión final del Ministerio de Planeamiento en Bra-

sília. 

	 Pese a la urgencia de la situación, los procesos para la crea-

ción de la Resex y para cancelar el aforamiento se encuentran para-

lizados, según la CPT, debido a fuertes presiones políticas contrarias. 

De acuerdo con la Coordinación de Gestión Patrimonial (CGGEP) del 

Ministerio de Planeamiento, “la cuestión del desaforamiento del área 

es de tal complejidad que el proceso fue reenviado, el 15 de noviembre 

del 2008, a la GRPU en Recife, para que el organismo identifique cuáles 

áreas pueden y cuáles no pueden ser desaforadas”.

Capítulo_3
Impactos Fundiarios

	 La crisis que puso en jaque la estructura del po-
deroso sector sucroalcoholero nordestino en la década de 
1990, llevando a la quiebra a un gran número de fábricas 
(en Pernambuco, al menos 14 declararon quiebra49) y de-
jando desempleados a miles de trabajadores de la caña, fue 
el estopín para la intensificación de las disputas por tierras 
en los principales Estados productores. En un análisis de 
la estructura agraria y del desarrollo rural en la zona de la 
caña de esa región, correspondiente al año 2005, el Gru-
po de Trabajo Interministerial del Sector Sucroalcohole-
ro de la Región Nordeste, compuesto por la Casa Civil de 
la Presidencia de la República y por los Ministerios de la 
Agricultura, del Desarrollo Agrario, de la Hacienda y de 
la Integración Nacional, constató que “la zona de la caña 
del Nordeste es una de las regiones más conflictivas del 
país, perdiendo en intensidad sólo para las áreas de fron-
tera agrícola de la Amazonía. La situación de conflicto es 
generada por la alta concentración de tierras, producto de 
la historia agraria de la región -que es totalmente asociada 
al monocultivo de la caña -y de la dependencia de asalaria-
dos y agricultores familiares con respecto a los “señores de 
ingenio” y las empresas sucroalcoholeras”.

	 A grosso modo, en los últimos diez años una 
conjunción de factores -como desempleo, violencia contra 
los trabajadores, importantes deudas laborales no salda-
das e inactividad en los ingenios azucareros -terminaron 
fortaleciendo a las organizaciones sociales de lucha por la 
tierra -como el Movimiento de los Trabajadores Rurales 
Sin Tierra (MST), Movimiento Tierra, Trabajo y Libertad 
(MTL), Movimiento por la Liberación de los Sin Tierra 
(MLST), Organización de la Lucha en el Campo (OLC), 
Federación de los Trabajadores en la Agricultura de Per-
nambuco (FETAPE), y Comisión Pastoral de la Tierra 
(CPT) -, que, al mismo tiempo en que acogieron a la cre-
ciente masa de trabajadores de la caña despedidos, pusie-
ron en la mira las áreas improductivas de las fábricas en la 
lucha por la reforma agraria.

Campamento del MST en la fábrica Estreliana (PE)

Agricultura de subsistencia de las 
pobladoras de las islas de Serinhaem
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	 La reacción del poder público frente a las reivin-
dicaciones de los movimientos sociales en este proceso de 
conflictos terminó dividida. Por un lado, el Instituto Na-
cional de Colonización y Reforma Agraria (Incra) inicial-
mente las consideró legítimas y su respuesta a la presión 
social fue la creación de asentamientos de reforma agraria 
predominantemente en áreas de ingenios azucareros que-
brados -en Pernambuco, por ejemplo, de los 298 proyectos 
de asentamiento, más de 95 están en la Zona da Mata. 

	 Representantes de los poderes Judicial y políti-
co, sin embargo, influenciados o dominados por la vieja 
oligarquía de la caña, han defendido los intereses de los 
industriales de la caña hasta llegar a constituirse en uno 
de los principales obstáculos para el avance de la reforma 
agraria en la región, según denuncian los movimientos de 
Derechos Humanos y el mismo Incra. Sobre ese tema, el 
Procurador General del organismo, Valdez Faria, afirmó 
que “el Poder Judicial ha optado, en las acciones que se 
refieren a la cuestión agraria, por la visión del Derecho 
como instrumento de conservación y manutención de las 
estructuras sociales existentes, en detrimento del concepto 
de Derecho como instrumento para promover las trans-
formaciones sociales encaminadas a la construcción de una 
sociedad libre, justa, fraterna y solidaria”50.

	 Según las organizaciones sociales y de Derechos 
Humanos, pese a que todavía representa a uno de los sec-
tores más endeudados del Nordeste, el incentivo guberna-
mental a la producción de etanol ha recrudecido la disputa 
por las tierras por parte de las fábricas. Este proceso inclu-
ye tanto batallas judiciales contra expropiaciones debido 
al no cumplimiento de la función social de ingenios azu-
careros improductivos, como intentos de recuperar tierras 
ya destinadas a la reforma agraria y expulsión de antiguos 
pobladores de áreas pertenecientes a las fábricas (que hoy 
son una parte considerable de los integrantes de los movi-
mientos de lucha por la tierra). 

	 En Pernambuco, las disputas judiciales por tie-
rras de ingenios azucareros que han quebrado han sido 
uno de los principales vectores de los conflictos agrarios. 
Casos como los de las fábricas Estreliana, en Gameleira 
(ver estudio de caso Usina Estreliana), y Aliança, en Ipoju-
ca, por ejemplo, son emblemáticos. 

	 De acuerdo con un levantamiento de la CPT, 
de los más de 20 ingenios azucareros pertenecientes a la 
Aliança, que declaró quiebra en 1996 -en esa época, la fá-
brica despidió a más de mil trabajadores sin pagar sus deu-
das laborales -, 15 son reivindicados por el Incra para fines 
de reforma agraria.

	 Inspeccionada por ese organismo en 1999, la 
fábrica Aliança fue clasificada como “gran propiedad im-
productiva”, pero el 2001 la empresa fue a la Justicia con 

una Medida Cautelar y una Acción Declaratoria de Pro-
ductividad, obteniendo decisión cautelar que determinó 
la paralización de los procedimientos administrativos de 
expropiación. En diciembre del 2002, a su vez, la 7ª Vara 
Federal concluyó que la fábrica no cumplía la función so-
cial de la propiedad, y que era correcto el procedimiento 
realizado por el Incra. Nuevamente, la Aliança interpuso 
una apelación, siendo beneficiada por el efecto suspensivo 
del recurso, que sólo cesó en abril del 2004, por decisión 
del Tribunal Regional Federal.

	 Todavía según la CPT, la situación de los agri-
cultores que, respaldados por la Justicia del Estado, per-
manecieron en los ingenios azucareros aguardando a que 
la fábrica saldara sus deudas laborales, es delicada, debido 
a presiones y amenazas por parte de la empresa y de sus 
funcionarios. En abril del 2008, cerca de 200 familias que 
viven en el ingenio Falcão hace más de 20 años cultivan-
do alimentos para subsistencia, tuvieron sus cultivos des-
truidos por la Policía Militar, con la justificación de que 
estaban cumpliendo un mandato judicial de la Justicia del 
Trabajo. La acción fue considerada ilegal por la Justicia del 
Estado.

	 En lo que se refiere a la expulsión de antiguos 
granjeros de las áreas de ingenios azucareros (ver estu-
dio de caso Usina Salgado), el abogado laboral Bruno Ri-
beira de Paiva evalúa que las acciones son parte de una 
estrategia de expansión de las áreas de caña, que se pro-
pone, también, “producir” un nuevo contingente de mano 
de obra más barata. “La política perversa de destrucción 
de pequeñas granjas y casas rurales se diseminó entre las 
empresas sucroalcoholeras nordestinas, agravando los ya 
elevados problemas sociales. Expulsados de las tierras, los 
trabajadores se fueron a vivir a favelas en las ciudades veci-
nas, denominadas por ellos como ‘puntas de calle’. Además 
de agravar los problemas urbanos, esos desempleados en 
masa están formando una gran reserva de bóias-frias -tra-
bajadores temporeros -en esas ciudades y son contratados 
en las zafras para trabajar en las otras regiones del Estado 
o fuera del mismo”, dice Paiva.
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Caso | Usina Estreliana, símbolo de la disputa 
por tierra

	 Uno de los casos más emblemáticos de la disputa por tierras, 

implicando a los movimientos sociales, el Incra, los propietarios y el Po-

der Judicial, es el caso de la fábrica Estreliana, localizada en el municipio 

de Gameleira, en Pernambuco. 

	 Un historial de los procesos de disputa por áreas de la Estre-

liana (la fábrica está compuesta por cerca de 20 ingenios azucareros), 

elaborado por la ONG Tierra de Derechos, muestra que ya en 1996 el 

Incra declaró los ingenios azucareros São Gregório, Alegre I y Alegre II 

como de interés social para fines de reforma agraria. En febrero de 1997, 

la Justicia defirió la emisión de propiedad de las áreas a favor de ese 

organismo, que asentó a 106 familias de sin tierra vinculadas al MST.

	 En 1998, el gobierno del Estado decretó la quiebra de la Es-

treliana como resultado de una deuda de R$ 707 millones (de los cuales 

15,5 millones de INSS, 8 millones de FGTS y 26 millones de ICMS). Debía 

también R$ 90 mil en sueldos a los trabajadores. La quiebra se suspen-

dió poco después del decreto, cuando el juez (desembargador) Zamir 

Machado Fernandes devolvió la propiedad de las tierras a los propietarios 

José Costa Cavalcanti Júnior y Gustavo Costa Albuquerque Maranhão. 

	 A partir del 2006, relativamente reestructurada tras una se-

rie de negociaciones que incluyeron arreglos territoriales y fiscales, la 

Estreliana se presentó a la Justicia buscando recuperar las áreas de los 

asentamientos. En una batalla judicial entre la fábrica (mayoritariamente 

favorecida por la Justicia regional) y el Incra, en la que se alternan deci-

siones favorables y desfavorables para ambas partes, el proceso acabó 

en el Supremo Tribunal Federal. El 18 de mayo del 2007, por decisión de 

la Ministra Ellen Gracie, que consideró que “retirar a las familias podría 

generar un nuevo y serio conflicto social en áreas rurales del país, cau-

sando lesión a la seguridad pública, producto, por cierto, de la manuten-

ción del orden público y de la paz social”, el STF dio victoria al Incra.

	 Proceso similar, pero con distinto final, ocurrió en el engenho 

Pereira Grande. inspeccionada y considerada improductiva por el Incra 

en el 2002, el área fue declarada como de interés social para fines de re-

forma agraria a través de Decreto Presidencial en noviembre del 2003. 

Desde entonces, comenzó una batalla jurídica por el área entre el Incra 

y la Usina Estreliana que, derrotada en el STF en el 2004, salió victoriosa 

Acampado del MST expulsado del ingenio Pereira Grande

en una acción interpuesta junto al Tribunal Regional Federal de la 5a. 

Región en el 2005. Apelando de esta decisión junto al STF, el Incra reci-

bió decisión favorable de la Ministra Ellen Gracie y, en marzo del 2006, 

asentó a 150 familias de sin tierra con aval de decreto presidencial.

	 Sorprendentemente, poco tiempo después Ellen Gracie revi-

só su decisión y determinó que la concesión del título de propiedad y 

la continuidad de la acción de expropiación sólo podrían concretizarse 

después que fuese juzgada la Reclamación Constitucional propuesta 

por el Incra. Frente a esta nueva decisión, la Usina Estreliana interpuso 

una acción (2006.83.00.005173-3) junto a la 7a. Vara Federal de Recife 

y obtuvo una medida cautelar de reintegración de propiedad. En junio 

del 2006, las familias recién asentadas fueron desalojadas por la Policía 

Militar, que también destruyó todos sus cultivos y casas. 

	 En declaración51 prestada sobre el proceso, la agricultora An-

tonia, vinculada al MST, relata que el asentamiento de los trabajadores 

ocurrió “en la semana de la Cuaresma. El Oficial de Justicia nos leyó el 

decreto firmado por el presidente. Empezamos a construir y a plantar. No 

pasaron dos meses y, un día, llega la policía diciendo que teníamos que 

salir. Traían perros, helicóptero. Cuando un compañero mostró la copia 

del documento de propiedad del Incra, nos dijeron que no era bueno. Nos 

dieron una hora para retirar todo de allá, después le echaron veneno a 

nuestras huertas. Yo ya había plantado maíz, frijol, mandioca, papa...”.

	 La decisión del STF también indignó a la entonces superin-

tendente del Incra, Maria de Oliveira. “Quiero decir que ya no creo en la 

Justicia; cuando el STF garantiza un título de propiedad, yo coloco a los 

trabajadores en el área, y pocos días después esta decisión es revocada 

y tengo que sacar a las familias de sus tierras bajo azote”, protestó.

	 Actualmente, las familias desalojadas del engenho Pereira 

Grande -según el MST, gran parte de ellas era de pobladores de granjas 

en esa área, que fueron expulsados por la fábrica sin indemnización 

-aguardan una decisión final de la Justicia en un campamento dentro del 

asentamiento São Gregório. Según los acampados, hay un fuerte senti-

miento de inseguridad en el local, debido a repetidos ataques de intimi-

dación por parte de funcionarios de la fábrica. La seguridad alimentaria 

de los sin tierra también está perjudicada, puesto que, sin tierra para 

plantar, dependen de recibir, esporádicamente, canastas populares.

Caso | Usina Salgado, expulsión de agricultores 
de área estatal

	 La fábrica Salgado, localizada en el municipio de Ipojuca, 

Pernambuco, fue fundada en 1892 y posee un área de cerca de 15.500 

hectáreas, distribuidas en 19 ingenios azucareros. Actualmente, pertene-

ce al ex viceprefecto de Ipojuca, Marcos Queiroz (PT), y está entre las 

grandes productoras de alcohol anhídrido alcohol carburante de ese Es-

tado. También es dueña de parte del área donde se está construyendo 

la refinería binacional Abreu e Lima, de las estatales brasileña Petrobras 

y venezolana PDVSA.

	 A ejemplo de gran parte de las plantas productoras más an-

tiguas de Pernambuco, a mediados del siglo pasado había en la Salgado 

una villa obrera que contaba con más de 80 casas, una escuela y asis-

tencia hospitalaria para los empleados. La fábrica también recibió del 

gobierno autorización para uso de tierras de la Unión, en sistema de 

aforamiento, área parcialmente utilizada para cultivo de caña y también 

para agricultura de subsistencia de los trabajadores.

Anulación del aforamiento de tierras 
de la Unión para la fábrica Salgado
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	 Actualmente, cerca de 150 familias de pequeños agriculto-

res, la mayoría con al menos un miembro en los cuadros activos de la 

empresa, todavía vive en estas áreas. Desde el 2006, sin embargo, la 

fábrica está ejerciendo una fuerte presión para retirar a estos poblado-

res, tanto a través de acciones de coerción por parte de empleados de 

seguridad de la fábrica, como a través de acciones de desalojo. 

	 Desde el punto de vista jurídico, tanto estas acciones como 

la manutención del cultivo de caña en las tierras de la Unión (ingenios 

azucareros Salgado, de 1,7 mil ha y Mercês, de 1,4 mil ha) es completa-

mente ilegal, puesto que la licencia de uso fue cancelada en enero del 

2007 por la Gerencia Regional del Patrimonio de la Unión (GRPU) “en 

razón de interés público en el área para fines de reforma agraria”. 

Villa de trabajadores en la fábrica Salgado (PE)

	 Según acuerdo con la asesoría jurídica de la CPT, el análisis 

de la situación actual de la Salgado (basada en documentos oficiales del 

Ministerio Público, Ibama e Incra) muestra la siguiente situación fiscal 

y ambiental de la fábrica: deudas acumuladas de cerca de R$ 12 mi-

llones con el FGTS (de los cuales 9 millones ya se encuentran en fase 

de ejecución), 100 millones de reales inscritos en deuda activa con la 

Hacienda, estando más del 80% en ejecución, y R$ 87,8 millones junto al 

INSS; más de 5 mil procesos laborales; multas del Ibama por plantío de 

caña en Áreas de Preservación Permanente (APP); quema ilegal de la 

paja de la caña; ausencia de Reservas Legales en prácticamente todos 

los ingenios azucareros, entre otros.

Anulación del aforamiento de tierras 
de la Unión para la fábrica Salgado

	 Pese a estos factores, la empresa sigue reivindicando las 

áreas a través de la presentación, por vía judicial, de acciones de reinte-

gración de propiedad, emitidas por la Vara Civil de Ipojuca. De acuerdo 

con pobladores de la Salgado, la presión para retirar a los agricultores 

recrudeció tras la instalación de energía eléctrica en las viviendas, a tra-

vés del programa federal Luz para Todos, en el 2006. La conquista de 

ese derecho habría sido considerada por la empresa como una acepta-

ción del derecho adquirido de los pobladores en cuanto a esas áreas. “La 

luz significaba desarrollo para nuestros campos, lo que haría que fuese 

más difícil para la empresa convencer a las familias a que cambiaran 

sus campos por viviendas en la ciudad”, explica un poblador.

	 Pese a que casi todos los pobladores ya recibieron citaciones 

de desalojo, ninguna acción policial, en el sentido de hacer cumplir las 

reintegraciones de propiedad, ocurrió hasta fines del 2008. Cuestio-

nados sobre la situación jurídica de las tierras, la GRPU afirmó que, 

después de cancelada la licencia de uso de la fábrica, cabe al Incra dar 

continuidad al proceso de regularización a favor de los agricultores. 

El organismo, a su vez, argumenta que aguarda laudo de la Agencia 

Estadual de Medio Ambiente y Recursos Hídricos sobre la situación am-

biental de las tierras, a partir del cual podría definir el asentamiento en 

el local o el traslado de los trabajadores rurales hacia otra zona.

Acción de desalojo de la fábrica Salgado
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Francisco (60 mil ha en la región de Barra y Cruz das Al-
mas), Corrente (30 mil ha en Bom Jesus da Lapa), Cerrados 
do Oeste (300 mil ha en la región de Barreiras), Sudoeste 
(60 mil ha en la región de Itapetinga, Caatiba y Barra do 
Choça) y Canal do Sertão (60 mil ha en Casa Nova). 

	 À excepción de las 300 mil ha de caña en el Ex-
tremo Sur - región que ya sufre grandes impactos del mo-
nocultivo de eucalipto54 -, los demás polos del programa 
tienen previstos un uso intensivo de agua, sea por aspersión 
(en 300 mil ha en las zonas de Cerrado del Oeste baiano, 
donde las cuencas del Río Grande y del Río Corrente ya es-
tán en su límite máximo de uso, según la superintendencia 
de Recursos Hídricos de Bahia), sea a través de proyectos 
de irrigación a partir del río São Francisco y sus afluentes 
(proyectos de irrigación Salitre, Baixio de Irecê, Corrente y 
Médio São Francisco, en implantación o en fase de estudio, 
y en los valles de los ríos Catolé y Gongogi, en el Sudoeste 

del Estado)55.

	 Según el geólogo Luiz Carlos Fon-
tes, coordinador regional del Baixo São 
Francisco del Comité de Cuencas Hidro-
gráficas del São Francisco (CBHSF), una 
evaluación preliminar del Bahiabio puede 
generar dos preocupaciones iniciales: por 
un lado, la demanda acelerada y no previs-
ta de uso de agua del río y de sus afluentes 
por parte del proyecto de cultivo de caña 
de azúcar de Bahia puede sobrepasar el 
volumen disponible, lo que causaría gran-
des impactos ambientales y podría crear 
inestabilidades entre los Estados pertene-
cientes a la Cuenca. Por otro lado, dirigir 
los recursos hídricos prioritariamente ha-
cia la caña puede recrudecer los conflictos 
por tierra y agua en el Estado.

	 De acuerdo con datos del CBHSF, la 
demanda total de recursos hídricos de la 

Capítulo_4
Impactos Hidro-fundiarios

	 Entre los nueve Estados del Nordeste, actualmen-
te Bahia es el sexto en área sembrada de caña destinada 
al sector sucroalcoholero, con 37,4 mil ha52. En número de 
plantas productoras de etanol -tomando como referencia 
las unidades inscritas junto a la Agencia Nacional del Pe-
tróleo (ANP) -, sin embargo, el Estado, con tres fábricas, 
supera solamente a Ceará (con dos) y a Piauí (con una). Las 
fábricas de Bahia son la União Industrial Açucareira Ltda, 
em Amélia Rodrigues, Recôncavo baiano; Agro Industrias 
do Vale do São Francisco S/A - Agrovale, em Juazeiro, no 
Vale do São Francisco; e Usina Santa Maria Ltda, em Me-
deiros Neto, extremo Sur del Estado53. 

	 Este cuadro puede sufrir alteraciones si un am-
bicioso proyecto de ampliación del área plantada y de de-
sarrollo de polos industriales de producción de etanol del 
gobierno del Estado llega a concretizarse. Lanzado en 
noviembre del 2007, el Programa de Bioenergía Bahiabio 
pretende viabilizar la producción anual de 7,48 millones de 
metros cúbicos de etanol en ese Estado, a partir del cultivo 
de 870 mil hectáreas de caña -más que el doble del área ac-
tual de caña de Alagoas (426,8 mil ha), cuarto Estado pro-
ductor del país. 

	 Según datos de la Secretaría de Agricultura, Irri-
gación y Reforma Agraria de Bahia, el Bahiabio prevé el 
desarrollo de ocho polos de producción de etanol y la ex-
pansión del área dedicada a la caña: Extremo Sur (300 mil 
ha en la región de Porto Seguro), Salitre (20 mil ha en la 
región de Juazeiro), Baixio de Irecê (40 mil ha en los mu-
nicipios de Xique-Xique e Itaguaçu da Bahia), Médio São 

Caña irrigada en Juazeiro, Bahia

POLOS DE PRODUCCIÓN DEL BAHIABIO

CERRADOS DO OESTE

CORRENTE

MÉDIO SÃO FRANCISCO

BAIXIO DE IRECÊ

CANAL DO SERTÃO

SALITRE

SUDOESTE

EXTREMO SUL
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Cuenca del São Francisco, tomando como base el año 2000, 
es, como promedio, de 166 m3/s, siendo el caudal consu-
mido de 105 m3/s. En Bahia, las unidades hidrográficas 
con mayores problemas -donde la relación entre los usos 
y el caudal promedio alcanza más de 20%, caracterizando 
una situación crítica -son las cuencas de los ríos Paramirim, 
Santo Onofre y Carnaíba de Dentro, Verde y Jacaré, mar-
gen izquierda de los ríos Sobradinho, Salitre, Curaçá y Ma-
cururé, exactamente donde incide parte de la planificación 
del Bahiabio.

	 En lo referente a disputas hidro-fundiarias, a su 
vez, el CBHSF señala como principales áreas de conflicto im-
portantes las subcuencas del Alto Grande (región de Barrei-
ras y Taguatinga, dominada por los monocultivos de soja y 
algodón) y Salitre (región de Juazeiro y Sobradinho), además 
de futuros polos de cultivo de  caña previstos en el Bahiabio. 
“La expansión de la ocupación del suelo provocada por el cre-
cimiento de la agricultura en la subcuenca del Río Grande, 
al Oeste de Bahia, y el aumento del uso del agua para irri-
gación, deja a la región vulnerable con respecto a conflictos 
entre usuarios del agua. En el caso de la subcuenca del río 
Salitre, además de la expansión de la irrigación, se observa 
la limitación de disponibilidad hídrica y la baja capacidad de 
dilución de efluentes en sus cursos de agua como factores de 
generación de conflictos entre los usuarios. Se observa que 
el problema de escasez crónica de agua también dificulta el 
abastecimiento y la dilución de efluentes en gran parte de la 
región semiárida de la Cuenca”56. 

	 El CBHSF también mapeó las áreas de conflicto 
de menor relevancia (donde existen puntos que pueden 

traducirse en conflictos potenciales), que abarcan práctica-
mente todo el margen izquierdo del São Francisco entre las 
fronteras con Pernambuco y Minas Gerais.

	 Según la Compañía de Desarrollo de los Valles del 
São Francisco y del Parnaíba (Codevasf, autarquía vincula-
da al Ministerio de la Integración Nacional responsable por 
los proyectos de aprovechamiento de los recursos hídricos 
de la cuenca del São Francisco), los perímetros irrigados57 
son reservados a la agricultura empresarial, independien-
temente de la ocupación anterior o histórica de las tierras. 
De acuerdo con la autarquía, el objetivo principal de los 
proyectos es ofrecer estructuras y agua, al costo más bajo 
posible, a complejos técnica y económicamente habilitados 
para la producción a escala empresarial, tanto en los módu-
los para pequeños y medianos emprendimientos, como en 
las grandes áreas.

	 Poco valorizadas por la Codevasf, las tierras de los 
perímetros irrigados son adquiridas por la autarquía a tra-
vés de expropiación por decreto de utilidad pública (venta 
obligatoria), y revendidas o cedidas por “precios mínimos”, 
a través de licitación, a los emprendedores considerados 
adecuados. En el caso de la ocupación anterior por possei-
ros (quienes ocupan tierras abandonadas y pasan a cultivar-
la) o pequeños agricultores, sería responsabilidad de la Co-
devasf indemnizar y reasentar el “pasivo social”, obligación 
que no siempre es cumplida.

	 Entre las estructuras de irrigación incluidas en el 
Bahiabio, los canales Salitre y Baixio do Irecê están en una 
fase más avanzada para la implantación de grandes proyec-

tos agroindustriales. Paralizadas 
en 1999, las obras de los dos ca-
nales fueron reanudadas en el 
2007, con su inclusión en el Plan 
de Aceleración del Crecimiento 
(PAC) del Gobierno Federal, que 
aportó R$ 251,5 millones para el 
canal Salitre y R$ 241 millones 
para el Baixio do Irecê. 

	 Ambos proyectos han sido mar-
cados por conflictos y disputas 
de tierras que, sin haber recibido 
del poder público la atención ne-
cesaria para una resolución satis-
factoria para las poblaciones del 
sertão, pueden volverse emble-
máticos de los proyectos de caña 
irrigados. Más polémico, por 
involucrar acciones de un grupo 
organizado y con gran fuerza po-
lítica como el Movimiento de los 
Trabajadores Rurales Sin Tierra 
(MST), el conflicto en Salitre 
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tuvo parte del perímetro irrigado ocupado durante más de 
un año por cerca de 800 familias de sin tierra, entre abril 
del 2007 y junio del 2008. En este periodo, la estructura de 
irrigación fue utilizada por los agricultores para una exitosa 
y diversificada producción de alimentos, que fue destruida 
después del desalojo de los sin tierra. Actualmente, las cerca 
de mil familias están instaladas en un área provisional sin la 
menor condición para desarrollar la agricultura, según los 
líderes del MST - vea detalles en el estudio de caso Salitre.

	 En el Baixio do Irecê, la población del sertão que, 
desde hace generaciones ocupa con sus granjas parte de lo 
que será el perímetro irrigado de la Codevasf, ha sido des-
alojada “sin diálogo ni indemnizaciones”, como denuncian 
pobladores de las comunidades de Boa Vista y Roçado, ve-
cinas al proyecto. Representantes de la autarquía en Brasí-
lia justifican diciendo que toda el área habría sido “compra-
da” y que desconocen la presencia de posseiros en el local, 
pero, según declaran los pobladores, representantes locales 
de la Codevasf han tratado de negociar soluciones indivi-
dualmente, impidiendo la organización de las comunidades 
y la estandarización de las negociaciones, como se describe 
en el estudio de caso Baixio do Irecê.

Caso | Canal Salitre servirá a la caña

	 Situado entre los municipios de Juazeiro y So-

bradinho, el canal Salitre, que retirará del São Francisco 37 

m3 de agua por segundo (contra 26,4 m3/segundo previs-

tos por el proyecto de transposición del río São Francisco) 

debe irrigar, según la Codevasf, 31,3 mil hectáreas, de las 

cuales 20 mil pueden ser destinadas, de acuerdo a lo pre-

visto por el Bahiabio, al cultivo de caña. La parte del canal 

que ya ha sido concluida atiende 5 mil hectáreas, pero, 

según la autarquía, recién en marzo del 2009 se debe 

iniciar el proceso licitatorio que definirá quienes serán los 

futuros usuarios del proyecto. 

	 En una región de caatinga, donde la sequía es 

el principal obstáculo para el desarrollo de la producción 

de subsistencia de la agricultura familiar, las altas inversio-

nes públicas destinadas a complejos agroindustriales de 

gran porte empezaron a ser cuestionados por los movi-

mientos sociales, en especial el MST, ya en el 2005. Ese 

año, el movimiento inició una serie de negociaciones con la Codevasf 

para la implantación de estructuras de irrigación, como pequeñas presas 

y pozos artesianos, en los asentamientos de Remanso, Casa Nova, Sobra-

dinho, Sento Sé, Senhor do Bonfim y Juazeiro, así como una participación 

en el proyecto del canal Salitre. Según la dirección estadual del MST, sin 

embargo, ninguno de los acuerdos fue cumplido por la autarquía.

	 En el 2006, una negociación entre el movimiento, la Codevasf 

y el entonces ministro interino de la Integración Nacional, Pedro Britto, 

acordó traspasar un área del perímetro de Salitre al Instituto Nacional de 

Colonización y Reforma Agraria (Incra) para el asentamiento de 800 fami-

lias de sin tierra. A inicios del 2007, el acuerdo fue revocado por el actual 

ministro Geddel Vieira, y en abril del mismo año cerca de mil familias del 

MST ocuparon un área a lo largo de la parte ya finalizada del canal de 

irrigación.

	 En los periodos en que parte de Salitre permaneció ocupa-

da por los sin tierra -durante el cual el gobierno trabó una verdadera 

batalla judicial por la reintegración de propiedad -, el campamento del 

MST desarrolló una intensa producción de cultivos alimentarios. En los 

primeros nueve meses de trabajo, la producción estimada fue de cerca 

de 330 toneladas de melón, 70 toneladas de tomate, 40 toneladas de 

sandía, 30 toneladas de cebolla, 10 toneladas de quimbombó, 3 mil cajas 

de pimentón, además de girasol, calabaza, frijol, maíz, hortalizas y hierbas 

medicinales58. 

	 Diversas órdenes de desalojo, una creciente presión de la Po-

licía Militar y un acuerdo firmado entre el MST, el Incra, la Codevasf y el 

gobierno del Estado, que preveía ceder un área con estructura productiva 

similar a la de Salitre, llevó al movimiento a desocupar las tierras en junio 

del 2008. Actualmente acampados en un área en la periferia de Sobra-

dinho, las cerca de mil familias siguen aguardando el cumplimiento de 

las promesas. Dependientes de una canasta popular con un valor de R$ 

40,00 “que llega mes por medio”, desde el desalojo los agricultores “no 

produjeron ni una sola mata de frijol”, debido a la pésima calidad del suelo, 

afirma la dirección del estadual del movimiento. En Brasília, la Codevasf 

confirma que fue hay un acuerdo para estructurar nuevas tierras para las 

familias, pero no da plazos para que las obras sean realizadas.

Campamento del MST en Salitre

Campamento del MST en Sobradinho, después del desalojo de Salitre
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Caso | La amenaza a los “sertanejos” en Baixio do 
Irecê
	 Según la Codevasf, el proyecto del Baixio do Irecê, cuyo con-

sumo de agua será de 60 m3/segundo (casi tres veces el volumen de 

la transposición del São Francisco) prevé la construcción de un canal de 

irrigación para 58,6 mil ha en los municipios de Xique-Xique e Itaguaçu 

da Bahia, en la orilla derecha del São Francisco. De este total, el Bahiabio 

prevé que 40 mil ha sean destinadas al cultivo de caña.

la continua falta de información y negociación por parte de la Codevasf, 

y por el avance de una cerca que estaría delimitando la propiedad de la 

autarquía.

	 En declaraciones al CMA, pobladores de las dos comunidades 

afirmaron que “funcionarios de la Codeverde llegaron aquí, dijeron que 

la tierra era de ellos, empezaron a echar abajo las cercas y acabaron con 

las huertas (de quienes plantaban dentro del perímetro)”. “La gente de 

la firma viene bajando con la cerca, quitándole la tierra a todo el mundo. 

Lo que dicen es: ‘compramos las tierras, ustedes tienen que salir’. Varias 

veces nos prometieron una reunión para explicar los procedimientos, 

pero nunca la hicieron”.

	 Según los agricultores, varios de ellos son abordados indivi-

dualmente por funcionarios del Consorcio para negociar indemnizacio-

nes -las ofertas han variado entre R$ 5 mil y R$ 25 mil —, pero en nin-

gún momento se presentaron documentos o garantías de pago. Otros 

relatos narran que, después de “quitarles los campos” (cercados por la 

empresa con prohibición de acceso, sin dejarlos retirar los productos), 

funcionarios habrían prometido “volver para darles el precio de la tierra, 

pero hace más de un año y todavía no entraron en contacto”.

 Destrucción de una forma de vida

	 En su casa de barro en la comunidad de Roçado, la señora 

mira hacia los lados del São Francisco y recuerda el periodo de la gran 

inundación, a fines de 1970, cuando el río subió y lo cubrió todo: huerta, 

cerca, vivienda. Ese año, todo el mundo se cambió “más hacia aden-

tro del sertão”, a la comunidad de Carneiro, llevando ollas y animales. 

Cuando las aguas bajaron, la gente volvió, reconstruyó lo que había sido 

derribado y la vida siguió su rumbo.

	 De los 87 km planeados, el canal de Baixio do Irecê ya tiene 

14 km listos para licitación (administrados, como resultado de una Co-

laboración Publico-Privada con el gobierno, por la Compañía de Desa-

rrollo Río Verde (Codeverde), consorcio formado por las constructoras 

Odebrecht y por la estatal libia Lafyco). Parte de las tierras que aten-

derá, sin embargo, son de uso tradicional de las comunidades ribereñas 

y de la Caatinga de la región y, pese a la afirmación de la Codevasf de 

que ya habría “comprado” toda el área del proyecto, según los comuni-

tarios se está tramitando una expropiación sumaria de las granjas, “sin 

la mínima negociación”.

	 Según la Comisión Pastoral de la Tierra (CPT), que recorrió 

la región en agosto del 2008, al menos 17 comunidades (Muquém, Es-

conço, Poço Grande, Nova Vereda, Boa Vista, Carneiro, Boca do Bode, 

Conceição, São João, Vista Nova, Curral do Meio, Muritiba, Pedras, Ta-

pera, Roçado, Roçado do Rio Verde y Maravilha), son potencialmente 

afectadas por estar dentro del perímetro irrigado o por poseer áreas de 

“solta”, “fecho de pasto” y “fundo de pasto” -tierras del Estado (devolu-

tas) utilizadas comunitariamente para criar animales -reivindicadas por 

la Codevasf/Codeverde. Sin “área propia” para los animales, la comuni-

dad de Conceição, por ejemplo, se ha visto obligada, según los agricul-

tores, a pagar a la Codeverde uno de cada ocho bovinos y uno de cada 

cinco caprinos por el uso del área de pasto. Lo mismo ocurre con los 

comunitarios de Muquem, que afirman poseer recibos por los animales 

que entregaron al Consorcio.

	 En octubre del 2008, un levantamiento de la situación junto 

a las comunidades de Bela Vista y Roçado (las más próximas a la estruc-

tura de captación de agua del canal), que fue realizado por el Centro de 

Monitoreo de Agrocombustibles (CMA) de la ONG Repórter Brasil, cons-

tató que la captación de agua por los ribereños sigue grande, debido a 

Proyecto de irrigación del Baixio de Irecê Animales en la Caatinga baiana
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	 No recuerda bien en qué momento sus abuelos llegaron a 

la región, pero sabe que “hace mucho tiempo”. Cada familia demarcó 

algunas áreas de huerta, soltó los animales donde había alimento, y 

cuando el río lo demandaba, se cambiaban a otro lado. Cuestionada so-

bre su “ingreso mensual”, la señora mira desconcertada y no entiende la 

pregunta. “¿Cuánto gana al mes? Cuando vende su producción, ¿cuánto 

gana?”. No tiene ingreso, no vende productos, explica. El sertanejo plan-

ta lo que come, y cuando necesita dinero para el médico, ropas y otras 

necesidades, vende un animal. El buey, la cabra y la gallina son el banco. 

	 La organización productiva y social prácticamente al mar-

gen del capitalismo, que caracteriza a muchas comunidades sertanejas, 

así como la poca movilidad que tienen (en casos de inundación, por 

ejemplo), explica la reacción de temor ante el proyecto manifestada 

por muchos pobladores de la región de impacto de Baixio do Irecê. El 

miedo es principalmente ante las amenazas de desalojo o expropiación, 

puesto que “ni la indemnización resuelve. Vender todo no sirve, incluso 

si el caballero nos diese R$ 100 mil por las tierras... Nosotros agarramos 

el dinero, ¿y después qué hacemos? Nos quedamos en la calle”. Ante 

las promesas de que se crearán empleos, las respuestas son dos: “para 

nosotros, empleo no sirve, porque no sabemos trabajar en eso (en la 

caña o en las frutas). Empleo es para la gente de afuera”; y “la gente 

no quiere servir de empleado. Todo el mundo sólo quiere trabajar en su 

campo”.

	 Frente a la dependencia de las comunidades sertanejas de 

una estructura sociocultural construida en siglos de convivencia con el 

semiárido, la imposición del nuevo modelo de ocupación de la tierra por 

el hidro-agronegocio, articulada por el poder público, es de una brutali-

dad extrema. En la lógica del desarrollo social, argumenta la CPT, dos 

hectáreas irrigadas son suficientes para mantener a una familia. Con 

base a este cálculo, si el canal del Baixio do Irecê fuese destinado al 

fortalecimiento de la agricultura familiar y a la producción de alimentos, 

cerca de 29 mil familias podrían ser beneficiadas. Realista, la señora 

de la comunidad de Roçado evalúa que la inversión de las prioridades 

de los aportes públicos en irrigación sería muy bienvenida, pero poco 

probable. “Así, lo correcto es quedarnos como estamos. Nosotros quere-

mos esto de aquí así como está: cada uno con su campo, que era de los 

padres, que era de los abuelos.”

Pobladores de Bela Vista temen 
expulsión y destrucción de su 
forma de vida
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Amazonía

	 Contradiciendo el discurso del presidente Luiz 
Inácio Lula da Silva, e incluso de entidades representativas 
de la industria sucroalcoholera, la expansión de la caña de 
azúcar en la Amazonía Legal ya es una realidad. 

	 La caña de azúcar se ha transformado en el prin-
cipal agente de una verdadera prueba de fuerzas entre los 
ministerios de la Agricultura, Pecuaria y Abastecimiento 
(MAPA) y del Medio Ambiente (MMA) en las discusiones 
sobre cómo será su zoneamiento agroecológico. Y ese es el 
mayor síntoma de que el avance de esos cultivos sobre la 
región amazónica ya es, realmente, considerado como algo 
concreto, más allá de los discursos oficiales.

	 Presionado por entidades no gubernamenta-
les extranjeras, Lula afirmó categóricamente, en junio 
del 2007, que Brasil no plantará caña de azúcar en la re-
gión Amazónica. “Estamos determinando el zoneamiento 
agroecológico exactamente para que la gente pueda demar-
car claramente lo que se puede plantar y dónde. No quere-
mos plantar caña en la Amazonía, porque sabemos que esa 
tierra no es productiva para la caña. Entonces, no sirve de 
nada invertir recursos allá”, aseguró el presidente59.

	 En ese mismo periodo, los discursos de la Unión 
de la Industria de Caña de Azúcar (Unica), mayor represen-
tante de los empresarios azucareros de la región Sudeste, 
y en especial de São Paulo, extrañamente convergían con 
los del Gobierno Federal. El presidente de la entidad, Mar-
cos Jank, afirmó, incluso, durante un evento, que la región 
amazónica “siquiera sirve para el cultivo de la caña, puesto 
que allá llueve demasiado y la tierra no es apropiada60”.

	 Menos de un mes después de la controvertida 
declaración de Lula, sin embargo, la mayor -y más polé-
mica -liberación de trabajadores esclavos ya ocurrida en 
Brasil mostraba que tanto el gobernante como el líder de 
la industria sucroalcoholera estaban, como mínimo, equi-
vocados. El 30 de junio del 2007, 1.064 labradores fueron 
liberados de la hacienda Pagrisa, en el municipio de Ulia-
nópolis, en el Estado de Pará. La propiedad produce 50 
millones de litros de alcohol al año, además de 4 mil sacos 
de azúcar al día (ver caso Pagrisa a continuación).

 Zoneamiento

	 Ese tipo de situación hace con que el camino que 
el zoneamiento de la caña tendrá de recorrer sea difícil 
y accidentado. Tanto es así que la divulgación definitiva 
de los estudios, coordinados por la Empresa Brasileña de 
Pesquisa Agropecuaria (Embrapa), contando con el auxilio 
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de entidades estatales y universidades, ya se ha pospuesto 
diversas veces y hasta la fecha existen pocas certezas sobre 
el asunto.

	 Hasta el cierre del presente informe, la divulga-
ción definitiva del zoneamiento, que llegó a ser prometida 
para el 31 de julio del 2008, no había ocurrido. Las últimas 
noticias indicaban que el estudio se había concluido a ini-
cios de noviembre, pero en su participación en la Conferen-
cia Internacional sobre Biocombustibles, realizada en São 
Paulo, el ministro del Medio Ambiente, Carlos Minc, no 
reveló nada formal sobre ese asunto. 

	 Según las declaraciones preliminares oficiales, 
los esfuerzos han sido en el sentido de garantizar que los 
cultivos no interfieran en ninguna zona de vegetación pri-
maria o de producción de alimentos. Otro aspecto del zo-
neamiento será imponer la adecuación de los productores 
a las directrices del estudio como condición para obtener 
financiación pública.

	 En lo que se refiere estrictamente a la Amazonía 
Legal, una de las pocas afirmaciones que ha sido defen-
dida repetidamente, al menos por parte del MMA, es la 
de que nuevos proyectos de fábricas en la Amazonía serán 
bloqueados. Los emprendimientos ya existentes, sin em-
bargo, tendrán su permanencia garantizada en la región. 
Actualmente, están inscritas 22 fábricas localizadas en la 
Amazonía Legal.

	 Sin embargo, existen varias divergencias entre 
los números oficiales y la práctica. Los datos de la ANP, 
por ejemplo, no muestran la existencia de fábricas en Acre. 
Sin embargo, de hecho existe una planta instalada en el 
municipio de Capixaba, a poco más de 70 km de Rio Bran-
co, capital de Acre.

	 Divergencias como esa son frecuentes en todo lo 
que guarda relación con la expansión de la caña en la 
Amazonía. Ni siquiera las informaciones del IBGE re-
flejan la extensión real de los cultivos de caña en tie-
rras amazónicas. Por ejemplo, ese organismo registra, 
en el 2007, un total de 25.884 hectáreas ocupadas con 
ese cultivo en la región Norte61. En Roraima, para que 
se tenga una idea, los datos del IBGE indican que el 
área dedicada a la caña se mantuvo estable en 548 hec-
táreas desde el 200462. Sin embargo, un único propieta-
rio de ese Estado posee 700 hectáreas de caña63. 

	 Datos más recientes, del tercer levantamien-
to de la zafra 2008 de caña de azúcar, hecho por la 
Conab, muestran una expansión de 23,5% del área 
ocupada con caña en la región Norte entre el 2007 y 
el 2008. La compañía calcula en 20,6 mil hectáreas la 
extensión de los cultivos. No obstante, los datos de la 
Conab mencionan sólo tres Estados en esas estadísti-

cas (y se refieren sólo a la caña destinada al sector sucroal-
coholero en el 2008): Amazonas, con 3,7 mil hectáreas, 
Pará, con 11 mil y Tocantins, con 5,7 mil.

Frentes de Expansión

 Amazonas

	 Nuevamente, los datos son divergentes: la única 
fábrica de Amazonas que está registrada en la ANP, la Ja-
yoro, declara poseer 4,5 mil hectáreas dedicadas a la caña. 
Según el MMA, la plantación de la empresa ya amenaza un 
Área Prioritaria para la Biodiversidad64. Se trata del Área 
de Protección Ambiental (APA) del Margen Izquierdo del 
Río Negro, sector Aturiá/Apuauzinho. De acuerdo con 
un levantamiento del ministerio, que consta en la última 
actualización del Mapa de las Áreas Prioritarias para la 
Biodiversidad, el área es de importancia “extremadamente 
alta”, y la prioridad de su conservación también es “extre-
madamente alta”. Según ese organismo, entre otras ame-
nazas el área está siendo afectada por los cultivos de gua-
raná y caña de azúcar, ambos de la Jayoro, que estarían 
localizados sobre nacientes del río Apuaú.

 Acre

	 El caso de Acre se concentra alrededor de una 
sola fábrica: la Álcool Verde, controlada por el grupo Fa-
rias*. La empresa, instalada a lo largo de la BR-317, se 
encuentra impedida de funcionar debido a irregularidades 
ambientales. 

(*) Este texto fue corregido en el 26 de febrero de 
2009. Al contrario de lo que ha afirmado el Centro 
de Monitoreo de Agrocombustibles en su informe 
sobre caña, el Grupo Farias, inversionista en pro-
yecto Álcool Verde, en Capixaba, Acre, pertenece 
a Eduardo Farias, hijo del ex senador Antonio Fa-
rias, y no al diputado federal Augusto Farias.

Instalaciones de la planta  Álcool Verde,
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	 Los Ministerios Públicos Federal y Estadual 
confeccionaron una lista de 14 exigencias para que la fá-
brica se ajuste a la legislación y pueda operar normalmen-
te. La principal demanda de los organismos se refiere a 
la explotación de los recursos hídricos de la empresa, que 
puede llegar a un volumen de 220 mil litros de agua por 
hora, cifra capaz de afectar los manantiales cercanos y el 
abastecimiento de las ciudades vecinas. Para regularizar 
sus actividades en ese aspecto, la fábrica deberá adoptar 
sistemas alternativos de captación de agua y mantener un 
monitoreo del volumen de los ríos y arroyos de los que 
retira agua.

	 Otro aspecto es la exigencia de salvar los sitios 
arqueológicos localizados en áreas arrendadas para el cul-
tivo de caña y el estímulo a la protección de los llamados 
geoglifos -vestigios arqueológicos representados por dibu-
jos geométricos u otras formas -presentes en la región. 

	 Por último, el MPF y el MPE exigen, también, 
que la producción de la fábrica sea destinada, prioritaria-
mente, al mercado consumidor local. El gobierno de Acre 
es co-emprendedor de la fábrica, y, por lo tanto, también 
responde como responsable en caso de incumplimiento de 
cualesquiera de esos parámetros65.

 Rondônia

	 El levantamiento de la Conab desconsidera los 
Estados como Rondônia, por ejemplo. Sin embargo, en 
ese territorio, según los datos del IBGE, ya se constata 
una clara expansión de los cultivos de caña. Desde el año 
2002, el área plantada no ha dejado de crecer. En el 2002, 
eran apenas 210 hectáreas registradas. En el 2005, el nú-
mero ya alcanzaba las 700. El año siguiente, eran 1.278, 
llegando, finalmente, a las 3.047 hectáreas en el 2007.

	 La primera fábrica de ese Estado -denominada 
Boa Esperança -está localizada en el municipio de Santa 
Luzia D’Oeste y pertenece al grupo paulista Alcobrás. La 
planta es una de las que se benefician de los 260 millones 
de reales destinados por el Banco Nacional para el De-
sarrollo Económico y Social (BNDES) para la construc-
ción de plantas productoras de alcohol en Rondônia. Para 
abastecer a esos proyectos, serán necesarias cincuenta mil 
hectáreas de caña en ese Estado66.

	 En las tierras de la fábrica Boa Esperança ya se 
realiza el corte de caña. Y en su corta existencia, la fábrica 
ya acumula causas laborales tramitando en la justicia. De 
acuerdo con el Ministerio Público del Trabajo (MPT) en 
Rondônia, la empresa fue obligada a pagar R$ 100 mil a 
37 cortadores de caña, a título de rescisión de contrato, 
dado que la fábrica no honró la promesa de pagar salarios 
de R$ 1.500 reales, además de proporcionar buenos aloja-
mientos y comida abundante.

	 También se está investigando la planta Boa 
Esperança por acusaciones de que ésta utilizaría mano 
de obra infantil, por retención de carné de trabajo y por 
descuentos ilegales en los sueldos. En otro municipio de 
Rondônia, Cerejeiras, otra fábrica en fase final de im-
plantación -la Usimat -contó con recursos públicos por 
un valor de R$ 125 millones. Las actividades de la em-
presa deben iniciarse en el 2009, con un plan de produc-
ción de 80 millones de litros de alcohol al año.

 Roraima

	 En el caso de Roraima, las perspectivas son de 
que ese Estado tenga, en el 2015, 70 mil hectáreas planta-
das con caña67. Teniendo eso en vistas, ya se está constru-
yendo una fábrica en el municipio de Bonfim, por la em-
presa Biocapital. La empresa pretende producir 6 millones 
de toneladas hasta el 2014, lo que generaría hasta 530 mil 
litros de etanol.

	 Incentivos fiscales han garantizado al Estado el 
interés de otros grupos de inversión. El grupo pernam-
bucano Camaçari Agroindustrial, que obtuvo exención de 
100% del ICMS (Impuesto sobre Circulación de Mercade-
rías y Servicios), se propone producir 3 millones de tonela-
das de caña hasta el 2009.

	 Esos aportes también pueden venir de Japón, a 
través de empresas interesadas en implantar la biotecnolo-
gía japonesa en tierras de Roraima. En lo que pueda depen-
der del gobierno estadual, espacio no faltará. El discurso 
oficial alardea que existen cerca de 4 millones de hectáreas 
disponibles para el cultivo de caña en el Estado68. 

 Tocantins

	 Los datos de la Conab indican un salto de 58,4% 
en el área de caña en el Estado, que pasó de 3,6 mil hectá-
reas en la zafra 2007 a 5,7 mil hectáreas en la zafra 2008, 
cifras que, sin embargo, aún son bajas cuando comparadas 
a las de los gigantes del Centro-Sur.

	 El proyecto de expansión de los cultivos de caña 
de Tocantins es encabezado por un gran representante de 
ese sector, el grupo EQM (ver caso Gameleira a continua-
ción), originado en Pernambuco. El grupo adquirió un área 
de 1.300 hectáreas en el municipio de Arraias, en el extre-
mo sur del Estado. En el 2006, la fábrica Tocantins Azúcar 
y Alcohol entró en actividad con una zafra de 250 mil tone-
ladas, previendo expandirse hasta llegar a las 500 mil69.

	 Ese mismo año, el gobierno estadual firmó una co-
laboración con la empresa Maity Bioenergía, para construir 
tres nuevas destilerías de etanol que serán abastecidas por 
la producción de 90 mil hectáreas de caña. Y diversos otros 
grupos han sido atraídos para invertir en caña en ese Estado.
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Caso | Mil esclavos en la fábrica Pagrisa70

	 El grupo móvil de fiscalización del Ministerio del Trabajo y 

Empleo (MTE) sorprendió en flagrante, el día 30 de junio del 2007, a 

1.064 trabajadores que se encontraban en condiciones análogas a la 

esclavitud. Ellos se encargaban de la cosecha y de la siembra de caña 

para la hacienda Pagrisa (Pará Pastoril e Agrícola S.A.), en el municipio 

de Ulianópolis (PA), localizado a 390 km de Belém. 

	 De acuerdo con el auditor fiscal del trabajo y coordinador 

de esa acción, Humberto Célio Pereira, algunos trabajadores recibían 

sólo R$ 10,00 al mes, ya que los descuentos ilegales realizados por la 

empresa consumían casi todo lo que recibían como sueldo. El auditor 

informa, además, que la comida proporcionada a los trabajadores se 

encontraba en mal estado y que varias personas sufrían náuseas y 

diarrea. 

	 El agua para beber, según relato de los empleados de la 

hacienda, era la misma utilizada para irrigar la caña y, de tan sucia, 

parecía caldo de frijoles. El alojamiento, de acuerdo con Humberto, 

estaba repleto y la alcantarilla corría a cielo abierto. Provenientes, en 

su mayoría, de Maranhão y Piauí, los trabajadores no contaban con 

transporte para llevarlos desde la hacienda al centro de Ulianópolis, a 

una distancia de 40 kilómetros. El director de la Pagrisa, Fernão Villela 

Zancaner, afirmó, en ese momento, que cien por ciento de los funcio-

narios tenían su carné de trabajo en regla. El grupo produce cerca de 

50 millones de litros de alcohol al año en Ulianópolis, y mantiene, en 

ese mismo local, una fábrica de azúcar, cuya producción es de 4 mil 

sacos al día. El principal comprador de etanol de la empresa era la 

Petrobras, que después de la acción del Ministerio informó, a través de 

su asesoría, que dejaba de comprar alcohol de la Pagrisa.

	 El Ministerio Público Federal en Pará acogió demanda por 

trabajo esclavo contra Murilo Villela Zancaner, Fernão Villela Zancaner 

y Marcos Villela Zancaner, propietarios de la Pagrisa, debido a la acción 

de liberación de los trabajadores. La acusación es “frustrar, mediante 

fraude o violencia, derecho asegurado por la legislación del trabajo 

(artículo 203 del Código Penal), exponer la vida o la salud de otros a 

peligro directo e inminente (artículo 132) y reducir a alguien a condición 

análoga a la de esclavo (artículo 149)”. 

	 Según la asesoría del MPF, la gravedad de los crímenes co-

metidos por los hermanos Zancaner justifica que les sea aplicada la 

pena máxima de 15 años de prisión. El informe del grupo móvil de 

fiscalización fue analizado por seis procuradores de la República, que 

consideraron que las pruebas de “condiciones degradantes de trabajo 

y vivienda, infligidas colectivamente a los trabajadores brazales en las 

plantaciones de caña de azúcar” eran consistentes. La empresa tam-

bién fue acusada de forzar a los trabajadores a jornadas exhaustivas 

de hasta 14 horas diarias de trabajo, sin pago de horas extras, ya que 

el control de entrada y salida era firmado al mismo tiempo por los 

fiscales de la empresa. 

	 El MPF concluyó, en base a las pruebas y el informe, que 

los hermanos Zancaner,”dotados de voluntad libre y consciente, re-

dujeron a los 1.064 trabajadores a condición análoga a la de esclavo, 

sometiéndolos a trabajos forzados, a jornada exhaustiva y coartando 

la libertad de locomoción de esos trabajadores a través de la dificultad 

para salir de la hacienda y mediante los bajos sueldos que pagaban, lo 

que era agravado por precio excesivo cobrado por los medicamentos y 

el transporte hasta la ciudad”. La causa tramita en el Tribunal Federal 

de Castanhal con el número 2007.39.04.000812-4.

	 Esa fue la mayor liberación de trabajadores ya realizada 

en el país. Desde que se crearon los grupos móviles de fiscalización, 

en 1995, la mayor liberación había sido en la Destilería Gameleira (ver 

caso a continuación), en junio del 2005, cuando 1.003 personas fueron 

liberadas. Según datos de la CPT, entre 1995 y 2008 fueron liberados 

33.747 trabajadores, y en el acumulado, el Estado que ostenta el récord 

en liberaciones es, justamente, Pará, donde está la Pagrisa, con 11.053 

esclavos rescatados (32,8% del total), seguido por Mato Grosso, con 

5.262 (15,6%). Maranhão, Bahia e Goiás completan los cinco primeros 

lugares de este triste ranking.

	 La acción emprendida en la hacienda Pagrisa creó una po-

lémica proporcional al número de trabajadores liberados. Incluso fue 

creada una comisión externa del Senado para analizar la acción del 

grupo móvil de fiscalización del Gobierno Federal en la hacienda. Debi-

do a la presión de senadores que visitaron la Pagrisa casi tres meses 

después de la fiscalización y pidieron que fuera abierta una indagación 

en la Policía Federal (PF) para investigar la operación, el Gobierno Fe-

deral decidió suspender temporalmente la acción del grupo móvil y 

divulgó el informe sobre la inspección hecha a la Pagrisa.

	 La visita parlamentaria contó con la presencia de los se-

nadores Romeu Tuma (DEM-SP), Flexa Ribeiro (PSDB-PA), Kátia Abreu 

(DEM-TO), Cícero Lucena (PSDB-PB) y Jarbas Vasconcelos (PMDB-PE). 

Ellos anunciaron que pedirían que la Policía Federal iniciara una indaga-

ción para investigar los procedimientos adoptados por el grupo móvil. 

En la Agencia Senado, Kátia Abreu afirmó que la empresa “es muy 

bien administrada y conforma una comunidad de trabajadores rurales”. 

La senadora es una de las principales opositoras del sistema público 

de combate al trabajo esclavo contemporáneo. Mientras era diputada 

federal actuó contra la aprobación de leyes que podrían contribuir para 

la erradicación de esa práctica. En el 2008, la senadora fue electa 

presidenta de la CNA (Confederación de la Agricultura y Pecuaria de 

Brasil), principal entidad patronal del sector, llevando su defensa a los 

productores hasta un nuevo nivel.

	 según la Secretaría de Inspección del Trabajo del MTE, la 

visita de los senadores, que atacaron con vehemencia la fiscalización, 

provocó un clima de inseguridad que colocó en riesgo la continuidad 

de las operaciones. Vale recordar que los auditores fiscales del trabajo 

que actúan en la zona rural han sido víctimas de violencia por parte 

de hacendados descontentos con las aberturas de procesos. El caso 

más famoso fue el de tres auditores y un chofer del MTE masacrados 

el día 28 de enero del 2004, en Unaí (MG), durante una fiscalización 

de rutina. Pero ese no es el único caso: el 8 de febrero del año pasado, 

el grupo móvil fue recibido con balazos por hacendados, apoyados por 

policías militares, en Nova Lacerda (MT). Amenazas contra el grupo 

ya eran una constante antes de las declaraciones de los senadores.	

Diversas entidades del poder público y de la sociedad civil condenaron 

la interferencia del Senado en ese caso.
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Caso | Gameleira, una fábrica en el centro del poder71

	 Localizada en el municipio de Confresa, Estado de Mato 

Grosso, la Destilería Gameleira fue sorprendida más de una vez con 

graves problemas laborales. Sólo en el 2001, durante la acción de un 

grupo móvil de fiscalización del Gobierno Federal, fueron liberadas de 

la esclavitud 318 personas. Cuando el registro de empleadores del Mi-

nisterio del Trabajo y Empleo (la “lista sucia”) fue creado, la Gameleira 

fue incluida ya la primera vez que fue divulgado, en noviembre del 

2003. La auditora fiscal del trabajo Valderez Rodrigues, quien fiscalizó 

la fábrica en tres ocasiones, relató que la situación de los trabajadores 

en el corte de caña de azúcar era muy precaria y que habían pistoleros 

amenazando de muerte a los trabajadores. Incluso, dijo, habían regis-

tros de golpizas contra ellos. Las jornadas eran exhaustivas, muchos 

trabajaban enfermos y la alimentación era de baja calidad. 

	 En la zafra del año 2003, la destilería procesó 300 mil to-

neladas de caña y produjo 23 millones de litros de alcohol. En el 2004, 

atendía a los mercados de las regiones Norte y Nordeste y no expor-

taba su producción. El estudio que identificó las cadenas productivas 

mostró que la empresa mantenía relaciones comerciales con importan-

tes distribuidoras de combustible -Petrobras, Ipiranga, Shell, Texaco, 

Total y PDV. Directores de esas empresas afirmaron que la Destilería 

Gameleira ofrecía alcohol a un precio bajo y competitivo. 

	 Después de reuniones coordinadas por el Instituto Ethos, 

por la Organización Internacional del Trabajo y por la ONG Repórter 

Brasil, las cuatro primeras distribuidoras citadas arriba, al saber que 

compraban de una empresa que estaba en la “lista sucia”, suspendie-

ron los contratos con la Gameleira hasta que ésta haya regularizado 

su situación con el Gobierno Federal. Esas empresas firmaron el Pacto 

Nacional por la Erradicación del Trabajo Esclavo el día 19 de mayo del 

2005, comprometiéndose a adoptar medidas para contribuir con la 

erradicación de ese tipo de mano de obra en sus cadenas productivas.

	 La destilería es propiedad de Eduardo Queiroz Monteiro, in-

fluyente empresario pernambucano y propietario del periódico Folha 

de Pernambuco. Es hermano del presidente de la Confederación Nacio-

nal de la Industria y diputado federal Armando Queiroz Monteiro Neto 

(PTB), quien, en el 2004, también era socio en la empresa. 

	 El día 1o. de junio del 2005, el entonces presidente de la Cá-

mara de los Diputados, Severino Cavalcanti (PR-PE), llamó por teléfono 

al Sindicato Nacional de las Distribuidoras de Combustibles cuestionan-

do el motivo por el cual las empresas habían cancelado contratos de 

compra con la Destilería Gameleira. Severino confirmó públicamente72 

que había llamado al sindicato en carácter de “consulta”, y dijo tener 

como objetivo descubrir por qué ya no estaban comprando el alcohol 

de la Gameleira. Según él, la llamada atendió a pedido de diputados 

federales que querían saber cuál era el problema que impedía la co-

mercialización. El diputado no lo confirmó, pero fuentes internas de las 

empresas afirmaron que también había llamado a otras distribuidoras, 

como la Ipiranga. La acción del presidente de la Cámara se dio sólo 

media hora después que la Ipiranga confirmó a los abogados de la 

fábrica la suspensión de sus compras. Cuando ocurrió la interferencia 

política, la Gameleira ya había obtenido una medida cautelar para que 

su nombre fuese excluido de la lista73.

	 La Ipiranga y otras distribuidoras mantuvieron la suspensión 

de compra. Fuentes de la empresa revelaron que la decisión de la com-

pañía sigue determinaciones del Pacto Nacional y es coherente con 

una conducta de ética y responsabilidad social. De acuerdo con porta-

voces de la empresa, ésta sólo volverá a comprar alcohol combustible 

de la Gameleira cuando el Gobierno Federal emita un certificado nega-

tivo sobre trabajo esclavo en la propiedad -que aún no ha sido emitido. 

 

	 El entonces ministro del Trabajo, Ricardo Berzoini, recibió la 

visita del lobby de la empresa, representado por diputados de la llama-

da “bancada ruralista”, pidiéndole que cediera a favor de la Gameleira; 

sin embargo, el ministro mantuvo el apoyo a los grupos de fiscalización 

y al Pacto Nacional. Eduardo Queiroz Monteiro, presionado por la pér-

dida de clientes, llegó a solicitar al Ministerio del Trabajo y Empleo una 

nueva fiscalización para mostrar que la situación se había normalizado 

tras la última operación. 

	 Coincidentemente, mientras los directores de la fábrica in-

tentaban encontrar una salida junto al Gobierno Federal, surgieron nue-

vas denuncias sobre trabajo esclavo contemporáneo en la propiedad. 

El día 13 de junio del 2005, una operación de fiscalización enviada a la 

propiedad realizó la que hasta ese momento fue la mayor liberación ya 

ocurrida en el país, con 1.003 rescatados y el pago de R$ 1.451.023,71 

en derechos laborales. Los trabajadores habían sido llevados desde 

Pernambuco, Maranhão y Alagoas con falsas promesas de salarios y 

buenas condiciones de trabajo, que les fueron hechas por los llamados 

“gatos” (contratantes privados movilizados con el propósito de conven-

cer personas a unirse a determinadas faenas) a servicio de la fábrica. 

En el momento de la operación, ninguno de ellos había recibido sueldo 

y todos eran obligados a comprar en la cantina de la empresa, a pre-

cios superiores a los de mercado.

 

	 Para revertir la imagen negativa que quedó asociada al 

nombre “Gameleira” después de los escándalos, el empresario Eduardo 

de Queiroz Monteiro compró la parte de la Gameleira que pertenecía 

a su familia, adquirió más tierras, amplió las instalaciones y le cambió 

el nombre a la propiedad. El día 27 de mayo del 2006, la Destilería 

Gameleira pasó a ser la parte responsable por la molienda de la caña 

de la recién creada Destilería Araguaia. La nueva empresa pasó a tener 

22 mil hectáreas de tierra, de las cuales seis mil cultivadas, alcanzando 

una producción de 35 millones de litros de alcohol al año.

	

	  En esa época, el grupo EQM afirmó que las relaciones de 

trabajo fueron regularizadas por contrato y que el capital constante 

pasó por un proceso de modernización a través de la inversión de 

recursos financieros. Anunció que cumpliría todos los aspectos de la 

ley, incluso las reglamentaciones del trabajo rural, y prometió que ga-

rantizaría a los 240 trabajadores fijos y 750 temporales alojamientos 

decentes, alimentación balanceada servida en restaurantes móviles y 

que formalizaría el vínculo laboral de los trabajadores.

	 En el anuncio hecho a la prensa informando sobre la reaper-

tura de la fábrica, dos gobernadores habían confirmado presencia en 

el evento, Blairo Maggi (MT) y Marcelo Miranda (TO), además de un ex 

gobernador, Jarbas Vasconcelos (PE), Estado donde está la sede  del 

grupo económico que controla la Destilería Araguaia74.

	 Distribuidoras de combustible como Petrobras, Ipiranga, 

Esso, Shell y Texaco mantienen la restricción comercial a la Gameleira. 

El comportamiento adoptado sirvió como referencia corporativa para 

situaciones posteriores. Esas empresas han cortado, sistemáticamen-

te, a los empleadores presentes en la “lista sucia” del trabajo esclavo 

de su lista de proveedores. El Gobierno Federal, a través de sus abo-

gados, logró anular la medida cautelar que excluía el nombre de la Ga-

meleira de la “lista sucia”. La empresa volvió a estar en ese registro y 

allí permaneció hasta completar los dos años exigidos por la resolución 

que reglamenta esa lista, de la que fue excluida sólo después de haber 

finiquitado sus pendencias con el Ministerio del Trabajo y Empleo.
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Recomendaciones

	 A pesar de que en el ámbito internacional organis-
mos como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 
la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultu-
ra y Alimentación (FAO) y el Banco Mundial consideran 
el etanol de caña menos problemático -principalmente en 
lo que se refiere a la competición con la producción de ali-
mentos -que el combustible de maíz, producido a gran es-
cala en los EE.UU., y a pesar de los esfuerzos del gobierno 
y del empresariado brasileños en vender al exterior una 
imagen del alcohol de caña como “combustible limpio”, ese 
cultivo se ha destacado como uno de los que causan mayor 
impacto ambiental y social en Brasil.

	 Mientras el sector sucroalcoholero amplía la 
utilización de tecnologías de punta en parte de su cadena 
productiva, la superexplotación de la mano de obra y el 
incumplimiento de las legislaciones ambientales todavía 
son prácticas comunes en la gran mayoría de las plan-
tas productoras, independientemente de su localización 
geográfica. El año 2008, el sector tuvo el récord en li-
beraciones de trabajadores que estaban en condiciones 
análogas a la esclavitud -2.553 trabajadores rescatados, 
según datos consolidados por la Comisión Pastoral de la 
Tierra -práctica encontrada tanto en el Nordeste como 
en los Estados del Centro-Sur, región que concentra a 
las mayores y más modernas plantas productoras del 
país.

	 A trasmano de la apuesta por el etanol como 
combustible más limpio en cuanto a la emisión de gases 
causadores del efecto estufa, la expansión de los mono-
cultivos sobre la vegetación autóctona, sobre Áreas de 
Preservación Permanente y sobre Reservas Legales, las 
quemas de paja de caña y la utilización masiva de agro-
tóxicos en todas las regiones productoras han desequili-
brado esta ventaja ambiental en forma negativa.

	 También en la onda optimista de la conquista 
de nuevos mercados para el combustible brasileño y, 
consecuentemente, de nuevas -o antiguas -áreas para el 
plantío, el cultivo de la caña se ha fortalecido como vec-
tor de conflictos fundiarios con movimientos de lucha 
por la tierra y comunidades indígenas, principalmente 
en el Nordeste y en el Centro-Oeste. Estrictamente de-
pendiente de financiaciones y políticas públicas, la acti-
vidad de la caña también se destaca como una de las más 
endeudadas del país, pese a sucesivas postergaciones (e, 
incluso, perdón) de deudas y de grandes inversiones y 
financiaciones provenientes de instituciones financieras 
estatales. Frente a este cuadro, sería necesario que:
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El Poder Público 

1) Exija el cumplimiento de las legislaciones la-
borales y ambientales e imponga las penas corres-
pondientes, principalmente el cobro de multas, en 
casos de incumplimiento. 
Intensifique las operaciones preventivas de fiscali-
zación del trabajo en áreas de cultivo de caña para 
impedir casos de trabajo esclavo y degradante.

2) En regiones donde se adopte la mecanización, 
destine áreas de reforma agraria para la masa de 
trabajadores que quede desempleada debido a la 
substitución de la mano de obra por las máquinas, 
para que se garantice una vida digna a los traba-
jadores y la utilización de las tierras para fines de 
producción de alimentos. 

3) Cree un marco regulador nacional que estipule 
los criterios para la contratación y remuneración 
de la mano de obra de la caña, acabe con el pago de 
los cortadores por producción y, para compensar 
eso, eleve la base salarial de los trabajadores hasta 
niveles dignos, definidos, por ejemplo, por el suel-
do mínimo necesario, que es calculado por el De-
partamento Intersindical de Estadística y Estudios 
Socioeconómicos (Dieese) en R$ 2.014,73, un valor 
referente a noviembre del 2008.

4) Destine recursos masivos a proyectos de genera-
ción de empleo y renta sostenibles en los locales de 
origen de emigración de mano de obra, principal-
mente en el Norte y Nordeste del país.

5) Fortalezca el Programa Marco Cero, de colabo-
ración entre el Ministerio del Trabajo y Empleo 
(MTE) y los gobiernos de Pará, Maranhão, Piauí 
y Mato Grosso, que consiste en la instalación de 
agencias públicas especiales para intermediar y 
capacitar mano de obra en localidades donde la 
actuación de los llamados “gatos” -contratantes 
privados rurales movilizados con el propósito de 
convencer personas a unirse a determinadas faenas 
-es intensa.
 
6) Dado que el trabajo en la caña es uno de los más 
penosos en la agricultura, siendo responsable por 
una gran cantidad de jubilaciones precoces por da-
ños a la salud e invalidez, que se cobren las deu-
das de las fábricas referentes al INSS y al FGTS, 
vinculando cualesquiera financiaciones al pago de 
esos débitos. 

7) No utilice recursos del Fondo de Amparo al Tra-
bajador (FAT), vía BNDES, para financiación del 
sector sucroalcoholero, sino que invierta esos re-
cursos en proyectos de desarrollo de la agricultura 
familiar.

8) En las regiones donde son más graves los con-
flictos fundiarios, como el Nordeste, evalúe la 
propiedad de las tierras a partir de la legislación 
referente al cumplimiento de la función social del 
inmueble. En caso de que se detecte incumplimien-
to, destinar el área a la reforma agraria. 

9) De transparencia a los estudios de zoneamien-
to agroecológico de la caña de azúcar, abriendo el 
proceso para la participación popular, dando prio-
ridad a criterios ambientales, sociales y referentes 
a la soberanía y seguridad alimentaria, y haciendo 
con que sea efectiva la prohibición de los cultivos 
en toda la Amazonía y en el Pantanal.

10) En los casos en que el gobierno y las estatales 
sean co-emprendedores con la iniciativa privada en 
proyectos de producción de etanol, que asuma la 
vanguardia en el proceso de adecuación a todas las 
normas ambientales, sociales y laborales.

11) Garantice y acelere el proceso de creación de 
Resex y Tierras Indígenas donde existan conflictos 
con respecto a poblaciones tradicionales e indíge-
nas, como en Mato Grosso do Sul y en el estuario 
del río Serinhaém, en Pernambuco.

12) Garantice y acelere el proceso de asentamiento 
de familias en áreas del Estado y en aquellas con-
sideradas improductivas por el Incra, como en la 
fábrica Salgado, en Ipojuca, y en la fábrica Estre-
liana, en Gameleira, Pernambuco.

13) Atienda a la demanda interna por etanol en de-
trimento de las demandas de los mercados exter-
nos, barateando el costo del combustible para el 
consumidor brasileño.

14) En cuanto a los proyectos de irrigación que es-
tán en curso, que destine los recursos públicos y la 
infraestructura a la agricultura familiar y la refor-
ma agraria en el semiárido.

15) En el caso de instituciones públicas de finan-
ciación, que se exijan contrapartidas sociales y am-
bientales para préstamos al sector sucroalcoholero.
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El Sector Empresarial

1) Frene la ocupación de nuevas áreas de Cerrado, 
Amazonía, Mata Atlántica y Pantanal por la caña. 
Realice estudios de impactos socioambientales y 
los discuta con la comunidad local.

2) Exija de los proveedores de etanol la comproba-
ción de la obediencia de todas las leyes ambienta-
les y laborales antes de la compra del combustible. 
No adquiera productos de fábricas que tengan deu-
das con la seguridad social, que estén en la “lista 
sucia” del trabajo esclavo o que tengan autos de 
infracción y condenaciones por daños ambientales.

3) Exija la presentación de documentos definitivos 
de propiedad de tierras al firmar contratos de com-
pra de etanol.

4) Cancele inmediatamente contratos de compra 
de caña de productores que se encuentren en tie-
rras indígenas o en tierras quilombolas (de descen-
dientes de esclavos) en proceso de reconocimiento, 
una vez presentado el estudio antropológico y ven-
cido el plazo para refutarlos.

	 Es urgente que el país discuta el concepto de so-
beranía energética y cree políticas que garanticen el acceso 
universal de la población brasileña a una energía barata y 
producida de forma sostenible y, principalmente, que no 
entre en choque con la producción de alimentos. Frente a 
los altos e inevitables impactos sociales, ambientales y fun-
diarios del modelo de monocultivo de la caña de azúcar en 
Brasil, cuya cadena productiva y logística de distribución 
contribuye grandemente a las emisiones de gases causado-
res del efecto estufa, es necesario que se revisen las políti-
cas públicas para el sector. 

	 Para que el país garantice el acceso a la energía 
para su desarrollo, es necesario que la producción de eta-
nol sea descentralizada, atienda a demandas locales, gene-
re empleo y renta localmente y que no requiera grandes 
estructuras de transporte y distribución. Para eso, son ne-
cesarias una fuerte inversión y tecnologías adecuadas para 
la producción en menor escala, así como políticas de incen-
tivo a la pequeña producción y comercialización.
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Notas

1 Previsión de la Consultoría Datagro, divulgada en noviembre del 2008.

2 En São Paulo, comparación entre nov/2007 y nov/2008, según el Dieese.

3 Los valores fueron deflacionados en base al Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC). Para el 2008, se 
consideró el índice de 7,12%, de los 12 meses comprendidos entre nov/2007 y nov/2008.

4 Datos de la Asociación Nacional de los Fabricantes de Vehículos Automotivos (Anfavea).

5 Datos de la Compañía Nacional de Abastecimiento (Conab).

6 http://portalexame.abril.com.br/ae/economia/usina-albertina-atrasa-salarios-enfrenta-greve-207127.shtml

7 Artículo divulgado en la página de la Unica en la Internet (www.unica.com.br). 

8 http://www.biofuels2008.com/CMS/uploads/publicacoes/08.11.25-19.24.42-discurso_presidente_lula.pdf

9 http://www.bndes.gov.br/noticias/2008/not220_08.asp

10 Este dato fue retirado de la Relación Anual de Informaciones Sociales (Rais), del Ministerio del Trabajo y Empleo, 
y representa la suma de los puestos existentes en las clases 01139 (cultivo de caña de azúcar), 15610 (usinas de azúcar), 
15628 (refinado y molienda de azúcar) e 23400 (producción de alcohol).

11 Después de São Paulo, los Estados con más trabajadores en el sector de la caña son Alagoas y Pernambuco, con 86.932 
y 85.042 cupos respectivamente. Esos dos Estados ocupan apenas la quinta y sexta posiciones en el ranking nacional de 
las mayores áreas destinadas a la caña, pero su modelo de producción, basado en el uso intensivo de mano de obra y baja 
mecanización de la cosecha, explica la elevada generación de puestos de trabajo.

12 Moraes, Márcia Azanha Ferraz Dias de. “O mercado de trabalho da agroindústria canavieira – desafios e oportunidades”. 
Revista Economia Aplicada. São Paulo, v. 11, n. 4, p. 605-619, octubre-diciembre del 2007.

13 Dato retirado de “Cana-de-açúcar, entre o velho e o novo”, de Elio Neves e Marcos  S. Jank. Artículo publicado en la 
página A2 del diario O Estado de S. Paulo, el 27 de agosto del 2008.

14 La referencia es el precio promedio de la canasta popular en los meses de noviembre de cada año.

15 El aumento real de los ingresos de los empleados en el sector de la caña es corroborado por otros estudios, como 
“Evolução da remuneração das pessoas empregadas na cana-de-açúcar e em outras lavouras, no Brasil e em São Paulo”, de Rodolfo 
Hoffmann (Unicamp) y Fabíola C. R. de Oliveira (USP). 

16 Los valores fueron deflacionados en base al Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC). Para el 2008, fue 
considerado el índice de 7,12%, de los 12 meses comprendidos entre nov/2007 y nov/2008.

17 Alves, Francisco. Por que morrem os cortadores de cana? Revista Saúde e Sociedade, v. 15, n. 3, p. 90-98, septiembre-
diciembre del 2006.

18 Alves, Francisco. Por que morrem os cortadores de cana? Revista Saúde e Sociedade, v. 15, n. 3, septiembre-diciembre del 
2006, p. 97.

19 Superintendencias Regionales del Trabajo es el nuevo nombre de las Comisarías Regionales del Trabajo.
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20 Los datos sobre el número de trabajadores esclavos en el 2008, proporcionados por la CPT y el Ministerio del Trabajo 
y Empleo son divergentes porque trabajan sobre periodos distintos del 2008. Cuando sean consolidados, los datos 
deberán ser los mismos.

21 Alves, Francisco. Por que morrem os cortadores de cana? Revista Saúde e Sociedade, v. 15, n. 3, p. 90-98, septiembre-
diciembre del 2006.

22 Moraes, Márcia Azanha Ferraz Dias de; e Figueiredo, Margarida Garcia de. Migração espontânea de trabalhadores 
no setor sucroalcooleiro. Relatório de Pesquisa do Grupo de Extensão em Mercado de Trabalho da Escola Superior de 
Agricultura Luiz de Queiroz, da Universidade de São Paulo. Abril de 2008.

23 Folha de S.Paulo, caderno Folha Ribeirão, 16/12/2008, “Usinas lideram ranking da poluição ambiental na região”

24 Unica. “Responsabilidade socioambiental – A sustentabilidade da cana brasileira”

25 Disponible en http://www.riosvivos.org.br/arquivos/560616116.pdf

26 En cuanto a área sembrada en la zafra 2007, según el IBGE, los municipios citados figuraron en 7o (Maracaju), 8o 
(Dourados), 11o (Rio Brilhante) y 17o (Sidrolândia) en el ranking de los principales productores de maíz del país; en 
cuanto a la soja, quedaron en 13o (Maracaju), 16o (Dourados), 30o (Rio Brilhante) y 34o (Sidrolandia). 

27 Nombres ficticios utilizados para preservar la identidad de las personas entrevistadas.

28 En Mato Grosso do Sul, la situación más dramática se refiere a la etnia Guaraní (que se subdivide en dos grupos 
étnicos, los Nhandevas y los Kaiowás). Los impactos del sector sucroalcoholero sobre los indígenas en la región Centro-
Sur, sin embargo, también se extienden a otros grupos. En el mismo Mato Grosso do Sul, los Terena enfrentan diversos 
problemas. En São Paulo, hace al menos una década que indígenas Xakriabá, oriundos de Minas Gerais, vienen al Estado 
a trabajar en los cultivos de caña.

29 El reportaje “O ciclo de um combustível à base de bagaço de gente e caldo de sangue”, publicado originalmente en el diario O 
Porantim, del Consejo Indigenista Misionario, fue premiado por la IPS – Inter Press Service, en un concurso periodístico 
a fines del 2008. Reproducido por diversas publicaciones, entre ellas el diario Brasil de Fato nº 266, el reportaje contó con 
la participación del periodista André Campos, colaborador de la Agência Repórter Brasil. 

30 Tal situación es tema, incluso, de la bella película Terra Vermelha (ou Birdwatchers), de Marco Bechis.

31 El uso de mano de obra esclava de los Guaraníes, en Brasil y en otros país de América del Sur es histórico – no sólo 
en la caña, sino también en otros cultivos, como el mate – al punto de la esclavitud de los Guaraníes en Bolivia haber sido 
uno de los puntos de partida de la legislación de la Organización Internacional del Trabajo contra la esclavitud moderna.

32 Site del gobierno del Estado de Mato Grosso do Sul, 21/08/08	

33 http://pib.socioambiental.org/pt/povo/xakriaba/1155

34 Albuquerque, Cícero Ferreira de - A cana-de-açúcar e a sua contribuição para a formação social de Alagoas e do Nordeste 
brasileiro

35 Andrade, Manuel Correa de - Espaço e tempo na agroindústria canavieira de Pernambuco, 
Instituto de estudos avançados da USP, 2001

36 Folha de S. Paulo - BB dá perdão bilionário para usineiros, 14/01/07

37 Extra Alagoas - Governo Téo perdoa mais R$ 1,5 bilhão de usineiros, 14/07/2008 

38 CONAB, 2º levantamento da safra brasileira, agosto de 2008
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39 Organización del Trabajo y Control de la Producción, Acidentes y Enfermedades, Migración y Transporte, Tierra y 
Vivienda - Fundacentro, 2005

40 Bruno Ribeiro de Paiva es abogado de la Federación de los Trabajadores en la Agricultura de Pernambuco y miembro 
del Consejo de Desarrollo Económico y Social (CDES)

41 Lista de Deudores de la Deuda Activa del INSS - Consulta filtrada por la UF

42 El Pnud divulgó en 2008 los números del IDH de los países, pero los últimos datos del IDH por município en Brasil 
son del 2000

43 As fábricas sorprendidas com menores são: Capricho, Roçadinho (con dos autos de infracción), Santa Maria, Laginha 
(fábrica del grupo del ex senador João Lyra), y Central Açucareira Santo Antônio. Las fábricas sorprendidas con trabajo 
esclavo son: Serra Grande, Santa Clotilde, Usina Caeté, sus filiales Cachoeira, Marituba y Delta, Usina Taquara y Usina 
Roteiro.

44 Las empresas que recibieron autos de infracción fueron: Usina Bom Jesus S/A, Cia Usina Bulhões,.Companhia 
Industrial do Nordeste Brasileiro, Usina Central Nossa Sra. de Lourdes S/A, Usina Central Olho D Água S/A, Usina 
Cruangi S/A, Zihuatanejo do Brasil Açúcar e Álcool S/A, Interiorana Serviços e Construções Ltda, Usina Ipojuca S/A, 
J.B. Ltda, Usivale Indústria e Comércio Ltda, Cachool Comércio e Industria S/A, Destilaria PAL Ltda, Usina Petribú 
S/A, Usina Pumanty S/A, Usina Salgado S/A, Cia Agro Industrial de Goiana, Usina São José S/A, Usina Trapiche 
S/A, Una Açúcar e Energia Ltda, Una Álcool Export Ltda, Usina União e Indústria S/A, Vale Verde Empreendimentos 
Agrícolas Ltda, Vitória Agroindustrial Ltda.

45 O Globo - Minc diz que Pernambuco é ‘ desastre do desastre’. Usinas são multadas em R$ 120 milhões, 1.07.2008

46 Citas del informe retiradas del reportaje “Ilegalidade no Canavial”, del site O Eco, de 01/07/2008

47 De acuerdo con el estudio “Transporte de caña de azúcar en una agroindustria de la caña en condiciones adversas de 
operación”, de la Universidad Federal Rural de Pernambuco, 70% de la caña plantada en la Trapiche se encuentra en 
encuestas.

48 Laudo Biológico para Determinar el Área de Influencia del Estuario del Río Sirinhaém, contratado por el IBAMA, 
oficina de Recife, junio del 2008.

49 Silva Lima, Lenivaldo Marques -  Entre o Amargo da Zona Canavieira e a Harmonia da Usina Catende, 2003

50 Agência Carta Maior – “Judiciário retarda programa, avaliam especialistas”, 20/03/2007

51 Revista do Brasil – O martelo contra a Reforma Agrária, 11.04.2007

52 CONAB, 2º levantamiento de la zafra brasileña, agosto del 2008

53 ANP – Lista de Fábricas Registradas, actualización el 17.11.2008

54 Cerca de 600 mil hectáreas del Extremo Sur baiano son ocupadas por monocultivos de eucaliptos, con impactos 
sobre suelo (desertificación -“Os impactos do plantio de eucalipto e da produção de celulose em comunidades tradicionais 
no extremo sul baiano”, UESB/UFBA) y vegetación autóctona (deforestación de áreas de Mata Atlântica -“Veracel é 
condenada a pagar R$ 20 milhões por desmatamento”, MPF/BA julho de 2008).

55 Governo do Estado da Bahia, Secretaria de Agricultura, Irrigação e Reforma Agrária - Programa de Bioenergia 
Bahiabio, noviembre del 2007

56 CBHSF - Plano de Recursos Hídricos da Bacia Hidrográfica do rio São Francisco
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57 Na Bahia, de acuerdo con la Codevasf los perímetros irrigados son: margen izquierda del río São Francisco: 
Formosinho y Formoso A/H, con un área total de 12.236 ha en operación. Los proyectos Correntina y Jaborandi se 
encuentran en fase de estudios previos, con un área total de 164.000 ha. Las principales fuentes de captación hídrica son 
los ríos São Francisco, Corrente y Formoso. En la región de Barreiras: São Desidério/Barreiras Sul, Riacho Grande, 
Nupeba y Barreiras Norte, con un área total de 9.101,9 ha en operación. El proyecto Brejos da Barra, con 4.300 ha, se 
encuentra en fase de estudios previos. La principal fuente hídrica de esos proyectos es el río Grande.Región de Irecê: 
perímetros Mirorós, con 2.145 ha en operación, y Baixio de Irecê, con un área total de 58.659 ha, siendo que 53.936 ha se 
encuentran en fase de elaboración de los proyectos ejecutivo y básico y 4.723 ha en fase de implantación. Las principales 
fuentes hídricas son los ríos São Francisco y Verde. Juazeiro/Petrolina: Curaçá, Maniçoba, Tourão, Mandacaru, Senador 
Nilo Coelho y Bebedouro, con un total de 41.458,60 ha en operación, además de los proyectos de Pedra Branca, Glória, 
Rodelas, Manga de Baixo, Apolônio Sales, Brígida, Icó-Mandantes y Caraíbas, del complejo Itaparica. Se encuentran 
en fase de implantación los proyectos Salitre (1ª Etapa) y Pontal (PE), con área total de 39.167 ha, siendo que ya están 
implantadas 8.680 ha. 

58 Jornal Brasil de Fato - Una mini-transposición. Proyecto Salitre: agua destinada a la exportación, febrero del 2008.

59 Agência Estado. http://noticias.uol.com.br/ultnot/agencia/2008/06/01/ult4469u26112.jhtm.

60 Agência Indusnet Fiesp. http://www.fiesp.com.br/agencianoticias/2007/08/03/pres-unica-inverdades-
sucroalcool.ntc.

61 Sidra/IBGE.

62 Sidra/IBGE.

63 Preço baixo da terra atrai produtor. O Estado de São Paulo, 07 de setembro de 2008.

64 http://www.arcplan.com.br/mma/amazonia_fichas_das_areas_prioritarias.pdf

65 Ministerio Público presenta 14 exigencias para que la fábrica Álcool Verde pueda instalarse en Acre. Blog da 
Amazônia por Altino Machado. http://blogdaamazonia.blog.terra.com.br/2008/10/21/ministerio-publico-faz-14-
exigencias-para-que-a-usina-alcool-verde-possa-se-instalar-no-acre/

66 Agrocombustíveis Solução? A vida por um fio no eixo dos canaviais. Serviço Pastoral dos Migrantes, páginas 82 e 83.

67 Preço baixo da terra atrai produtor. O Estado de São Paulo, 07 de septiembre de 2008. 

68 Os impactos da produção de cana no Cerrado e na Amazônia. Rede Social de Justiça e Direitos Humanos e Comissão 
Pastoral da Terra, 2008.

69 Os impactos da produção de cana no Cerrado e na Amazônia. Rede Social de Justiça e Direitos Humanos e Comissão 
Pastoral da Terra, 2008.

70 A partir de informaciones de serie de reportajes de la Agencia de Noticias de la Repórter Brasil

71 SAKAMOTO, Leonardo Moretti.  Tesis de Doctorado. Facultad de Filosofía, Letras y Ciencias Humanas de la 
Universidad de São Paulo, 2007.

72 SAKAMOTO, Leonardo; GOMES, Marcel; FILHO, Maurício Monteiro; THUSWOHL, Maurício. Severino 
Cavalcanti faz lobby por empresa flagrado com escravos. São Paulo: Agência Carta Maior, 02 de junio del 2005. 

73 El día 09 de octubre del 2006, la Abogacía General de la Unión logro suspender la medida cautelar junto ao Tribunal 
Regional del Trabajo de la 10ª región y la Gameleira volvió a estar en la lista.

74 THENÓRIO, Iberê; SAKAMOTO, Leonardo. Recordista em libertações, empresa é reformulada e muda de nome. São 
Paulo: Repórter Brasil, 26 de mayo del 2006.
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